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Introducción
El estado interventor o Estado de Bienestar, surge a partir del 1870, cuando deja de ser un estado policía, característico del liberalismo del siglo XIX, que sólo se ocupaba del orden externo e interno y comienza a involucrarse en los más diversos campos de la economía, educación, salud, regulación laboral, medio ambiente y política de bienestar social, desarrollo humano, entre otros.

A lo largo del siglo XX, el tamaño y los ministerios del Estado han crecido extraordinariamente, desempeñando distintas funciones, además de legislar, gobernar e impartir justicia, funciones de bienestar social y fortalecimiento institucional en el orden democrático.

Aunque en principio el carácter liberal, suponía la iniciativa individual como medio para mejorar las condiciones sociales, los Estados no fueron completamente pasivos y mejoraron las condiciones de vida en la ciudad, la enseñanza y las comunicaciones.

El Estado ha tenido que intervenir en la parte social, debido a las nuevas y graves demandas planteadas por el crecimiento de la población, la extensión de la industria y el desarrollo urbano, problemas que sólo el poder público, con su capacidad económica y coercitiva, puede resolver.

En otro aspecto, las estructuras democráticas recién puestas en práctica, para instaurar un sistema que funcione correctamente, sin que se produzca ninguna revolución, ha hecho necesario integrar mental y afectivamente a los ciudadanos, así como satisfacer sus demandas de bienestar más elementales, para de esta manera garantizar un mejor funcionamiento demográfico.

La eliminación de la burocracia existente heredada del régimen liberal, que tendría a expansionarse tanto en el número como en las funciones a desarrollar y la opinión de una nueva generación de reformista, ha hecho del Estado un instrumento fundamental, para hacer posible  que la mayoría de la población llevara una vida digna y realmente libre, entendiendo por libertad, la capacidad real de hacer algo y no sólo una posibilidad abstracta.

Resultó evidente que no se vivía en el mejor de los mundos posibles, como los liberales habían vaticinado que habría de ocurrir. Por si solo la iniciativa individual no había creado armonía social sino, por el contrario, grandes problemas que afectaban incluso a la supervivencia de grandes grupos de la población, es por eso que se ha hecho necesario la intervención del Estado para garantizar un verdadero estado de derecho, de bienestar social y desarrollo humano para los ciudadanos.

La finalidad del estado es la búsqueda del bien común, es decir el bienestar de todos los ciudadanos, de modo tal que se promueva el pleno desarrollo material y espiritual de toda la comunidad. Para que  se pueda hacer realidad un proyecto de esta magnitud, los estados modernos establecen un acuerdo social, donde el estado se compromete a velar por el bienestar de todos los miembros de la comunidad, mediante el diseño y ejecución de políticas sociales y económicas.

Los planteamientos oficiales han justificado, frecuentemente, la extensión del control gubernamental sobre las poblaciones más desposeídas, como un esfuerzo para proporcionarles la paz, la salud, el bienestar y un desarrollo humano adecuado.

Sin embargo, aunque no  se citen nunca intereses económicos, no hay ninguna duda de que la extensión del control gubernamental ha estado relacionada directamente con la protección y el desarrollo del lucro económico de los sectores más privilegiados del país. Paradójicamente, los resultados son contrarios a lo que pretenden las justificaciones oficiales: violencia, asesinatos, explotación, fraude, hambre y miseria como consecuencia de la expansión de la economía monetaria, del progreso tecnológico y la industrialización, dejando a un lado los programas de políticas públicas a favor de los más pobre. Los miembros de la comunidad, por su parte se comprometen a ejercer sus obligaciones relacionadas con el cumplimiento de la ley y el pago de impuestos.

Para tales fines es de gran interés elaborar un plan estratégico de desarrollo sostenible para la ciudad de Santo Domingo, para un período de 10 años (2010-2020), planteando la creación y sostenimiento de ventajas competitivas respecto a otras urbes, en torno a un modelo de ciudad deseado, y relacionarlo con la estrategia  general de Desarrollo Nacional, para que pueda ser un instrumento para el desarrollo sostenible no de una ciudad o región, sino de todo el país.  

La investigación cumple con los objetivos trazados porque describe desde una óptica puramente progresista el estado actual de las ciudades modernas, su complejidad, la insostenibilidad global y la gestión científica de modernización. El análisis del Régimen Provincial Dominicano, las políticas públicas para el desarrollo, modernización del estado, generación de empleos, riquezas y bienestar social.

El marketing de la ciudad es fundamental para crear una imagen positiva de la ciudad de Santo Domingo resaltando sus valores y atributos más favorables, apoyada en productos y servicios dirigidos a satisfacer a distintos públicos internos y externos. Ha sido planteado como gestión científica para la modernización del gran Santo Domingo, es decir, el Distrito Nacional y la provincia de Santo Domingo, para “vender la ciudad” a través de la comunicación, publicidad y promoción.

La verdadera esencia de la planificación estratégica radica en la definición de un modelo de urbe ideal y deseado por los ciudadanos y por los diferentes agentes que intervienen en la gestión urbana, quienes participan de forma activa y se comprometan en la acción para conseguir el desarrollo de un proyecto de ciudad.

Elaborar un plan estratégico de desarrollo sostenible para la cuidad del gran Santo Domingo, tomando como eje principal la compatibilidad del desarrollo económico versus el bienestar social y el desarrollo humano de los habitantes de esta urbe, garantizándole una estabilidad emocional, espiritual, paz y seguridad social desde “la cuna hasta la tumba”. Así, como el análisis de las ventajas y desventajas del plan, para identificar las amenazas y las oportunidades que pueden incidir en la ciudad, siendo esto fundamental, junto con el reconocimiento de sus debilidades y fortalezas, para la determinación de una dirección y gestión estratégica adecuada.

OBJETIVO GENERAL

Elaborar un Plan Estratégico de desarrollo sostenible para la ciudad de Santo Domingo, República Dominicana, 2010-2020.

OBJETIVOS ESPECÍFICOS

1. Describir las complejidades de las ciudades actuales que avanzaran hacia la modernidad.

2. Analizar la estructura Político-Administrativa del Régimen Provincial Dominicano.

3. Revisar la implementación de las Políticas Públicas para el desarrollo en la República Dominicana.

4. Organizar un programa de gestión científica para la modernización del Gran Santo Domingo.

5. Elaborar un Plan de Desarrollo Sostenible para la ciudad de Santo Domingo, tomando como base la competitividad del desarrollo económico versus el bienestar social y el desarrollo humano.

Aspectos metodológicos
TIPO DE INVESTIGACIÓN

El análisis de esta temática estará fundamentado en paradigmas descriptivos, porque en ella se tratara principalmente de medir aquellos aspectos de la realidad capitalina por sí mismo y resolver determinados problemas que aquejan a la ciudad de Santo Domingo, con la aplicación práctica de alternativas para su solución, creando un plan estratégico de desarrollo sostenible para dicha ciudad. 

UNIVERSO

La población o universo de estudio estará integrada por el Análisis de todos los Planes de Desarrollo Sostenible Latinoamericanos, de España y la República Dominicana, así como por los aportes obtenidos a través de consultas, que con ese mismo interés vienen desarrollando las grandes ciudades modernas del mundo.     

MUESTRA

La investigación se concentra básicamente en el análisis y en las observaciones de la realidad de la ciudad de Santo Domingo, considerándose desde el punto de vista del estudio institucional y democrático para elaborar un plan estratégico de desarrollo y descubrir los factores que deben incluirse para resolver los problemas que afectan el bienestar social de sus ciudadanos.   

METODOS

El modelo es práctico y la técnica a utilizar es el método deductivo y estructural, con una muestra por conveniencia de tipo jurídico, ya que se realizaran estudios preliminares del problema y de tipo jurídico exploratorio, porque se identificaran similitudes con algunos planes estratégicos de desarrollo sostenible Latinoamericanos y del mundo.

TÉCNICAS

Para desarrollar un mejor trabajo de investigación, y, por tratarse de un estudio con marcado carácter bibliográfico, se hará uso de dos técnicas: Fichas de resúmenes, síntesis y análisis de cédulas de información. Además de la técnica de Búsqueda Bibliográfica (libros, revistas e Internet y entrevistas a expertos en el área municipal). 

LA FUENTE DE INVESTIGACIÓN DE DATOS

Primarias: El estudio responde a la obtención de datos bibliográficos acerca de los planes estratégicos de desarrollo. Se consignan datos cuantitativos por tabulación de encuestas realizadas para la ejecución de dicho plan.

Secundarias: Estarán compuestas por las informaciones accesorias que fundamentan el manejo teórico del tema, con utilización preferente de libros, Revistas, Internet, Organismos e Instituciones.

MEDIOS Y FUENTES

Para hacer posible la realización de esta investigación se ha querido proponer la recopilación de libros, revistas y periódicos que tienen que ver con la materia, así mismo una compilación de las leyes, normas, resoluciones, reglamentos y disposiciones que se encuentran en los Ayuntamientos de la ciudad de Santo Domingo y documentos afines, mediante visitas a bibliotecas.

ANÁLISIS Y PRESENTACIÓN DE DATOS

Estos serán expuestos de manera literal, y si es necesario en cuadros y gráficos estadísticos. Los datos obtenidos se procesaran a fines de generar resultados, ordenando los datos, que a su vez serán analizados.

Revisión de literatura
En vista de la poca existencia de material bibliográfico, revistas, periódicos, etc. sobre la temática, por su novedad, a través del internet, se ha contactado diferentes tópicos de análisis del tema tratado. Dicha literatura se organizara de la manera siguiente: 

a) Obtención de la información documental.

b) Ordenación de los datos a partir del diseño de las variables 

c) Procedimientos analíticos de la información 

d) Cotejo de la información de las entrevistas y su tabulación 

e) Presentación de los resultados.

Justificación del tema
En la identificación de las necesidades ciudadanas, captación de inversionistas y turistas se apoya el citymarketing, que se plantea como objetivo el difundir un “modelo de ciudad”. En este sentido, es necesario aplicar una estrategia de ciudad que se plantee necesariamente, por una parte, la información sobre su realidad actual, para tener bases y argumentos en los que apoyar el proceso de toma de decisiones de los distintos agentes ciudadanos (sociales, económicos y políticos); y, por otra parte, el conocimiento de las características del modelo urbano que desea la propia ciudadanía. 

El marketing de ciudades es fundamental para crear la imagen de una ciudad, apoyada en unos productos y servicios dirigidos a satisfacer a sus distintos públicos internos y externos. Además, también permite “vender la ciudad” utilizando instrumentos de comunicación, publicidad y promoción. La verdadera esencia de la planificación estratégica radica en la definición de un modelo de urbe ideal y deseada por los ciudadanos y por los diferentes agentes que intervienen en la gestión urbana, quienes participan de forma activa y se comprometen en la acción para conseguir el desarrollo de un proyecto de ciudad. 

El análisis del entorno va a permitir la identificación de las amenazas y las oportunidades que pueden incidir en la ciudad, siendo esto fundamental, junto con el reconocimiento de sus debilidades y fortalezas, para la determinación de una dirección y gestión estratégica por parte de sus diferentes agentes urbanos, que se plantean la creación y sostenimiento de ventajas competitivas respecto a otras urbes, en torno a un modelo de ciudad deseado, en el que es fundamental el citymarketing para su conocimiento y difusión. 

El Plan Estratégico de Santo Domingo debe relacionarse con la estrategia general de desarrollo nacional, es decir, analizarse y presentarse de forma tal que pueda  ser un instrumento para el desarrollo sostenible no de una ciudad o región sino de todo el país, en caso de que sus objetivos relacionados con el marketing de ciudades sean positivos.

La nueva gestión pública es una respuesta a la necesidad de adaptación de la administración pública al entorno socioeconómico reciente, puesto que el modelo tradicional de gestión pública no responde a los cambios que se van produciendo en distintos países.

Esta nueva forma de gestión origina un cambio de orientación yd e cultura dentro de la organización, dirigida hacia el ciudadano como cliente y está basada principalmente en el ahorro y reducción de costos, en la evolución de las tecnologías y en la mejora de la cantidad y calidad de los servicios públicos.

Las ciudades modernas se plantean acceso a niveles superiores de vida, abandonando, propuestas fracasadas como la industrialización de los años 60 y el consenso Washington de los años 90, proponiendo como una alternativa viable el Desarrollo Sostenible como crecimiento económico.

Planteamiento del problema
El sistema político dominicano se basa en provincias, una clara formulación sistémica de naturaleza “celular”, para ahorrar descripciones. Las provincias son unidades político-administrativas “completas”, supeditadas al gobierno central, pero dotadas de régimen legal propio. Cuentan con  presencia de todas las instituciones judiciales, militares, policiales y, en sentido general, gubernamentales. Pero, extrañamente, la única institución no descentralizada es la administración pública: en todas las provincias existe una “seccional” de algún colegio profesional; en todas existen delegaciones militares, policiales y judiciales con carácter ejecutivo e independencia relativa… pero no existe ninguna instancia de detección de recursos organizada legalmente, con vocación para proponer al “Gobierno Central” un plan tentativo de desarrollo. Dado que es el “favor” político en la asignación de recursos lo que beneficiará a una provincia sobre otra, se sostiene que, en la práctica, es ese sistema quien sustenta, y no en el Artículo 55 de la Constitución, el control local por parte del liderazgo político nacional encarnado en el Poder Ejecutivo.

De otro lado, las ciudades han sido siempre importantes, particularmente cuando en ellas residía el poder político. A medida que el carácter rural de la sociedad del siglo XIX y principios del XX dejaba paso a ciudades cada vez más populosas y complejas –hasta el punto de que en la actualidad hay en todo el mundo varias ciudades con veinte millones o más de habitantes– se hizo notoria la necesidad de planificar la vida dentro de las urbes. La gestión de las ciudades (es decir, la ejecución de planes diseñados específicamente para viabilizar la vida urbana) está muy condicionada por los importantes cambios  manifiestos en su seno. Ya no se pueden dirigir ciudades del siglo XXI, con estructuras del siglo XX. 

En las urbes o ciudades todo cambia, y lo hace a gran velocidad, de forma compleja, imprevisible y continua. La importancia y aceleración de los cambios que se están produciendo han ido creando un ambiente de incertidumbre e inestabilidad, un estado de desconcierto y confusión; desarrollándose la sensación de que aumentan los riesgos, las contradicciones,  los retos y los desafíos para las ciudades, en los ámbitos medioambiental, económico, social y  político. 

El análisis del entorno es básico para la adopción de una estrategia urbana  correcta, en la que van a jugar un papel trascendental la planificación y el  “citymarketing” o “marketing de ciudades”. A partir de la información en relación con la ciudad, los agentes (autoridades) que intervienen en la misma deben desarrollar su capacidad de adoptar decisiones, definiendo objetivos, estrategias y planes de actuación, con la finalidad principal de conseguir un modelo urbano deseado por la ciudadanía  para vivir y trabajar, para mejorar su calidad de vida. 

La ciudad de Santo Domingo, República Dominicana, es un ejemplo de ciudad en crecimiento constante, que enfrenta retos decisivos para su sobrevivencia. Ubicada en un valle intramontano y agrícola de altísima fertilidad, la ciudad ha crecido invadiendo el entorno, al punto de que las tierras de cultivo retroceden con rapidez inusitada, dando paso a una industrialización positiva pero sin la debida gestión de control.

Aquí interviene el “Plan Estratégico de la Ciudad de Santo Domingo”, resultado de la integración de los esfuerzos de los sectores público y privado para proponer un escenario futuro de la ciudad, que contempla acciones y proyectos conducentes a mejorar la habitabilidad y competitividad económica de la ciudad. Como instrumento de desarrollo, el Plan Estratégico de Santo Domingo (en lo adelante, PESD) busca la canalización de un proceso caracterizado por la comunicación, participación y el consenso de los habitantes. 

Es un plan complejo, integrado por varios “subplanes” o “proyectos” que a su vez tienen el potencial de crear un impacto directo en una población, que ya sobrepasa los tres millones de habitantes, así como un impacto indirecto en toda la Capital y el País.
El Plan se ha planteado en el Ayuntamiento de Santo Domingo de manera muy somera, pero ahora se han planteado un análisis serio y que deberá iniciarse cuando se instale definitivamente la Oficina de Coordinación, que se formalice la iniciativa. El proceso de elaboración del Plan Estratégico de Santo Domingo culminara con la publicación del Libro Plan Estratégico de Desarrollo Sostenible de Santo Domingo, 2010-2020 (PESD). Dicha edición recoge la metodología de elaboración del Plan, un análisis FODA de Santo Domingo, mapas y cuadros con estadísticas de la ciudad, la visión y las líneas estratégicas de desarrollo con sus programas y proyectos. 

El problema, en consecuencia, se basa en encontrar un sistema de descentralización de las políticas públicas para el desarrollo, capaz de aprovechar las estructuras existentes (provincias), creando organismos capaces de generar y de aplicar políticas públicas para el desarrollo, previo diagnóstico provincial.

CAPITULO I

Las ciudades actuales: complejidad
1.1  DESCRIPCION
1.2  CONCEPTUALIZACION
1.2.1 Surgimiento de las Ciudades

1.2.2 Clasificación de las Ciudades

1.3  LAS CIUDADES MODERNAS

1.3.1 Crecimiento Demográfico

1.3.2 Crecimiento Económico

1.3.3 Desarrollo Humano

1.4   LA INSOSTENIBILIDAD GLOBAL

1.5   GESTION CIENTIFICA DE MODERNIZACION

1.1 DESCRIPCION
 Se analiza el surgimiento de las ciudades, su clasificación y el crecimiento demográfico y económico, así como el desarrollo humano y bienestar social de las ciudades modernas, actuales y su complejidad.

 1.2 CONCEPTUALIZACION
Una ciudad es un núcleo habitado, de densidad elevada, formado por una concentración más o menos amplia de edificios de todo tipo. Su separación del entorno rural siempre es clara, aunque su estructura, apariencia y funciones pueden variar mucho según el lugar o el momento histórico
. 

Hasta los tiempos modernos, la extensión de la ciudad estaba definida por el perímetro amurallado, que condicionaba su crecimiento exactamente igual que los anillos del tronco de un árbol. La muralla posiblemente tenía un papel definitorio en la transformación de la aldea en ciudad; cuando estaba construida con materiales pesados y duraderos, rodeada por un foso, ofrecía a la ciudad una protección que una pequeña aldea no podía permitirse. 

No sólo proporcionaba una defensa militar, sino que la ciudad podía mantener una guarnición permanente que hiciera frente a importantes ejércitos agresores. Es por eso que el significado primigenio de `ciudad' se refiere a un recinto fortificado o amurallado. Las aldeas que, situadas en lugares fácilmente defendibles, ofrecían refugio frente a los depredadores de todo tipo, terminaban acogiendo a familias procedentes de zonas más expuestas, por lo que se producía un crecimiento y una diversificación de la población. De esta forma, la ciudadela del templo aumentaba su población incluso cuando ya había pasado el peligro, reteniendo a parte de los que habían buscado refugio, y transformándose así en una ciudad. En Grecia, la ciudad hace su aparición histórica a través de una reagrupación de poblaciones rurales en el interior de un recinto amurallado.
1.2.1 SURGIMIENTO DE LAS CIUDADES
En materia de historia de las ciudades (o del proceso de urbanización, como se prefiera) apenas se ha realizado una pequeña parte del trabajo preliminar. De hecho, la literatura en torno al tema de la ciudad era prácticamente inexistente hasta hace medio siglo; incluso en la actualidad los ecologistas de la ciudad, enredados durante largo tiempo en el estudio de facetas limitadas y desfasadas del urbanismo, apenas han delimitado el campo de estudio. Partiendo de esta situación, el propósito de este escrito consiste en aprovechar dichos estudios con el fin de concretar nuevas dudas y cuestiones y, en la medida de lo posible, indicar los campos que se prestan a futuras investigaciones.

Tanto si se estudia la ciudad desde un punto de vista morfológico como funcional, no se puede comprender su desarrollo sin tomar en consideración su relación con formas más primitivas de cohabitación, retrocediendo incluso hasta las sociedades animales. Aparte de las obvias analogías con hormigueros y panales de abejas, debe tenerse también en cuenta la naturaleza de los asentamientos estacionales en lugares protegidos, como las zonas de cría de numerosas especies de aves. 

Tras la primera explosión demográfica ocurrida en la antigua Mesopotamia, las relaciones simbióticas mantenidas originalmente entre la aldea y su entorno no se vieron apenas alteradas. La ciudad' en sus primeras manifestaciones, era un recinto definido por una muralla de ladrillo y un foso, dentro del cual sus habitantes encontraron por primera vez un mundo de su propiedad, relativamente seguro frente a la presión inmediata de la naturaleza salvaje del exterior. Se alzaba en medio de un paisaje artificial de huertas, campos cultivados y pastos, que se había establecido sobre zonas pantanosas y desérticas gracias a los diques y los sistemas de irrigación construidos por las generaciones precedentes

A pesar de que dichas ciudades representaban una nueva magnitud en los asentamientos humanos, las poblaciones de Lagash, Umma y Khafaje pueden ser estimadas con cierta seguridad en torno a los 19.000, 16.000 y 12.000 habitantes respectivamente, a lo largo del tercer milenio.
 Las ciudades descritas en la Biblia, y confirmadas por las excavaciones modernas, tenían una extensión de hasta nueve hectáreas, con terrenos reservados exclusivamente a los pastos que suponían una superficie de 120 hectáreas.
 
Más de cuatro mil años después, en una época tan tardía como el siglo XVI, el tamaño característico de una ciudad europea se situaba entre los 2.000 y los 20.000 habitantes; sólo a partir del siglo XVII comenzaron a multiplicarse las ciudades de más de 100.000 habitantes..
 
Tanto las ciudades orientales de la antigüedad como las europeas medievales reservaban suelo dentro del recinto amurallado para huertas y establos de ganado que garantizarían el alimento en caso de guerra: un plano dibujado en 1895 por Arthur Schneider
 muestra que la extensión ocupada por Babilonia cubría una área lo bastante grande como para contener Roma, Tarento, Siracusa, Atenas, Éfeso, Tebas, Jerusalén, Cartago, Esparta, Alejandría y Tiro, todas juntas y con casi el mismo espacio libre entre ellas como el que ocupaban. Incluso en tiempos de Herodoto, Babilonia tenía el aspecto de una aldea hiperdesarrollada.

Pero la norma general no era esa, sino que 

… la concentración de los campos de cultivo alrededor de pequeñas comunidades de vecinos, sin el suficiente excedente de alimentos, lo que estableció un equilibrio natural entre los asentamientos y el territorio.
 
A pesar de que los asentamientos urbanos permanentes apenas se remontan a los tiempos neolíticos (hasta diez mil años antes de Cristo), el hábito de recurrir a cuevas para el desarrollo de ceremonias colectivas de carácter mágico parece retrotraerse a períodos más antiguos. De hecho, 

… han llegado hasta nuestros tiempos comunidades enteras que viven en cuevas o viviendas excavadas en la roca. Los rasgos esenciales de lo urbano ya se pueden encontrar tanto en la forma externa como en el modelo interno de estos primitivos asentamientos. Al margen de cual fuera el impulso original, la tendencia a la cohabitación formal y a la residencia estable dio lugar a una forma ancestral de ciudad: la aldea, un instrumento colectivo resultado de la nueva economía agraria. 

Aunque carecía de la complejidad y la extensión de la ciudad, la aldea exhibía ya sus principales características: un perímetro definido, ya fuera por una empalizada o por un montículo de tierra, separándola de los campos circundantes; viviendas/refugios permanentes; almacenes y vasijas donde guardar los bienes, así como vertederos y cementerios, símbolos silenciosos del paso del tiempo y de las energías gastadas. 

La aparición de la ciudad a partir de la aldea fue posible gracias a las mejoras en la agricultura y en la conservación de los alimentos introducidas por la cultura neolítica; en particular, el cultivo de cereales que podían ser producidos en abundancia y almacenados sin merma de un año para otro. 
Esta nueva forma de producir el alimento no sólo permitía cierta seguridad frente a los años de escasez, como se recordará en la historia bíblica de José en Egipto, sino que, por otro lado, permitía alimentar a un mayor número de población que no se dedicaba directamente a tareas relacionadas con la producción de alimento. 

Desde el punto de vista del alimento básico de su dieta, se puede hablar de ciudades del trigo, ciudades del centeno, ciudades del arroz y ciudades del maíz, para caracterizar la fuente principal de energía; y hay que recordar que ninguna otra fuente de energía fue tan importante hasta la explotación de las vetas de carbón de Sajonia e Inglaterra. 

Con el excedente de mano de obra disponible tras dejar atrás una economía de subsistencia, un gran número de personas pudo dejar el trabajo agrícola o ganadero y dedicarse a otras tareas: la administración, la artesanía, el arte de la guerra, el pensamiento sistemático y la religión. De esta forma, la población que había vivido dispersa en aldeas de entre diez y cincuenta casas,
 se concentró en “ciudades” con una regulación y un funcionamiento que correspondían a un proyecto diferente. 

Estas primeras ciudades heredaron muchas de las características de las aldeas originales en cuanto que, en esencia, seguían siendo ciudades agrícolas: la principal fuente de suministro alimentario estaba en los campos circundantes; así, hasta que los medios de transporte no mejoraron considerablemente y los sistemas de gestión centralizada no se desarrollaron, no pudieron crecer más allá de los límites que marcaban sus suministros de agua y sus recursos alimenticios locales.

Esta temprana asociación del crecimiento de las ciudades con la producción de alimento ha gobernado la relación de la ciudad con su entorno durante mucho más tiempo del que muchos estudiosos actuales reconocen. 

A pesar de los cereales transportados desde largas distancias (incluso algunos complementos alimenticios especiales como la sal habían empezado a circular bastante antes), las ciudades como Roma, que se abastecía de los graneros del norte de África y de Oriente Próximo fueron excepcionales hasta el siglo XIX. Incluso hace apenas cincuenta años, gran parte de las frutas y verduras consumidas en Nueva York y París provenían de huertas situadas en las proximidades, a veces en suelos muy enriquecidos, si no completamente manufacturados a partir de los residuos urbanos.
 

Esto significa que uno de los principales determinantes de las urbanizaciones de gran escala ha sido la proximidad a suelos agrícolas muy fértiles, tal como precisamente ha ocurrido con la ciudad de Santiago de los Caballeros. Paradójicamente, el crecimiento de la mayoría de las ciudades se ha realizado a costa de estos terrenos cultivados --en ocasiones, edificando sobre los suelos aluviales de mayor riqueza para la agricultura-- que en un principio hicieron posible la misma existencia de la ciudad. 

El crecimiento de las ciudades a lo largo de las riberas de los ríos o cerca de puertos accesibles se ha producido no sólo por la necesidad de un medio de transporte, sino por la necesidad de complementar hídricos los recursos agrícolas. 

Uno de los datos más significativos respecto al fenómeno urbano es que, aunque la población urbana del planeta ascendía en 1930 a 415 millones de personas, es decir, una quinta parte del total, las cuatro quintas partes restantes de la población mundial vivían en condiciones muy parecidas a las de la antigüedad.
 
En países tan densamente poblados como India, y en una fecha tan tardía como 1939, menos del diez por ciento de la población vivía en zonas urbanas.
 Estas condiciones incluyen el uso de fuentes orgánicas de energía, vegetales y animales, la utilización de recursos hídricos locales, el cultivo de todo el suelo disponible en una distancia que se pueda recorrer a pie desde la ciudad, el empleo de estiércol de procedencia animal y humana como fertilizante, una baja concentración de residuos inorgánicos, tales como vidrio y metales y una práctica ausencia de contaminación atmosférica. 

En algunas partes del mundo, los asentamientos agrícolas, lejos de invadir suelo cultivable, ocupan colinas estériles de poco aprovechamiento agrícola; la distribución urbana de cualquier ciudad italiana es un reflejo, apenas más regular, del sustrato pétreo sobre el que se asienta. 

El principal punto débil de este tipo de asentamientos, visible especialmente en las zonas del mundo cultivadas durante más tiempo como España, Grecia y China es el deseo del campesino de cultivar sobre el suelo ocupado por la cubierta forestal; de esta forma se produce una sobreexplotación que provoca la erosión del suelo y el desequilibrio en las poblaciones de plantas, insectos y aves. Pero, en la misma medida en que la economía de los primeros asentamientos se encontraba regida por el calendario astronómico construido en el templo de la ciudad para conocer el momento de la siembra, el desarrollo actual del conocimiento sobre el medio ambiente, que ha facilitado una mayor concienciación sobre la necesidad de preservar los bosques en países altamente urbanizados, puede con el tiempo contrarrestar los efectos, de otra forma destructivos, de las primeras etapas de la urbanización del territorio.

La diferencia principal entre la aldea y la ciudad no es, sin embargo, el simple resultado de una mejor localización o del hecho de que esta ventaja geográfica permita la obtención de recursos, alimentos y población de una área más extensa o el acceso a un mercado mayor para exportar los productos propios, aunque ambos son elementos que favorecen el crecimiento demográfico y la expansión económica. 

Principalmente, son dos factores los que distinguen a una ciudad de una aldea: el primero es la presencia de un núcleo social organizado, en torno al cual se distribuye el conjunto de la estructura de la comunidad. 

Desde el punto de vista de las relaciones de la ciudad con su entorno natural, el aspecto más importante a señalar es que, en este núcleo social, tienen lugar las mayores variaciones en el estilo de vida y en la estructura física de la ciudad respecto de la aldea: las construcciones principales (como los primeros templos) se construyen con materiales permanentes, con sólidos muros de piedra, a menudo adornados con piedras preciosas y cubiertos con valiosas maderas obtenidas de canteras y bosques distantes. Mientras tanto, la mayoría de las viviendas seguían siendo de tierra y caña o de zarzos y barro. 

Por otra parte, aunque se pavimentase el área del templo, el resto de las calles y callejones de la ciudad se mantenía sin ningún tipo de pavimentación. En una época tan avanzada como la de la Roma Imperial, el pavimento se introdujo en un principio sólo en una parte de la ciudad, mientras el resto de las grandes arterias de tránsito se convertían en verdaderos barrizales cada vez que llovía. Otra tendencia distingue la ciudad de la aldea: es la pérdida de los vínculos que unen a sus habitantes con la naturaleza y la transformación, eliminación o sustitución de los elementos condicionados por el entorno natural.

En fin, entre aldea y ciudad existe una transformación constante de las estructuras frágiles y temporales a los edificios duraderos y resistentes frente a los fenómenos naturales.

Durante la segunda mitad del siglo XVII y la primera mitad del siglo XVIII, Londres, París y algunas otras ciudades europeas, a la vez que crecieron en complejidad de funcionamiento a raíz del cada vez mayor desarrollo industrial y comercial, también comenzaron a albergar diferentes lugares destinados a una cada vez más numerosa “clase media” urbanizada, con disponibilidad de suficientes ingresos y tiempo libre para practicar el ocio y el consumo recreativo. 

Durante este periodo comenzaron a proliferar en estas ciudades las casas de té, los cafés, bares, lugares de juego, comercios de diferentes rubros, sitios para la cultura y también los espacios al aire libre para el paseo y la recreación, tanto de los fines de semana, como de los ratos libres diarios.

Se puede citar a la vida urbana de París y a las reformas impulsadas en esa ciudad por Bonaparte como el paradigma de la urbanidad de la ciudad moderna del siglo XIX.
 Sus reformas se basaron principalmente en la apertura de anchos y extensos bulevares (avenidas) que abrieron la antigua ciudad medieval al paseo del público, al tráfico acelerado de carruajes y trenes y a la proliferación de comercios, cafés, bares y teatros en el centro de la ciudad. 

Estas obras, más la construcción de grandes palacios destinados a la cultura, parques, mercados, alumbrado y muchas otras de infraestructura, dotaron a París de una nueva capacidad para soportar y promover el incipiente desarrollo comercial e industrial del momento, y también, una vida social bulliciosa y rica en diversidad social basada en al espacio público como el principal elemento estructurante. 

Este modelo urbano se convirtió rápidamente en un ejemplo y se irradió hacia diferentes partes del mundo como el paradigma de la nueva forma en vida en las ciudades modernas.

Si bien aquella forma de vida urbana se basó, principalmente, en el ocio y el consumo recreativo de una amplia clase social intermedia compuesta por la burguesía comercial e industrial, creadora del desarrollo capitalista, al estar estructurada sobre un espacio urbano abierto y sin restricciones al uso de la totalidad de los habitantes urbanos, integró, también, tanto a los restringidos círculos de la nobleza, como al proletariado industrial, e incluso a los pobres y excluidos recién llegados del campo, hacinados en torno a las fábricas y periferias urbanas.

De modo que todo el proceso derivó en la integración urbana de individuos, grupos y clases sociales muy diferentes que dotaron de un gran dinamismo urbano y diversidad social a la ciudad, que se expresaban de una manera muy directa y en una dimensión muy humana, tanto, a través de formas organizadas y colectivas, como las fiestas populares, los desfiles militares, e, incluso, con los conflictos políticos emergentes de las nuevas contradicciones sociales, como, a través de los más pequeños y triviales momentos de vida la cotidiana, como los variados encuentros de carácter programados o espontáneos entre trabajadores, comerciantes, paseantes, viandantes, e incluso, de mendigos y errantes urbanos. 

1.2.2 CLASIFICACIÓN DE LAS CIUDADES
La clasificación de las ciudades varía según el criterio que se emplee, aunque el más utilizado es el sistema de funciones. Según este modelo, las ciudades se definen por su utilización principal (que puede, no obstante, ser compatible con otros usos): 

· Ciudades-dormitorio o áreas residenciales. 

· Ciudades industriales. 

· Ciudades portuarias. 

· Ciudades comerciales. 

· Ciudades administrativas (concentran organismos e instituciones oficiales). 

· Ciudades universitarias. 

· Ciudades turísticas. 

· Ciudades defensivas o plazas fuertes (de gran importancia estratégica en el pasado, hoy prácticamente no existen).

La instalación del hombre en las ciudades marca el desarrollo de la historia. Este proceso, sin embargo, no ha sido en absoluto regular y presenta una serie de altibajos y variaciones importantes a lo largo de la historia: 

Las primeras ciudades aparecieron en valles fluviales, junto a las tierras más fértiles, y en regiones costeras favorables a la navegación. La disponibilidad de alimentos y el desarrollo de la artesanía y el comercio hicieron que algunas de estas urbes antiguas albergaran un gran número de habitantes. 

Las ciudades medievales eran pequeñas en tamaño, eminentemente artesanales y defensivas, y con un escaso grado de desarrollo. Desde 1492, los descubrimientos geográficos propiciaron un nuevo despegue del comercio y la artesanía, los cuales intensificaron en cierta medida la actividad urbana. 

La Revolución Industrial determinó el resurgir de las ciudades. La oferta de trabajo, unida al hundimiento del sistema feudal que había reinado durante toda la Edad Media y que mantenía a la población en el campo, favoreció la emigración rural a las ciudades y el consiguiente crecimiento de éstas. 

Las ciudades modernas son macrourbes de enorme tamaño que concentran la mayor parte de la población y la producción económica en detrimento del campo. De hecho, una medida clásica del desarrollo de un país radica en la proporción entre población urbana y rural, siendo los estados más pobres los que presentan un número más elevado de habitantes en las zonas agrícolas.
1.3 LAS CIUDADES MODERNAS
Según estudios de la Comisión Económica para América Latina (CEPAL)  y el Caribe de la ONU para el año 2025 el 63% de la población mundial vivirá en las ciudades. Actualmente el crecimiento de las ciudades en Latinoamérica, Asia y muchas otras partes del mundo sobrepasa sobradamente estos porcentajes.

A partir de los años noventa, y como producto de una combinación inédita de factores socioeconómicos, las modalidades de gestión urbana experimentaron transformaciones que significaron un salto cualitativo, en el desarrollo de las ciudades.  De acuerdo a estas reformas estructurales surgidas en las formas de gestión de las ciudades en los últimos años, se denota que las estrategias de intervención del estado han cambiado radicalmente. Las exigencias actuales en materia de gobernabilidad, competitividad y calidad de vida, forman parte principal de la agenda pública y requieren nuevas concepciones y nuevas herramientas para hacer frente a los desafíos que impone la situación actual.

La gran influencia que ejercen las llamadas ciudades metrópolis, sobre aquellas que presentan un menor desarrollo, caracteriza este nuevo escenario, imponiéndoles sus esquemas. De esta forma traen como consecuencia la pérdida de características tan inherentes como su propia identidad, tradiciones, cultura etc., convirtiéndose en ciudades estándares, con una similitud que no favorece para nada la creación de preferencias entre los diferentes públicos (residentes, visitantes o turistas).
La implantación de formas y conceptos que no se ajustan a las necesidades ni realidades propias de cada ciudad logran desalentar las posibilidades de diferenciación de cada territorio. De manera que la simple reproducción de una misma estrategia en diferentes ciudades no hace más que volverlas cada vez más susceptibles al caos.

De acuerdo al marco descrito y más allá de los distintos factores que explican estos procesos, identificamos que en los gobiernos municipales debería existir una fuerte necesidad de buscar caminos alternativos a los modelos tradicionales de gestión pública. Dentro de la nueva modalidad de gestión que debieron enfrentar las administraciones locales en los años 90, surgió el replanteo de la planificación como una instancia necesaria para la resolución, evaluación y prospección de diferentes complejidades dentro de la búsqueda de mayores niveles de eficiencia. 

La planificación estratégica del desarrollo supone una definición consciente de la orientación y destino que dará una comunidad a sus recursos y activos existentes (recursos naturales, actividad industrial, industria turística, capital humano, etc.), y de las modalidades de exploración y explotación de sus recursos y activos potenciales. 

Cuando hacemos referencia a la comunidad, entendemos por ello al colectivo de representantes de los diversos sectores y actores socio-económicos que la integran, incluido el Estado. En un proceso de sucesivas iteraciones, la comunidad acuerda una orientación del desarrollo, decidiendo cómo se asignarán los recursos, y como se financiará su explotación.

El proceso en su conjunto constituye un verdadero aprendizaje social sobre las fortalezas y debilidades de la comunidad territorialmente constituida.

La elaboración de un Plan Estratégico, que busque promover el desarrollo local, plantea así un doble desafío. Por un lado, que la cultura del cambio antedicha sea democrática y participativamente asumida por la sociedad; y, por otro, que el accionar del gobierno local posea la ductilidad para acompañar los esfuerzos que la comunidad realiza para hacer sustentable la mejora de su calidad de vida. De esta forma el Plan Estratégico es un instrumento de gestión; Su objetivo es servir de herramienta para transformar la realidad a partir de establecer estrategias para promover el desarrollo. Por lo tanto el Planeamiento Estratégico representa un proyecto colectivo y global de la ciudad y la gestión, con objetivos intersectoriales dirigidos al desarrollo y capaz de convertirse en un "espacio" de acuerdos y participación de la sociedad
.

La puesta en marcha de un Plan Estratégico de Desarrollo supone contar con algunas condiciones mínimas previas:

• Decisión política del municipio que implica sumar a la gestión cotidiana la visión estratégica del desarrollo. 

• Voluntad de liderazgo por parte del municipio y de las instituciones locales de mayor "peso" social. 

• Actitud de diálogo y voluntad de consenso de la sociedad local.

El liderazgo del estado municipal en el proceso de planificación/gestión es ineludible para garantizar la equidad y la complementariedad de las políticas que se definan en el marco del plan. Pero entendiendo que promover y liderar un proceso de planificación y gestión participativa no significa asumirse como el "propietario" del mismo. La construcción de acuerdos que desencadenen en proyectos y acciones de desarrollo local depende en gran medida de la capacidad de negociación que tengan los actores y de la creación de ámbitos de confianza mutua. Estos ámbitos de confianza se construyen y se recrean en el tiempo a partir del respeto cuidadoso que los actores, y entre ellos especialmente el Gobierno Municipal. Así, el Plan Estratégico se convierte en un plan "de" gobierno y no en un plan "del" gobierno de la ciudad. Gobernar el territorio implicando a los diferentes actores supone construir un proceso de "aprendizaje social" y de decisiones tomadas por consenso no exento, en las experiencias argentinas, de avances y retrocesos.

1.3.1 CRECIMIENTO DEMOGRÁFICO
La ciudad de Santo Domingo marcha rápidamente hacia los tres millones de habitantes y se convierte ante nuestros ojos en una metrópoli semejante a las grandes capitales latinoamericanas.

Este gran crecimiento es un proceso de los últimos 50 años de este siglo. Antes de 1920 la capital era una ciudad pequeña que no lograba competir en servicios e industrias con Santiago y Puerto Plata. Estas dos ciudades eran más pequeñas, pero más variadas, como lo muestran los censos de entonces.

La capital empezó a crecer espacialmente en los últimos años del gobierno de Ulises Heureaux. Entonces la presión demográfica sobre el número de casas existentes en la "zona intramuros" forzó al gobierno a urbanizar los terrenos públicos ubicados en la llamada Sabana del Estado, al oeste de las murallas.

Así nació la "Ciudad Nueva", el primer barrio de casas de madera construido fuera de la antigua ciudad colonial que había permanecido dentro de las murallas por casi 400 años.

Entrando ya el siglo 20, la villa de San Carlos y la ciudad de Santo Domingo empezaron a fusionarse a medida que los vecinos construían nuevas viviendas a lo largo del camino que unía ambas poblaciones.

Por ello, en 1911 las autoridades del gobierno central extinguieron el municipio de San Carlos y fundieron este poblado con la ciudad de Santo Domingo, quedando esta población convertida en un barrio de la capital.

En aquellos mismos años comenzó a desarrollarse el "barrio extra-muros" de Villa Francisca, mientras del otro lado del río, al frente del antiguo muelle colonial, estaba la barriada de Villa Duarte unida a la capital por un puente de hierro construido durante el gobierno de Heureaux.

Todos estos vecindarios "urbanos", más su entorno suburbano de Gazcue, Güibia y San Gerónimo, sumaban apenas 26,812 habitantes en 1919.

Esta era toda la población de la capital. El resto de la gente de la "Común de Santo Domingo" estaba disperso en los campos, de los cuales estaban casi enteramente despoblados pues toda la población de la zona rural apenas sumaba 12,060 personas.

Casi ningún poblador de Santo Domingo recuerda hoy que en 1919 la zona colonial tenía 2,717 viviendas y una población de 13,346 personas, en tanto que Ciudad Nueva tenía 537 casas y 2,661 habitantes
.

El barrio de San Carlos, más numeroso que Ciudad Nueva, alojaba a 4,681 personas en 962 residencias. Güibia y San Gerónimo, por su parte, tenían muy poca gente: 872 personas habitando en 162 viviendas dispersas.

El barrio popular de Villa Francisca contenía una población más numerosa compuesta por 3,793 personas, que era más de tres veces superior a la de Villa Duarte que tenía sólo 1,137 habitantes.

Como se ve, la población capitaleña era pequeña y hubiera crecido en forma relativamente lenta si no hubiera sido por la construcción de las tres carreteras principales del país a partir de 1917 (Carretera Duarte, Sánchez y Mella).

Con el tiempo, estas carreteras permitieron a la población de los pueblos y campos del interior mudarse a la capital, particularmente después que comenzó el desarrollo industrial del país a lo largo del eje espacial de Santo Domingo-Haina-San Cristóbal.

Antes de la construcción de las carreteras, y durante las dos primeras décadas del siglo, la inmigración extranjera resultó más decisiva que la inmigración rural-urbana para el crecimiento demográfico de la capital.

En 1919 había en la ciudad 916 residentes puertorriqueños, la mayoría de ellos llegados durante la ocupación militar norteamericana. También había 410 españoles, muchos de ellos catalanes.

Adicionalmente había 318 holandeses, 185 norteamericanos (aparte de las tropas de ocupación), 165 ingleses, 142 cubanos, 138 sirios, 131 franceses, 111 daneses, 90 haitianos, 65 italianos, 64 chinos, 16 palestinos y 15 alemanes.

Los demás extranjeros eran pocos: un turco, un peruano, un ruso, un suizo, un húngaro y un indostano, aparte de 8 colombianos, 7 mejicanos, 6 brasileños, 2 ecuatorianos y 2 panameños.

En total, el número de residentes extranjeros en la capital de la República en 1919 ascendía a 2,909 personas, lo que equivale a casi un 11 por ciento del total. Dicho de otra manera, una de cada nueve personas en la ciudad había llegado del extranjero.

Estos datos salen del "Censo de la Común de Santo Domingo" presentado al ayuntamiento de la Ciudad el 15 de mayo de 1919 por el entonces Director del Censo y Catastro Sr. José Ramón López.
1.3.2 CRECIMIENTO ECONÓMICO
El concepto de crecimiento económico se refiere al incremento porcentual del producto bruto interno de una economía en un período de tiempo.

El crecimiento económico es el aumento de la cantidad de trabajos que hay por metro cuadrado, la renta o el valor de bienes y servicios producidos por una economía. Habitualmente se mide en porcentaje de aumento del Producto Interno Bruto real, o PIB. El crecimiento económico así definido se ha considerado (históricamente) deseable, porque guarda una cierta relación con la cantidad de bienes materiales disponibles y por ende una cierta mejora del nivel de vida de las personas. Sin embargo, no son pocos los que comienzan a opinar que el crecimiento económico es una peligrosa arma de doble filo, ya que dado que mide el aumento en los bienes que produce una economía, por tanto también está relacionado con lo que se consume o, en otras palabras, gasta. La causa por la que según este razonamiento el crecimiento económico puede no ser realmente deseable, es que no todo lo que se gasta es renovable, como muchas materias primas o muchas reservas geológicas (carbón, petróleo, gas, etc.).

El crecimiento suele calcularse en términos reales para excluir el efecto de la inflación sobre el precio de los bienes y servicios producidos. En economía, las expresiones "crecimiento económico" o "teoría del crecimiento económico" suelen referirse al crecimiento de potencial productivo, esto es: la producción en "pleno empleo", más que al crecimiento de la demanda agregada.

En términos generales el crecimiento económico se refiere al incremento de ciertos indicadores, como la producción de bienes y servicios, el mayor consumo de energía, el ahorro, la inversión, una Balanza comercial favorable, el aumento de consumo de calorías per cápita, etc. El mejoramiento de éstos indicadores debería llevar teóricamente a un alza en los estándares de vida de la población.
1.3.3 DESARROLLO HUMANO
Amartya Sen define el desarrollo como la expansión de las libertades reales de las que dispone una persona para hacer y ser lo que valora en la vida. El desarrollo es por tanto un proceso de liberación desde una situación de privaciones. Una persona sin educación, sin salud, desnutrida y sin empleo no puede elegir ni tiene opciones en la vida.

De esta definición se desprenden tres implicaciones de las que partimos en este informe:

• La primera es que el desarrollo es una cuestión de poder, porque las libertades reales dependen del acceso a las oportunidades y en sociedades con un deficiente estado de derecho y con una gran inequidad social, como República Dominicana, el acceso a las oportunidades depende más del poder personal y de grupos y no tanto de los derechos. Aún más; para crear una sociedad con estado de derecho hay que asegurar institucionalmente que toda persona pueda ejercer su poder, solo así se asegura el ejercicio efectivo de los derechos de toda la población.

• La segunda es que el desarrollo tiene una dimensión individual y otra dimensión colectiva. Las capacidades, es decir, las habilidades y condiciones personales para poder hacer o ser lo que se desea en la vida se portan individualmente, pero se construyen socialmente. En efecto, las posibilidades de tener educación de calidad o de tener acceso a un sistema de justicia efectivo dependen de circunstancias institucionales que van más allá de las posibilidades del individuo. Pero además, las personas viven en sociedad, por lo tanto, la calidad y la forma de las relaciones interpersonales forman parte de la ecuación de bienestar de las personas.

• Una tercera implicación se asocia al hecho de que quienes se desarrollan son las personas, no las cosas ni la macroeconomía ni la modernidad. Las personas viven en una realidad y en un espacio concreto y establecen un conjunto de relaciones y vínculos de cooperación, de poder y de afectos; por lo tanto, el desarrollo también está enlazado con el lugar en dónde vive la gente.

El Informe Nacional de Desarrollo Humano (PNUD) 2008 intenta conjugar estas tres dimensiones: la dimensión del poder, la dimensión individual y colectiva de las capacidades y el ámbito local. Explora la creación y distribución de capacidades y oportunidades en el territorio. También la magnitud y forma en que éstas se convierten en empoderamiento en las provincias, la viabilidad de convertir el empoderamiento en poder y las condiciones para que el poder produzca capacidades y desarrollo humano.

 El orden social se reproduce a través de las instituciones y la cultura política, las cuales determinan una cierta forma de distribuir las capacidades y oportunidades entre las personas y el territorio. Esa forma de distribución establece una relación de poder que a través de las instituciones perpetúa el orden social y económico. El orden social que se reproduce puede ser inequitativo y excluyente o equitativo e incluyente. En el primero, el poder personal es el que determina el acceso a las oportunidades, mientras que en el segundo el orden institucional es quien lo garantiza.

Cuando hay diferencias entre la educación pública y la privada, cuando el acceso a la salud es diferenciado, cuando el acceso a la justicia y a las instituciones depende del poder personal, se reproduce el orden de inequidad. Por lo tanto, existe una relación entre capacidades, empoderamiento, poder, Estado y desarrollo humano.

Las capacidades se refieren a las libertades de las personas para tener opciones en la vida y su nivel depende del grado de realizaciones y logros individuales conseguidos, así como del marco institucional que permita el acceso a las oportunidades en calidad y cantidad suficiente. Las capacidades son individuales y colectivas. Las individuales habilitan a las personas para hacer cosas y tener logros en la vida y se refieren a tener ingresos, salud, educación o acceso a las tecnologías.

Las colectivas nos refieren a la capacidad de las personas para incidir en las decisiones que les afectan y al marco institucional necesario para garantizar el acceso a las oportunidades, así como a ciertas realizaciones que tan solo son posibles en la colectividad. 
Ambas generan empoderamiento para hacer cosas y para acceder a las oportunidades, pero, además, conceden la posibilidad de tener poder colectivamente. El empoderamiento es la capacidad de las personas de actuar individual y colectivamente.

1.4  LA INSOSTENIBILIDAD GLOBAL
Un hecho comúnmente aceptado es que los países autodenominados desarrollados, con un veinte por ciento de la población mundial, consumen un ochenta por ciento de los recursos totales del planeta. 

Si se imaginara a la humanidad dividida en dos clases homogéneas, `ricos' y `pobres', y se intentara comprender cómo se reparten cien unidades de recursos entre cien personas, se tendría que a cada uno de los veinte ricos le tocan cuatro unidades; mientras tanto los ochenta pobres se conformarán cada uno con un cuarto de unidad de recurso: la primera conclusión debería ser, pero no es, que los pobres son mejores consumidores de recursos que los ricos, pues los pobres, que a fin de cuentas hacen lo mismo (nacer, crecer, reproducirse y morir) consumen 16 veces menos recursos. 

Si en todas las ciudades del planeta se adoptara la fisiología de Nueva York u otras ciudades semejantes, las reservas de combustible no tardarían en agotarse y la atmósfera estaría altamente contaminada. En realidad, ninguna de las denominadas “ciudades globales” sirve como modelo sostenible para el conjunto de las ciudades modernas. 

Para que las ciudades se sostengan sin destruir el medio físico y biológico que las alberga, la condición necesaria es muy clara y precisa: tendrá que impedirse, incluso por la fuerza, la dilapidación de recursos y la ocupación descontrolada del suelo, afectando el medioambiente y el entorno geofísico de la ciudad. En otras palabras, es imprescindible planificar el futuro de las ciudades.

Las reformas de los diferentes componentes de las políticas urbanas y sociales, como vivienda, salud, educación, transporte, redes de circulación, energía y agua potable deben rediseñarse en pos de una mayor incidencia del ámbito privado sobre la gestión pública.

1.5  GESTIÓN CIENTÍFICA DE MODERNIZACIÓN
El Banco Mundial considera que el Estado, o de forma más genérica el Sector Público, es necesario para alcanzar el desarrollo sostenible tanto en el plano económico como social, lo que implica que "un Estado eficaz es imprescindible para poder contar con los bienes y servicios —y las normas e instituciones— que hacen posible que los mercados prosperen y que las personas tengan una vida más saludable y feliz", a lo que hay que añadir la consideración de que "el Estado es fundamental para el proceso de desarrollo económico y social, pero no en cuanto agente directo del crecimiento sino como socio, elemento catalizador e impulsor de ese proceso" . En caso contrario, ¿quién solucionaría el fracaso del mercado en relación a la provisión de servicios y/o bienes socialmente necesarios; las imperfecciones del mercado; el poder del mercado; las externalidades; la cuestión de la confianza en situaciones donde bienes y consumidores son sensibles y vulnerables, y la equidad y distribución de los recursos?
Como consecuencia, la propia Administración Pública se ha planteado la necesidad de trazar una reforma profunda de sí misma, con el objeto de pasar de ser una Administración clasista o asistencialista, basada en la realización de una serie de prestaciones y de servicios gestionados directamente por aquella (supuestamente gratuitos), a una Administración mucho más acorde con el contexto mundial
.
En síntesis, significa pasar de la cultura administrativa del gasto a la conciencia del coste, de la cultura del monopolio a la cultura de la competencia, de la cultura del ciudadano-servidor a la cultura del ciudadano-cliente, de la cultura de la burocracia a la cultura de la adaptación, de la flexibilidad, de la preocupación por la productividad y de la calidad en la provisión de los servicios, lo que obliga a la Administración a ser competitiva en el mercado (Vivas Urieta 1998: 35).

Los tres motivos para iniciar las reformas que resultan esenciales en la gestión pública son:
· Falta de recursos en el sistema. Esto implica la imposibilidad de continuar haciendo las cosas tal y como se venían haciendo antes, lo que supone eliminar la realización de actuaciones innecesarias (despilfarros) que conllevan costes para la entidad.

· Dar respuesta a la situación internacional de globalización a través de la mejora en los servicios. Una Administración Pública debe 80 Modernización de la Gestión Pública. Necesidad, incidencias, límites y críticas Pecvnia, 6 (2008), pp. 75-105 aprovechar los recursos disponibles para prestar el mejor servicio posible con el objetivo de prosperar en el entorno competitivo en el que se asienta.

· Rápido ritmo de cambio provocado no sólo por la competitividad internacional sino por las innovaciones en comunicación e informática, que propician una mayor rapidez en la toma de decisiones.

A estas causas hay que añadir otras expuestas por Muñoz Colomina (1996: 81), como son: la competencia existente en el mercado; la necesidad de conocer el coste real de los servicios prestados para tener un punto de referencia a la hora de fijar las tasas; la obligación de eliminar el aislamiento de los entes públicos con respecto a los privados y de buscar la coordinación de sus actividades con el objetivo de conseguir economías de escala.

No obstante, de todos estos motivos, el más importante que hay que destacar en la gestión de los organismos públicos es la reducción de recursos financieros ocasionada por el control del déficit público o, como bien indica Aucoin (1997: 493), por la necesidad gubernamental de responder a una situación de crisis fiscal derivada de los cambios en el sistema económico internacional y de la creciente demanda de servicios y de regulaciones que reciben los sistemas políticos nacionales, autonómicos o locales.

Todos los factores expuestos anteriormente, que explican el origen del conjunto de reformas de modernización incluidas bajo la denominación NGP, se podrían agrupar en tres categorías (Fuertes Fuertes 2004: 34-37): factores económicos, factores de carácter ideológico y factores tecnológicos.

· Factores económicos. Hacen referencia a la necesidad de ajustar los presupuestos tras la crisis del petróleo en los años setenta, a los problemas financieros con los que deben enfrentarse los gobiernos y a los desequilibrios presupuestarios.
Así, surge la necesidad política en los distintos organismos de llevar un control de eficacia y eficiencia, a través de distintas actuaciones, como pueden ser el control más riguroso del gasto o la introducción de reformas en el sistema de financiación local al enfrentarse a la necesidad de «hacer más con menos dinero», etc.
Por otro lado, el proceso de globalización actúa como fuerza de presión para la modernización de la Administración Pública, aumentando el interés de los países por la competitividad económica y la evaluación de sus actuaciones con respecto al resto de los países.

· Factores de carácter ideológico. Aquellos factores que influyen en la modernización de la gestión pública se centran básicamente en: (1) una mayor orientación hacia el ciudadano entendido como cliente, con la posibilidad de elegir libremente al suministrador del servicio y prestando mayor interés a sus necesidades y derechos; (2) una cada vez más clara separación entre la política y la gestión, diferenciando así, tanto sus responsabilidades como el papel a desempeñar por los distintos colectivos (políticos y gestores) y poniendo las tareas ejecutivas en manos de organizaciones creadas expresamente para ello; y, (3) el cambio de la posición ideológica en la división de roles entre el Sector Público y el Sector Privado, a través de nuevas formas de prestación de servicios públicos o fórmulas más cercanas a las técnicas de mercado en competencia con las empresas privadas.

· Factores tecnológicos. Dentro de éstos hay que destacar principalmente el desarrollo de las nuevas tecnologías de la información. La Administración Pública no puede quedar al margen de esta nueva «sociedad de la información», debe modernizarse continuamente adaptándose a las nuevas tecnologías a fin de mantener en todo momento la competitividad, optimizar la calidad de los servicios y mejorar su relación con los usuarios.
De esta forma, el desarrollo de adecuados sistemas de información con las nuevas tecnologías, permitirá intercambiar con fluidez información para una rápida toma de decisiones, una mejor relación entre el ciudadano y la Administración y una mayor coordinación de todos los servicios.
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2.1  DESCRIPCION
Determinar  la estructura político- administrativas de régimen provincial y municipal, su origen constitucional y las leyes para su regulación. Condiciones actuales del sistema y los aspectos geográficos, económicos y de desarrollo humano del Distrito Nacional y la Provincia de Santo Domingo.
2.2  ESTRUCTURA POLITICO-ADMINISTRATIVA

El territorio dominicano esta dividido en provincias. Esta división provincial data de 1844, siendo consagrada en la Constitución de ese año. En ese entonces existían cinco provincias: Santo Domingo, Santiago de los Caballeros, Azua de Compostela, Santa Cruz del Seibo y Concepción de la Vega. Una provincia es una división territorial sujeta a una autoridad político-administrativa. Depende del Gobierno Central. En cada provincia hay un Gobernador Civil que representa al Poder Ejecutivo. Las provincias se dividen a su vez, en municipios. En la actualidad la República Dominicana esta dividida en 31 provincias y un Distrito Nacional
. 

El Distrito Nacional, división territorial que contiene la capital de la República (Santo Domingo) se creo en el año 1936 con la finalidad de investir de más categoría la sede de la capital de la República. No existe aquí gobernador, estando administrativamente a cargo del Ayuntamiento.
DIVISIÓN TERRITORIAL EN REGIONES Y SUBREGIONES

Región es un conjunto geográfico unido por características económicas, sociales, institucionales y físicas iguales o semejantes canalizadas hacia un desarrollo integral. 

Atendiendo a estos aspectos existen en República Dominicana muchas y variadas regionalizaciones que responden a distintos intereses, lo que dificulta grandemente la canalización y coordinación de los recursos disponibles de cada región. Hasta el momento puede afirmarse que el territorio nacional se divide en tres regiones (que agrupan diferente cantidad de provincias cada una), que son: Región Norte o Cibao, región Sureste y región Suroeste. Cada una de estas tres regiones se divide, a su vez, en subregiones.

Esa división se corresponde con la establecida en 1981, durante el gobierno de Antonio Guzmán, y es la que se presenta en esta investigación, a sabiendas de que el gobierno 2000-2004 inició la descentralización de las regiones creadas en 1981, disponiendo añadiendo seis regiones más, denominadas “regiones de desarrollo”, mediante el Decreto número 685 del año 2000. 

Pero este decreto no está en funcionamiento actual, de modo que las tres regiones originalmente consideradas por el gobierno de Guzmán en 1981, por corresponderse con la división geográfica histórica, son las que se presentan más adelante.

En todo caso, la división realizada por el Decreto 6800 utiliza las siete subregiones designadas en 1981, pero substrayendo al Distrito Nacional de la Región Surcentral, y las tres provincias meridionales del Cibao (La Vega, Monseñor Nouel, y Sánchez Ramírez) para constituir otra región, las dos primeras que fueran parte de la Subregión del Cibao Central y la tercera (Sánchez Ramírez) del Cibao Oriental, todo de la manera siguiente:

· Región Norte o Cibao 

La región Norte o Cibao ocupa toda la parte septentrional de la isla, limitada hacia el Norte y el Este por el océano Atlántico; en el Oeste hace frontera con la República de Haití y en el Sur la Cordillera Central y sus ramificaciones la separan de las otras dos regiones naturales.  La población se reúne más fuertemente en el centro de la región que en cualquier otra parte de la misma. El Cibao se divide a su vez en cinco sub-regiones, que son: San Francisco de Macorís, La Vega, Santiago. Puerto Plata y Valverde, las cuales comprenden trece provincias que son las que forman la región cibaeña.  Estas provincias son: Santiago, Espaillat, Salcedo, La Vega, Duarte, Santiago Rodríguez, Valverde, Puerto Plata, Montecristi, Samaná, Maria Trinidad Sánchez, Sánchez Ramírez, Dajabón y Bonao.  La ciudad de Santiago de los Caballeros constituye el centro regional o polo de desarrollo. Los ríos, muy caudalosos, han sido muy bien aprovechados. Es una zona eminentemente agrícola. 

Subregión de Valverde: Esta formada por los municipios de Valverde, Esperanza, Montecristi, Guayubin, Pepillo Salcedo, Villa Vásquez, Santiago Rodríguez, Monción, Dajabón, Loma de Cabrera y Restauración. El centro de la subregión es Valverde. 

Subregión de San Francisco de Macorís: Esta integrada por los municipios de San Francisco de Macorís, Castillo, Pimentel, Villa Rivas, Cotuí, Cevicos, Fantino, Salcedo, Tenares, Sánchez, Río San Juan, Cabrera y Nagua. El centro de la subregión es la ciudad de San Francisco de Macorís.  

Subregión de la Vega: Esta integrada por los municipios de La Vega, Jarabacoa, Constanza y Monseñor Nouel. El centro de la subregión es La Concepción de la Vega. Importante de señalar en esta subregión son los grandes yacimientos de ferroniquel en Bonao. 

Subregión de Puerto Plata: Esta integrada por los municipios de Puerto Plata, Altamira, Imbert, Luyeron y Gaspar Hernández. Como centro de desarrollo tiene la ciudad de Puerto Plata. 

Subregión de Santiago: Esta formada por los municipios de Santiago de los Caballeros, Villa Bisonó, Jánico, San José de las Matas, Tamboril y Moca. Como centro de la subregión tiene la ciudad de Santiago. 
· Región Sureste 

La región Sureste, tal como su nombre lo indica, comprende la parte Sur y el Este de nuestro territorio. Por el Norte hace frontera con el Cibao y por el lado Sur tienen el Mar Caribe. Cabe hacer notar aquí, que aun cuando en cifras el Sureste tiene mayor densidad de población que El Cibao, esto se debe a la cantidad de habitantes que se concentran en la capital de la Republica, pero en general el Cibao sigue siendo hasta ahora la región mas poblada. 

La región Sureste se divide para su mejor estudio en tres subregiones, que son: Santo Domingo, San Pedro de Macorís y la Altagracia. El polo de desarrollo, la ciudad de Santo Domingo.  Comprende seis provincias y un distrito nacional que son: Santo Domingo, Peravia, San Cristóbal, San Pedro de Macorís, El Seibo, La Romana y la Altagracia. 

Subregión de Santo Domingo: Esta compuesta por el Distrito Nacional y por los municipios de San Cristóbal, Villa Altagracia, Bayaguana, Monte Plata, Yamasá, Baní y San José de Ocoa. 

Subregión de San Pedro de Macorís: Esta compuesta por los municipios de San Pedro de Macorís, Los Llanos, Ramón Santana, El Seibo, Hato Mayor, Miches, y Sabana de la Mar. El centro de la subregión es la ciudad de San Pedro de Macorís. 

Subregión de La Altagracia: La constituyen los municipios de La Romana, Guaymate, Higuey y San Rafael del Yuma. En la Romana, centro de la subregión, se encuentra ubicado el Central Romana, uno de los mayores en el país. 

· Región Suroeste
La constituyen las provincias de Azua, San Juan de la Maguana, Barahona, Pedernales, Independencia, Baoruco, y La Estrelleta. Tiene como polo de desarrollo la ciudad de Barahona. Limita al Norte con la Cordillera Central y al Sur con el Mar Caribe. Al Oeste tiene la Republica de Haití. 

Subregión de San Juan: Esta formada por los municipios de San Juan, El Cercado, Las Matas de Farfán, Elías Piña, Bánica, Pedro Santana, Azua, y Padre las Casas. El centro de la subregión es San Juan de la Maguana
. 

Subregión de Barahona: Esta formada por los municipios de Barahona, Enriquillo, Neiba, Tamayo, Jimaní, Cabral, La Descubierta, Duvergé, Pedernales y Oviedo. El centro de la subregión es Barahona. 
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La división en regiones y subregiones presente establecer un nivel del gobierno diferente al provincial, constituido por demarcaciones con una población y un ámbito territorial suficientes para planificar el desarrollo multisectorial, que no es posible para muchas de nuestras provincias porque están en la pobreza o carecen de recursos explotables, al menos aprovechables actualmente. Además, en esos escenarios interactuarían gobernadores, senadores, diputados, síndicos y directores regionales de las secretarias de Estado y otros organismos estatales de nivel similar, además de sectores universitarios, obispos y dirigentes de los empresarios, productores, trabajadores y gremios profesionales, que junto a un presidente del Consejo Regional constituirían verdaderos gobiernos regionales, dotados con un contenido de desconcentración del poder con personal humano calificados y otros recursos descentralizados.

Por debajo de esas Regiones de Desarrollo estaba previsto en el Proyecto de Ley General de Ordenamiento Territorial y Descentralización de la Función Pública, una mejor definición del nivel provincial para fines operativos, ya que ese es el ámbito de acción del Presidente de la República a través de los gobernadores, así como de los senadores y diputados, que son electos por provincias. Pero es en el nivel de los municipios, gobiernos locales por excelencia, donde priorizaremos la descentralización, hasta hacer realidad la autonomía que le reconoce la Constitución de la República a los que se incrementarán sustancialmente recursos y controles financieros, apoyo técnico, profesionalización, capacitación de los recursos humanos y fortalecimiento legal, incluyendo una Ley Orgánica Municipal (promulgada en fecha ----), para que estos cumplan a cabalidad con su papel en la gestión de los servicios públicos y de los incentivos económicos y culturales para el desarrollo. 

Finalmente, se definió un último peldaño de la descentralización realizando los planes pilotos correspondientes para potenciar a las alcaldías pedáneas de las secciones rurales, de manera que los alcaldes se conviertan en verdaderos funcionarios al servicio, tanto de los ayuntamientos como del gobierno central y que sean verdaderos portavoces de las organizaciones comunitarias de sus demarcaciones, establecidas en torno a sus necesidades y aspiraciones fundamentales: educación, salud, vivienda, servicios públicos, protección de la familia, producción económica, grupos cooperativistas, protección del medio ambiente, igualdad de género, comités de amas de casa, lucha contra la violencia y la delincuencia, etcétera.

Por idénticas razones se organizan también con carácter experimental en diversas partes del país las “Delegaciones Municipales” en los sectores barriales con más de cinco mil habitantes de las ciudades mayores de quince mil. 

Ello así, porque en los barrios dominicanos, donde viven hoy en día alrededor de las dos terceras partes de nuestros ciudadanos, no existe virtualmente otra cosa que la violencia organizada de las pandillas y de la policía, en tanto que el gobierno civil no está presente, constituyendo una situación de anomia que es necesario combatir, creando las condiciones, a través de un empadronamiento permanente de sus vecinos, para reorientar la política social de ayuda a la pobreza y el control de la delincuencia; para favorecer
 A la ciudadanía en virtud de la conversión de las organizaciones comunitarias de ese nivel en las verdaderas actoras de la vida social, en virtud de sus reclamos, solidaridad y trabajo colectivos.

2.2.1  ORIGEN CONSTITUCIONAL
La constitución y las leyes sectoriales vigentes definen los ámbitos de actuación en cada una de las competencias para los diferentes entes en la división política administrativa de la administración pública, los cuales deben garantizar conjuntamente la gestión eficiente, eficaz, transparente y participativa, en base  a los principios de descentralización, desconcentración, concurrencia, coordinación y subsidiaridad.

El régimen municipal constituye una entidad básica del territorio, en donde la comunidad ejerce todas sus actividades, estando representada por sus ayuntamientos, que como gobiernos locales que son, deben garantizar y promover el bienestar social, económico, y la prestación de servicios eficientes a todos los munícipes.

El régimen provincial dominicano, inicia con la creación misma de la república, mediante las siguientes normas y reglamentos:

Decreto 14 del 24/07/1844.  La Junta Gubernativa establece la primera división territorial político-administrativa de la República Dominicana en cinco Departamentos denominados: Santo Domingo, Santiago, La Vega, Azua y El Seibo. Santiago (formado por las comunes de Santiago, Moca, San José de Las Matas, Puerto Plata, MonteCristi y Dajabón).

 Ley 40 del 09/06/1845.  El Tribunado de la República, mediante esta Ley de Administración Provincial, Establece modificaciones reduciendo las comunes de 29 a 27.  El territorio nacional se divide en 5 Provincias: Compostela de Azua, Santo Domingo, Santa Cruz de El Seibo, Concepción de La Vega y Santiago de los Caballeros.

 La Provincia de Santiago de Los Caballeros integrada por las Comunes de Santiago (cabeza de Provincia), Puerto Plata, Monte Cristi y San José de Las Matas; y los Puestos Militares de Altamira de Puerto Plata y Dajabón de Monte Cristi.

Ley 533 del 09/03/1858.  El Congreso Constituyente establece la división territorial de la República Dominicana en tres Departamentos, cinco Provincias, veintinueve Comunes, y suprime la Circunscripción Política denominada Puesto Militar y crea la Circunscripción Civil denominada Aldea.

 El Departamento del Cibao, por dos Provincias: Santiago de los Caballeros y La Concepción de La Vega.

 Santiago de los Caballeros integrada por las comunes de Santiago de los Caballeros (cabecera del Departamento y de la Provincia del mismo nombre), San José de las Matas, Sabaneta, San Lorenzo de Guayubín, Monte Cristi y Puerto Plata; y Además se crearon las Aldeas: Tres Amarras (hoy Cabrera, de la provincia Maria Trinidad Sánchez), Rincón de Yásica, Isabela y Altamira pertenecientes a la Común de Puerto Plata

 Resolución No. 693 del 24/08/1861.  Con la Anexión a España, se establece una nueva División Territorial Política que cambia el nombre al país, de República Dominicana a Capitanía General de Santo Domingo, con siete Gobiernos Políticos, trece Tenencias de Gobiernos, doce Comandancias de Armas y ocho Puestos Militares.

 Los Gobiernos Políticos y Militares son: Santo Domingo, Santiago de los Caballeros, El Seibo, La Vega, Azua y Samaná.

 Siendo Puerto Plata y Guayubín Tenencias de Gobiernos del Gobierno de Santiago y Altamira ostentaba la categoría de Puesto Militar.

 
Ley Constituyente No. 892, del 14-11-1865.  La constitución establece una nueva división territorial de la República en la que divide al país en cinco provincias: Santo Domingo de Guzmán, Santiago de los caballeros, Concepción de la Vega, Compostela de Azua y Santa Cruz del Seibo; Y dos Distrito Marítimos: Puerto Plata y Samaná. Cada provincia y Distrito Marítimos se subdividen en comunes.

Resolución No. 1050, del 6-6-1867.  Dispone que la jurisdicción de Puerto Plata, erigida en Distrito sea la misma que tenía antes de la anexión a España.

 Decreto No. 1812, del 8-11-1879.  Erige en San Felipe de Puerto Plata en capital interina de la República Dominicana.

 Resolución No. 1929, del 6-4-1881.  Segrega las Secciones de Jamao, Batey Rincón de Yásica de la común de Moca, Provincia de la Vega  y las agrega al Distrito Marítimo de Puerto Plata. 

 
Decreto No. 2793, del 6-7-1889.  Erige en Común el Cantón de Altamira del Distrito Marítimo de Puerto Plata. 

 
Resolución No. 3640, del 17-6-1896.  Segrega la Sección de Jamao del Distrito Marítimo de Puerto Plata y agrega la común de Moca de la Espaillat.

 
Decreto No. 3879, del 27-6-1889.  Erige en Cantón, la Sección Bajabonico Distrito Marítimo de Puerto Plata.

 
Decreto No. 006, del 7-6-1900.  Erige en Común del Distrito de Puerto Plata, el Cantón de Bajabonico.

 
Ley Constituyente No. 4803, del 9-9-1907.  Establece que el Territorio Dominicano se divide en Provincias y estas en Comunes. Las Provincias son Santo Domingo, Azua, Barahona, El Seibo, San Pedro de Macorís, Samaná, Puerto Plata, Monte Cristi, Santiago, Espaillat, La Vega y Pacificador (hoy Provincia Duarte).

 
La provincia de Puerto Plata con las Comunes: Puerto Plata, Altamira, Blanco (hoy Luperón) y Bajabonico.

 
La provincia Pacificador con las comunes San Francisco de Macorís, Villa Rivas Matanzas, Gaspar Hernández, Pimentel, Cabrera (anteriormente Tres Amarras) y Castillo.

 
Ley No. 191, del 30-5-1925.  Cambia el nombre a la Común de Bajabonico y a su cabecera, de la provincia de Puerto Plata, por el Imbert.

 
Ley No. 846, del 21-11-1927.  Cambia el nombre de Común Blanco por el de Luperón.

 Ley No. 15-26, del 27-6-1938.  Realiza cambios en la Provincia de Samaná, Trujillo, Duarte, Puerto Plata, en las comunes de Matanzas, Gaspar Fernández, Cabrera, San Francisco de Macorís, Tenares y erige la común de Julia Molina con Secciones de la Común de Matanzas
2.2.2  LEYES Y NORMAS DE REGULACIÓN
Ley 125 de fecha 31/05/1939.  LEY DE DIVISIÓN TERRITORIAL, establece la composición de la provincia de Puerto Plata y sus comunes: Puerto Plata, Altamira, Gaspar Hernández, Imbert y Luperón, con la ciudad de San Felipe de Puerto Plata como capital. 

 
Ley 339 de fecha 24/07/1943.  Mediante esta Ley se cambian los nombres de varias secciones de diferentes provincias del país, incluyendo las siguientes secciones de Puerto Plata: La Sección de Arroyo Francés, se cambió el nombre por Maggiolo.  La Sección de Sampiñé y Marivasquez, se cambió el nombre por Cantabria.  La Sección de Soufflet, se cambió el nombre por Cambiaso.  La Sección de Venú, se cambió el nombre por Veragua.  La Sección de Gen, se cambió el nombre por Cruz.

 
Decreto 2071 de fecha 25/07/1944.  Mediante este Decreto se cambia el nombre del paraje denominado Cempitén, de la Común de Luperón por el de Cementera.

 Decreto 2091 de fecha 03/05/1944.  Mediante este Decreto se cambia el nombre del paraje de la Sección de Gualete, Común de Luperón, denominado “Divuá”, por el de “Dos Palos”.

 Ley 925 de fecha 18/06/1945.  Mediante esta Ley se determina cual será la composición de las Provincias de Samaná, Duarte, Puerto Plata, Espaillat y La Vega, a partir del día 1 de agosto del 1945, quedando Puerto Plata como sigue: PROVINCIA DE PUERTO PLATA.- Comunes de Puerto Plata, Luperón, Altamira e Imbert.  Además se agregan a la Común de Gaspar Hernández de la Provincia Espaillat todos los terrenos de Cabrera situados a la orilla izquierda del Río San Juan, así como los de la Común de Puerto Plata que quedan a la orilla derecha del Río Yásica.

 
Decreto 3046 de fecha 13/10/1945.  Mediante este Decreto se establece que como consecuencias de la Ley N° 925 del 18 de Junio de 1945, las Secciones Municipales afectadas por los cambios de jurisdicción territorial, fueron reordenadas y se establece en una de sus partes que la Sección Municipal de Veragua, antes perteneciente a la Común de Puerto Plata, depende enteramente de Gaspar Hernández.

Ley 2794 de fecha 02/04/1951.  Mediante esta Ley se suprime la Sección Municipal de Arroyo del Toro, perteneciente a la Común de Peña (hoy Tamboril), de la Provincia de Santiago, la cual se encontraba situada inmediatamente al Norte, de la Cordillera Septentrional.  El territorio que constituye dicha Sección, quedó incluido en la Sección Municipal de Yásica Abajo, de la común de Puerto Plata, Provincia de Puerto Plata.

 
Ley 4400 de fecha 09/03/1956. LEY DE DIVISIÓN TERRITORIAL, establece la composición de la provincia de Puerto Plata y sus municipios: Puerto Plata, Altamira, Imbert y Luperón, con la ciudad de San Felipe de Puerto Plata como capital.

 
Ley 4882 de fecha 27/03/1958. Esta Ley en su Art. 9, establece que a partir del 18 de enero de 1959, quedan convertidos en Distritos Municipales las siguientes Secciones:     BAJOS DE HAINA, del municipio de San Cristóbal;  VILLA GONZALEZ LICEY AL MEDIO Y VILLA BISONÓ, del municipio de Santiago; SOSÚA, del municipio de Puerto Plata; PUERTO VIEJO, del municipio de Azua;  POSTRER RÍO, del municipio de La Descubierta.  Y en el  Párrafo V, define la composición del Distrito Municipal de Sosúa, constituido por la villa del mismo nombre, que es la cabecera, y las Secciones de Sabaneta de Cangrejos, Madre Vieja y Sabaneta de Yásica. 

 
Ley 5220 de fecha 21/09/1959. LEY DE DIVISIÓN TERRITORIAL, establece la composición de la provincia de Puerto Plata y sus municipios: Puerto Plata, Altamira, Imbert y Luperón, con la ciudad de San Felipe de Puerto Plata como capital.  El municipio de Puerto Plata esta integrado por el Distrito Municipal de Sosua.

 
Ley 5731 de fecha 29/12/1961. Mediante esta Ley se crea a partir del 16 de agosto de 1962, el Distrito Municipal denominado “Los Hidalgos”, dependiente del Municipio de Luperón, Provincia de Puerto Plata, y el cual comprende las Secciones de El Mamey, donde tiene su población cabecera junto con las secciones de Unijica y Marmolejos.

 
Ley 6098 de fecha 13/11/1962. Mediante esta Ley se fija para el día 27 de febrero de 1963, la inauguración del Distrito Municipal de Los Hidalgos, del Municipio de Luperón, Provincia de Puerto Plata.

Ley 630 de fecha 15/01/1974.  Mediante esta Ley se crea el Distrito Municipal de Villa Isabela, formando parte del Municipio de Luperón, y además se crea el Distrito Municipal de Guananico perteneciendo a la jurisdicción territorial de Altamira, Provincia de Puerto Plata.  Se asigna al Municipio de Luperón la Sección Cambiaso del Municipio de Puerto Plata.

 
Ley 679 de fecha 12/06/1974.  Esta Ley dispone en su Art. 2.- El paraje La Jaiba, perteneciente a la jurisdicción territorial de la Sección de Gualete del Municipio de Luperón, Provincia de Puerto Plata, constituirá en lo sucesivo una Sección con el nombre de Sección La Jaiba.  Y en su Art. 4, establece que dicho cambio entrará en vigencia a partir del 1ro. De octubre del año de 1974.

 
Ley 916 de fecha 12/08/1978.  Esta Ley en su Artículo 4, erige en Municipio al Distrito Municipal de Sosua, el cual pertenecía a la jurisdicción territorial del Municipio de Puerto Plata, Provincia de Puerto Plata, Integrado por las Secciones de Madre Vieja, Sabaneta de Cangrejos, Sabaneta de Yásica.

 
Ley 917 de fecha 12/08/1978.  Esta Ley en su Artículo 3, erige en Municipio el Distrito Municipal de Los Hidalgos, pertenecía a la jurisdicción territorial del Municipio de Puerto Plata, Provincia de Puerto Plata.

 
Ley 23/89 de fecha 16/05/1989.  Esta ley establece que el Distrito Municipal de Villa Isabela, perteneciente al Municipio de Luperón, Provincia de Puerto Plata, se eleva a la categoría de Municipio, con el nombre de Villa Isabela, con los límites que establece la Ley No. 630, de fecha 15 de enero de 1974.

 
Ley 37/92 de fecha 30/11/1992.  Mediante esta Ley se eleva a Municipio el Distrito Municipal de Guananico del Municipio de San José de Altamira, Provincia de Puerto Plata.  Integrado por las siguientes Secciones: Fundación, La Altagracia, Paradero, Rancho Viejo, Gabirna, Hoya Grande.  Y en su Artículo 2, establece los límites territoriales del Distrito Municipal de Guananico, siendo los siguientes:  al Norte, Loma de Arroyo Viejito; al Sur, Loma de Jicomé; al Este, Río Cabía y al Oeste, Finca Brugal.

 
Ley 65-96 de fecha 14/12/96.  Mediante esta Ley se eleva a la categoría de sección el paraje El Estrecho, de la sección La Sabana, del municipio de Luperón, Provincia de Puerto Plata.

 
Ley 11-98 de fecha 2/1/98.  Mediante esta Ley se eleva a la categoría de Distrito Municipal la Sección de Montellano con el nombre de Distrito Municipal Villa Montellano, comprendida en la jurisdicción territorial del municipio de Puerto Plata, provincia de Puerto Plata.  Además se establece que el Distrito Municipal de Villa Montellano queda conformado por las secciones de Mozaví, Arroyo de Leche, Boca Nueva, Cangrejo, Caraballo y Los Ciruelos.  Y en el Art. 9, fija los límites territoriales del Distrito Municipal de Montellano estarán comprendidos: por el norte, hasta el Océano Atlántico; por el sur, hasta las secciones de Yásica Abajo y El Cupey, del municipio de Puerto Plata; por el este, hasta las secciones de Sabaneta de Cangrejo y  Madre Vieja, del municipio de Sosúa, y, por el oeste, hasta la sección de Muñoz, del municipio de Puerto Plata. 

 
Ley 26-98 de fecha 16/1/98.  Mediante esta Ley se eleva la sección de Estero Hondo, del municipio de La Isabela, provincia de Puerto Plata a la categoría de Distrito Municipal, con el nombre de Estero Hondo.  Las secciones que lo componen son: Rancho Manuel y Los Pilones.  En su Art. 2, se establecen los límites del distrito municipal de Estero Hondo, que son: al norte, por el Océano Atlántico; al sur, la Cordillera Septentrional; al este, las sección es de Las Lagunas y La Jaiba; y al oeste, la sección Papayo, perteneciente al municipio de Guayubín, provincia de Monte Cristi.

 
Ley 222-98 de fecha 8/7/98.  Mediante esta Ley se elevan a la categoría de sección los parajes El Ranchito de los Vargas y Belloso, de la sección del Higo, del municipio de Luperón.

 
Ley 313-98 de fecha 6/8/98.  Mediante esta Ley la comunidad de La Isabela, del municipio de Luperón, provincia de Puerto Plata, queda elevada a la categoría de Distrito Municipal, con el nombre de La Isabela, y compuesto por la sección Candelón.

 
Ley 132-00 de fecha 21/12/2000.  Mediante esta Ley se eleva el paraje de Navas, sección Marmolejos, del municipio de Los Hidalgos, Provincia Puerto Plata, a la categoría de sección, con el nombre de Navas.

Ley No. 163-01. Mediante esta ley se crea la provincia de Santo Domingo, y modifica los Artículos 1 y 2 de la Ley No. 5220, sobre División Territorial de la República Dominicana.

 Ley 5-02, del 18/01/2002.  Esta ley define los límites y composición de los municipios de La Isabela y Luperón de la provincia de Puerto Plata.  Eleva la sección Belloso del municipio de Luperón a la categoría de Distrito Municipal y la agrega al municipio Villa Isabela y crea el distrito municipal de Estero Hondo del municipio de Villa Isabela, el distrito municipal de Estero Hondo está integrado por las secciones: Rancho Manuel y Los Pilones.

 
Ley 42-02, del 25/03/2002.  Se crea el Distrito Municipal de Cabarete, del municipio de Sosua, provincia de Puerto Plata.  Sus limites territoriales son: al norte, Océano Atlántico; al sur, carretera El Choco; al este, Sabaneta de Yásica, y al oeste, municipio de Sosua.
Ley No. 176-07. Que establece las funciones y atribuciones del ayuntamiento del Distrito Nacional y los Municipios.
2.3  RÉGIMEN PROVINCIAL
Es importante sustanciar este aspecto porque la investigación propondrá un esquema de desarrollo provincial muy específico.

En cuanto se refiere a la creación de subregiones con supuestos empoderamientos legales de alcaldes pedáneos y conformación de estructuras políticas de gobierno, los esfuerzos simplemente no fructificaron. Nada puede decirse de ellos porque, en realidad, se han quedado en el papel, por varias razones y entre ellas la más importante acaso sea la falta de continuidad en la gestión de planes gubernamentales.

En lo referido al Distrito Nacional, hasta el momento, la principal consecuencia observable de la división o “descentralización” operada en la capital de la República ha sido un incremento de la representación política en el Congreso Nacional, a costa del presupuesto, que ha convencido a innumerables sectores nacionales de la necesidad de disminuir la cantidad de senadores y diputados. 

Otro efecto observable fue la discusión entre los ayuntamientos de Santo Domingo Norte y del Distrito Nacional, porque el primero entendía que el segundo debía pagar para depositar su basura en el único vertedero hábil de Santo Domingo (el vertedero de “Duquesa”).

La descentralización operada no ha incidido para nada en el quehacer diario de los millones de ciudadanos que residen en la demarcación, excepto en materia judicial: ese poder del Estado sí se ha descentralizado, creando fiscalías barriales, poniendo en funcionamiento una Corte de Apelación para la Provincia Santo Domingo (lo que redunda en menor tiempo de fallo de sentencias por desagregación de los casos correspondientes al Distrito Nacional) y otros efectos correlativos. 

Es claro que la composición actual de la República Dominicana en su mapa político, caracterizado por unidades denominadas provincias, está siendo deficientemente manejado por el criterio administrativo público, y que su infuncionalidad se agrava en demarcaciones alejadas del centro de la isla, único lugar que, por su importancia electoral, parece tener importancia.

Por ello se evidencia a primera vista que las provincias “importantes” son el Distrito Nacional y la Provincia Santo Domingo, y siguiendo un hipotético eje central de la isla continúan, sin que sea un listado exhaustivo: San Cristóbal, La Monseñor Nouel, La Vega, Santiago y San Francisco de Macorís. Fuera de esas demarcaciones, en las cuales el hacinamiento demográfico es la regla, subsisten espacios provinciales prácticamente vacíos a los que el Estado niega la importancia debida: Independencia y Pedernales, por citar dos ejemplos en la zona fronteriza; El Seybo, Miches, Sabana de la Mar y otras zonas de la región Este, son todas ellas comunidades no solamente pobres, sino con poca población y desatendidas por el Estado.

Se impone una revisión del sistema provincial, específicamente en el sentido de redistribución de los recursos, para propiciar el desarrollo y evitar la repoblación de grandes extensiones por parte de la migración ilegal haitiana.
2.4  RÉGIMEN MUNICIPAL
La constitución vigente establece en sus artículos 82 y 85 todo lo referido a los ayuntamientos. Siguiendo un principio que es general en el régimen municipal, esta institución tiene una instancia ejecutiva que descansa en la autoridad del síndico, y otra legislativa, que a su vez está integrada por un cuerpo de regidores.

La ley 5379 dispuso a partir del año 1960 que el número de regidores por municipio seria de la siguiente manera: uno por cada 17 mil o fracción de 9 mil en Santiago; y uno por cada 14 mil o fracción de 7 mil en el resto de los municipios del país.

De acuerdo con el artículo 83 de la constitución: “los ayuntamiento así como los síndicos, son independientes en el ejercicio de sus funciones, con las restricciones y limitaciones que establezcan la constitución y las leyes, las cuales determinaran sus atribuciones, facultades y deberes”.

En los últimos 40 anos las leyes relativas a las atribuciones, facultades y deberes de los municipios y el distrito nacional, han experimentado algunos cambios. A finales de 1952 se aprobaron las leyes 3445 y 3456, que sometían rígidamente a los ayuntamientos al poder ejecutivos de la nación.

Esta ley fue modificada en 1961 con el propósito de darles mayor autonomía a los ayuntamientos. Posteriormente fueron introducidas otras leyes, como la 397, del año 1964, y la 673 de 1965, que limitaron seriamente la autonomía de los ayuntamientos. Esta última ley sometió a los ayuntamientos al control del comité ejecutivo de la liga municipal dominicana, confiriéndole potestad a dicha corporación para controlar el presupuesto de egreso e ingreso de los ayuntamientos. 

También le otorgaba facultad para dictar las providencias que estimara intervenidos para que beneficiaran a la colectividad. Además la ley facultaba a la liga municipal para supervisar las oficinas de los ayuntamientos y las obras que estos ejecutaran.

El 1ro de enero de 1985 entro en vigencia la ya comentada ley 140, del 24 de junio de 1984. En virtud de ella se destinaba el 20% de los ingresos del estado, por concepto de impuestos sobre la renta, a los ayuntamientos; además de estos recursos, dice la ley en su artículo 5 que el estado también aportaría anualmente la suma de 3 millones de pesos para los  ayuntamientos.

El primero de los considerados empleados por el congreso nacional para votar la citada ley decía lo siguiente: “… los ingresos obtenidos por los ayuntamientos con sus propias fuentes de recursos son insuficientes para cubrir sus necesidades y propender su desarrollo e independencia económica”.

Como se ve, esta ley perseguía dotar a los ayuntamientos del país de una autonomía que nunca habían tenido en el pasado. El rubro de donde se sacarían los fondos, sin embargo no era el más voluminoso como para garantizar la aludida autonomía. De hecho, el poder ejecutivo dejaba claro esta limitación de los aportes que podía hacer, el impuesto sobre la renta al agregar los tres millones del artículo 5.

En verdad el 20% no estaría destinado en su totalidad a los ayuntamientos. A la  liga municipal dominicana iría a parar el 5% de ese total. Esto la convertía, de hecho en el principal beneficiario de la ley 140. También el 30 %  de los tres millones anuales se destinarían para los gatos presupuestarios de la liga municipal dominicana.

Por otro lado, los ayuntamientos no recibirán las mismas sumas de dinero. Los fondos especializados por dicha ley serian distribuidos en función del número de habitantes de los municipios. Los legisladores tenían tan claro que en la distribución del porcentaje algunos municipios recibirán tan pocos fondos que por esa razón incluyeron en la pieza lo del fondo de 3 millones anuales.
2.5  CONDICIONES ACTUALES DEL SISTEMA
El sistema municipal de la República Dominicana ha sido sometido a un profundo proceso de revisión, modernización y adaptación a la realidad socio-económica y cultural de la sociedad dominicana actual, proceso que ha quedado sintetizado en las piezas legislativas que se enumeran a continuación y que constituyen la base legal de los ayuntamientos:
· Ley No. 176-07 del Distrito Nacional y los Municipios, del 17 de julio del 2007. Gaceta Oficial  No. 10426 del 20 de julio del 2007
.

· Ley No. 170-07 que instituye el Sistema de Presupuesto Participativo Municipal, del 13 de julio del 2007. Gaceta Oficial No. 10425 del 19 de julio del 2007.

2.5.1  CANTIDAD DE PROVINCIAS
El territorio dominicano está dividido, políticamente, en 31 provincias y un Distrito Nacional. El Distrito Nacional, donde se encuentra localizada la ciudad capital del país, es similar a una provincia aunque con características propias. 

Las provincias son unidades políticas y administrativas, de creación artificial en que se divide el territorio nacional para facilitar al gobierno central delegar su autoridad a nivel intermedio, al menos teóricamente. En cada provincia hay un "Gobernador Civil", nombrado por el Poder Ejecutivo y del que es su representante. Aunque en cada provincia existe una "Ciudad Capital de Provincia", esta es simplemente la sede del principal ayuntamiento de la provincia; normalmente, las oficinas regionales del gobierno central se encuentran en la capital provincial. 

El Distrito Nacional se creó en 1936, con el nombre de Distrito de Santo Domingo, para dar una categoría y tratamiento especial al territorio sede de la capital del país. Su administración está a cargo del Ayuntamiento del Distrito Nacional. Aunque para muchos fines el Distrito Nacional es similar a una provincia, hay muchas características que lo diferencian; por ejemplo, no hay un "Gobernador Provincial" y está formado por un solo municipio. Al nivel provincial, las únicas autoridades electas son los representantes congresionales: 1 senador por provincia y por el Distrito Nacional y un número variable de diputados (pero nunca menos de 2). 
Cada provincia está compuesta por dos o más Municipios (anteriormente denominadas "Comunes"). Los Municipios son unidades político-administrativas erigidas por ley, no existiendo requisitos objetivos para su creación. Su gobierno está a cargo del "Ayuntamiento", elegido por los ciudadanos que viven en su territorio y constituido por dos órganos de gestión complementaria: el "Consejo Municipal", con funciones normativas, reglamentarias y de fiscalización; y la "Sindicatura", que corresponde al poder ejecutivo municipal y que es ejercido por el "Síndico", electo también por los habitantes del municipio. Hay un total de 155 municipios en el país. 

Cuando en un mismo municipio hay otros centros poblacionales de cierta importancia, éstos pueden elevarse a la categoría de Distrito Municipal. El gobierno y administración de un Distrito Municipal está a cargo de un Director y de la Junta de Distrito Municipal, integrada por tres vocales. Los distritos municipales están bajo la coordinación de los municipios a que pertenecen. Hay un total de 228 distritos municipales en el país. 

Los municipios están compuestos, a su vez, por Ciudades, Villas, Poblados y Secciones. Ciudad es la capital de provincia y cualquier población con más de 10,000 habitantes. Las Villas son las cabeceras de municipio y cualquier población de más de 1,000 habitantes. Poblado es una población con menos de 1,000 habitantes. Las Secciones son entidades rurales constituidas por Parajes. Los "Alcaldes Pedáneos" son nombrados por los Ayuntamientos para que los representen en los parajes (no existen representantes per se en las demás unidades municipales). 
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Provincias de la República Dominicana

	Provincias de la República Dominicana

	Provincia
	Capital
	Superficie1
(km²)
	Población2
(2002)

	Distrito Nacional
	Santo Domingo (de Guzmán)
	104.44
	913,540

	Azua
	Azua (de Compostela)
	2,531.77
	208,857

	Baoruco o (Bahoruco)
	Neiba
	1,282.23
	91,480

	Barahona
	(Santa Cruz de) Barahona
	1,739.38
	179,239

	Dajabón
	Dajabón
	1,020.73
	62,046

	Duarte
	San Francisco de Macorís
	1,605.35
	283,805

	El Seibo (o El Seybo)
	(Santa Cruz de) El Seibo
	1,786.80
	89,261

	Elías Piña
	Comendador
	1,426.20
	63,879

	Espaillat
	Moca
	838.62
	225,091

	Hato Mayor
	Hato Mayor (del Rey)
	1,329.29
	87,631

	Hermanas Mirabal
	Salcedo
	440.43
	96,356

	Independencia
	Jimaní
	2,006.44
	50,833

	La Altagracia
	(Salvaleón de) Higüey
	3,010.34
	182,020

	La Romana
	La Romana
	653.95
	219,812

	La Vega
	(La Concepción de) La Vega
	2,287.24
	385,101

	María Trinidad Sánchez
	Nagua
	1,271.71
	135,727

	Monseñor Nouel
	Bonao
	992.39
	167,618

	Monte Cristi
	(San Fernando de) Monte Cristi
	1,924.35
	111,014

	Monte Plata
	Monte Plata
	2,632.14
	180,376

	Pedernales
	Pedernales
	2,074.53
	21,207

	Peravia
	Baní
	792.33
	169,865

	Puerto Plata
	(San Felipe de) Puerto Plata
	1,852.90
	312,706

	Samaná
	(Santa Bárbara de) Samaná
	853.74
	91,875

	San Cristóbal
	San Cristóbal
	1,265.77
	532,880

	San José de Ocoa
	San José de Ocoa
	855.40
	62,368

	San Juan
	San Juan (de la Maguana)
	3,569.39
	241,105

	San Pedro de Macorís
	San Pedro de Macorís
	1,255.46
	301,744

	Sánchez Ramírez
	Cotuí
	1,196.13
	151,179

	Santiago
	Santiago (de los Caballeros)
	2,836.51
	908,250

	Santiago Rodríguez
	(San Ignacio de) Sabaneta
	1,111.14
	59,629

	Santo Domingo
	Santo Domingo Este
	1,296.35
	1,817,754

	Valverde
	Mao
	823.38
	158,293


Nota: Algunas capitales tienen una parte que comúnmente no se menciona; esa parte opcional aparece entre paréntesis.

2.5.2  COSTO DE SOSTENIMIENTO ADMINISTRATIVO
Aunque parezca insólito, el Estado dominicano no sabe cuánto es el monto total del gasto en las provincias ni en los municipios del país. La mayoría de las secretarías de Estado no pueden decir dónde ejecutan su gasto. Esto refleja, por una parte, el poco valor estratégico que históricamente se le ha asignado a la descentralización y a los gobiernos locales en la planificación y asignación de recursos de los gobernantes. Por otra parte, refleja que la equidad espacial y territorial no está entre las prioridades del Estado dominicano
.

Tampoco existe un registro consolidado del gasto municipal y las informaciones están dispersas e incompletas. Según la Ley 166-03, los municipios estaban obligados a dedicar el 25% para pagos de personal (fijo y por contrato temporal), el 30% para servicios municipales66 y el 40% para gastos de gastos de capital e inversión, de los cuales el 2% debe ser destinado al diseño, ejecución, monitoreo y evaluación de proyectos de desarrollo municipal, el restante 5% iba a la Liga Municipal Dominicana (LMD).

La Ley de Municipios promulgada en 2007 establece una nueva redistribución, conservando el 25% para gastos de personal, 40% para inversión y obras de infraestructura, aumenta a 31% para el funcionamiento y mantenimiento ordinario de los servicios municipales e introduce el 4% dedicado a programas educativos, de género y salud.

Este informe ha hecho un esfuerzo por ordenar los gastos de los municipios y distritos municipales por objeto de gasto, según lo define la Oficina Nacional de Presupuesto (ONAPRES), utilizando para ello los registros de la Controlaría General de la República de 277 municipios y distritos municipales para el período 2002-2004. De acuerdo con la reagrupación realizada, la media ponderada de los gastos en servicios personales fue de 38% del gasto total, seguidos de los servicios no personales y materiales y suministros. Sin embargo, este porcentaje no es uniforme, varía por municipio y distrito municipal.

En efecto, por entidades municipales el gasto promedio en servicios personales estaba en 40.8% y la mitad de ellos estaban por debajo de esa media con un máximo de 49% y un mínimo de 28%, lo que significa que ningún municipio cumplía la normativa del 25% establecida en la Ley 166-03.

En los servicios no personales, la media de gastos de los municipios y distritos municipales fue del 24.2% con un mínimo del 15% y un máximo del 43%. En materiales y suministros la proporción gastada por las entidades municipales fue en promedio del 13.9%. La estructura de los egresos por destino71 del gasto para el año 2005, fue calculada sobre la base de 241 municipios y distritos municipales. El resultado indica que aproximadamente la mitad del gasto se destina a administración (48.3%), el 11% a servicios municipales, el 8% a compra y mantenimiento de propiedades y equipos, y el 5% a deuda municipal. En síntesis, ya sea que se registre el gasto por objeto o por destino, no hay evidencias de que se cumpla con la estructura de gasto estipulada por ley.

Los gastos municipales se dividen en obligatorios y facultativos.

Los gastos obligatorios son aquellos gastos fijos impostergables para el manejo de la administración municipal, como se detallan a continuación:

  a) Los sueldos de los funcionarios y empleados de la administración municipal.

b)  El pago de los intereses y amortizaciones de empréstitos.

c)  El pago de obligaciones contraídas con particulares.

d)  Los que se requieren para el drenaje pluvial, cementerios y mercados.

e) Los que sean necesarios para cumplir con las obligaciones y las leyes municipales.

f)  Los que se refieren a los costos de apertura, reparación, construcción e inspección de obras y demás espacio de dominio público.
g) Los que de manera expresa señalan las leyes o resoluciones municipales.

h) Los necesarios para la adquisición y conservación de los bienes muebles e inmuebles necesarios para las actividades de oficinas y servicios municipales.

Los gastos facultativos son aquellos gastos que responden a los establecidos por ley para ejecutoria municipal, como los que se detallan a continuación:

a) Los que se destinen a la creación y sostenimiento de los cuerpos de bomberos.

b) Para sostener y mejorar los servicios de utilidad pública.

c) Para la creación y sostenimiento de escuelas, bibliotecas, parques zoológicos, teatros, campos deportivos y de recreación.

d) Pago de pensiones y jubilaciones.
2.5.3  EFECTIVIDAD RELATIVA DEL SISTEMA
Desde 1961, cuando finalizó la dictadura de Trujillo, en el país no ha habido un gobierno encabezado por militares. Sin embargo, República Dominicana ha vivido 30 años de gobiernos repetidos desde que se instauró la democracia: 22 años de gobiernos autoritarios del Dr. Joaquín Balaguer y ocho de gobierno democrático del Dr. Leonel Fernández, quien ha gobernado en dos períodos no consecutivos y tiene aspiraciones a extenderlos cuatro años más. Los gobernantes que sólo rigieron un período fue porque no pudieron reelegirse, no porque dejaran de intentarlo
.

Esta circunstancia evidenciaría que la relativa estabilidad del sistema ha estado basada en una alternancia muy limitada del poder central y en una permanente continuidad del sistema, que no se ha correspondido con la necesidad de fortalecimiento de las instituciones políticas ni con la ampliación de los valores fundamentales de la democracia, como la participación, el estado de derecho y el desarrollo humano.

2.6  EL AYUNTAMIENTO MUNICIPAL
Definición y Objetivos del Ayuntamiento. El ayuntamiento constituye la entidad política administrativa básica del Estado dominicano, que se encuentra asentada en un territorio determinado que le es propio. Como tal es una persona jurídica descentralizada, que goza de autonomía política, fiscal, administrativa y funcional, gestora de los intereses propios de la colectividad local, con patrimonio propio y con capacidad para realizar todos los actos jurídicos que fueren necesarios y útiles para garantizar el desarrollo sostenible de sus habitantes y el cumplimiento de sus fines en la forma y con las condiciones que la Constitución y las leyes lo determinen.

Competencias Municipales. La Constitución, la presente ley y las leyes sectoriales definen los ámbitos de actuación en cada una de las competencias para los diferentes entes en la división política administrativa de la administración publica, lo cuales deben garantizar conjuntamente la gestión eficiente, eficaz, transparente y participativa, en base a los principios de descentralización, desconcentración, concurrencia, coordinación y subsidiariedad. Estas aseguraran a los ayuntamientos el ejercicio y/o la transferencia progresiva de las competencias propias, concurrentes o delegadas, en función de las características de la actividad pública que se trate, las capacidades de gestión existentes en cada uno de ellos y la garantía del derecho a la suficiencia financiera para el adecuado ejercicio.

Competencias Propias del Ayuntamiento. El ayuntamiento ejercerá como propias o exclusivas la competencia en los siguientes asuntos:

a) Ordenamiento del transito de vehículos y personas en las vías urbanas y rurales.

b) Normar y gestionar el espacio público, tanto urbano como rural.

c) Prevención, extinción de incendios y financiación de las estaciones de bomberos.

d) Ordenamiento del territorio, planeamiento urbano, gestión del suelo, ejecución y disciplina urbanística;

e) Normar y gestionar el mantenimiento y uso de las áreas verdes, parques y jardines.

f) Normar y gestionar la protección de la higiene y salubridad públicas para garantizar el saneamiento ambiental.

g) Construcción de infraestructuras y equipamientos urbanos, pavimentación de las vías publicas urbanas, construcción y mantenimiento de caminos rurales, construcción y conservación de aceras, contenes y caminos vecinales.

h) Preservación del patrimonio historico y cultural del municipio.

i) Construcción y gestión de mataderos, mercados y ferias.
j) Instalación del alumbrado publico
k) Limpieza vial
l) Construcción y gestión de cementerios y servicios funerarios. Servicios de limpieza y ornato público, recolección, tratamiento y disposición final de residuos sólidos. 
m) Ordenar y reglamentar el transporte público urbano
n)   Promoción, fomento y desarrollo económico local
Los ayuntamientos podrán ejercer como competencias compartidas o Coordinadas todas aquellas que corresponden a la función de la administración pública, salvo aquellas que la Constitución le asigne exclusivamente al Gobierno Central, garantizándoles como competencias mínimas el derecho a estar debidamente informado, el derecho a ser tomado en cuenta, el derecho a participar en la coordinación y a la suficiencia financiera para su adecuada participación.

Estos derechos participativos corresponden de manera específica a las siguientes necesidades:
a) La coordinación en la gestión de la prestación y financiación de los servicios sociales y la lucha contra la pobreza, dirigido a los grupos socialmente vulnerables, y principalmente, a la infancia, la adolescencia, la juventud, la mujer, los discapacitados y los envejecientes.
b) Coordinación, gestión y financiación de la seguridad ciudadana y mantenimiento del orden público.
c) Coordinación y gestión de la prestación de los servicios de atención primaria de salud.
d) Promoción y fomento de la educación inicial, básica y capacitación técnico-vocacional, así como el mantenimiento de los locales escolares públicos.
e) Coordinación de la provisión de los servicios de abastecimiento de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales.
f) Promoción de la cultura, el deporte y de la recreación.
g) Defensa civil, emergencias y previsión de desastres
h) Promover la prevención de la violencia intrafamiliar y de género, así como de apoyo y protección de derechos humanos.
i) Desarrollo de políticas públicas focalizadas a mujeres jefas de hogar y madres solteras. 

j) Promoción y foment0 del turismo

El Gobierno Central, y cualquier otro ente de la administración pública, podrían delegar total o parcialmente el ejercicio de otras competencias a los ayuntamientos, previa aceptación de los mismos, siempre que con ello se mejore la eficacia y eficiencia de la gestión publica y se alcance una mayor participación ciudadana y transparencia. La disposición o el acuerdo de delegación deben determinar el alcance, contenido, condiciones y duración de esta, asa como 10s medios personales, materiales y económicos que esta Transfiera.

Los ayuntamientos podrán solicitar la delegación de determinadas competencias a1 Gobierno Central, respondiendo a la demanda de la ciudadanía, la demostración de que pueden hacer un ejercicio de las mismas más eficiente, eficaz, transparente y participativa.

2.7  INGRESOS MUNICIPALES
Los aspectos económicos de la descentralización son muy relevantes y demandan análisis eminentemente técnicos, pues los errores cometidos en esta materia pueden anular los beneficios del proceso descentralizador e incluso provocar otros problemas vinculados a la capacidad de gestión, transparencia y rendición de cuentas de los municipios
.

Historia reciente

Con la Ley 140, que entró en vigencia el 1 de enero de 1984, se inició un proceso de fortalecimiento de los ingresos municipales, al asignarles a los ayuntamientos el 20% de las recaudaciones de Rentas Internas. En su momento, esta ley se consideró una conquista importante porque establecía un ingreso fijo y proporcional para los municipios del país y limitaba la discrecionalidad del gobierno mediante un mecanismo de distribución basado en el criterio demográfico. No obstante, aunque estos ingresos implicaron un aumento en los recursos que recibían los municipios, nunca llegaron a alcanzar ni siquiera el 1% de los ingresos ordinarios del gobierno central.

En 1996 se inició la discusión para modificar esta ley, en el marco de un debate sobre el monto en las asignaciones a los municipios. El gobierno nacional se opuso, posición que estuvo matizada por el hecho de que la mayoría de los ayuntamientos estaban bajo el control de la oposición política.

En 1997 se sustituyó la Ley 140 por la Ley 17-97, que dispuso que en vez del 20% de las recaudaciones por rentas internas se transfiriera a los ayuntamientos el 4% de los ingresos internos, incluyendo los ingresos adicionales y los recargos. A partir de 2001 se dispuso administrativamente elevar esta porción al 5% y para el presupuesto del año 2003 se dispuso incrementar las transferencias al 6%. Finalmente, la Ley 17-97 fue modificada por la Ley 166-03 para establecer incrementos graduales, de forma que en 2004 los ayuntamientos deberían recibir el 8% y a partir del año 2005, el 10%.
Sin embargo, períodos alternados de discrepancia política entre los partidos del gobierno central y los partidos que dominan los municipios han determinado que se busquen mecanismos poco transparentes para eludir transferencias de esa magnitud. En realidad nunca se ha llegado al 10%. En el año 2006 la proporción alcanzada fue de sólo 6.8%. No obstante, estas leyes han multiplicado los ingresos de los ayuntamientos por casi 12 veces en términos reales; en porcentaje del PIB los ingresos pasaron de 0.2% a 1.2% en poco más de una década. En porcentaje de los ingresos ordinarios del gobierno central pasaron de 1.3% a 6.8% para el mismo período.

La transferencia promedio a una entidad, ya sea municipio o distrito municipal, se multiplicó por cinco en términos reales, pasando 2 millones de pesos en 1995 a 10 millones de pesos en 2006 (a precios de 1995). Estos recursos se distribuyen según el número de habitantes de cada entidad, tomando como referencia el último censo58 y estableciendo un mínimo de 500 mil pesos mensuales para los municipios y 250 mil pesos al mes para los distritos municipales. Estas cantidades se incrementarán anualmente en el mismo porcentaje en que aumenten las transferencias totales.

Esta forma de ejecución de la ley afectaba a los municipios grandes, ya que la Liga Municipal Dominicana (LMD) establecía los montos para los municipios y distritos municipales que no alcanzaban el mínimo y distribuía el remanente entre los demás. El problema era que con la fragmentación política del territorio cada vez había más municipios pequeños, afectando a los grandes.
Como medida administrativa la Liga Municipal Dominicana congeló los montos en 1 millón de pesos mensual para los municipios y 435 mil pesos para los distritos municipales. En el año 2006, el ingreso per cápita anual de los municipios era de 1,144 pesos y el 25% de éstos recibía menos de 5.6 millones de pesos al año, lo que representaba el 3.1% de las transferencias del gobierno.

La tendencia ha sido que por cada 100 millones de pesos adicionales que, entre 1995 y 2006, se agregan a las transferencias se crean casi dos entidades municipales (1.76 entidades). Este proceso de dispersión, si bien ha contribuido a hacer más democrática y justa la distribución territorial de los recursos públicos, tiene el inconveniente de que debilita el régimen municipal por la proliferación de entidades sin las capacidades adecuadas
.

¿Qué valoraciones hace la población sobre los ingresos y los municipios? La LAPOP 2006 incluyó dos preguntas que indagaban sobre las responsabilidades y el financiamiento de los gobiernos municipales. Resultó que el 47.7% de las personas encuestadas consideraban que “debe asignarse más obligaciones y recursos a los ayuntamientos” y que el 34.9% estaba “incluso dispuesto a pagar más impuestos a los ayuntamientos, de manera que puedan prestar mejores servicios”. Es decir, en más de un tercio de la población hay “deseo y conciencia de que los ayuntamientos deben jugar un papel más activo y de mayor calidad en la oferta de los servicios a la población”.

Esta actitud hacia los ayuntamientos se refleja en un aumento de confianza entre 2004 y 2006. En efecto, en una escala de 1 a 7, la confianza en los ayuntamientos subió de 3.1 a 4.6.

Las fuentes de ingresos

La situación financiera de los gobiernos municipales ha sido poco estudiada. No existe un adecuado sistema de estadísticas de finanzas públicas municipales, pues ningún órgano central procesa y consolida las informaciones individuales de los municipios y las publica de forma organizada y consistente.

En muchos municipios se niegan a informar en detalle de sus ingresos y gastos o están incapacitados para hacerlo bien, de modo que cuando aparecen algunas estadísticas globales del ámbito municipal suelen estar desfasadas, incompletas o inconsistentes. La Oficina Nacional de Estadísticas (ONE), respondiendo a una solicitud para este informe, indicó que la cobertura de municipios que reportan ingresos y gastos ha mejorado, pero sólo abarca el 70%. 

Los ingresos de los municipios proceden de una serie de antiguas leyes (generalmente aprobadas por el Congreso Nacional en vez de por los órganos legislativos de los municipios), mediante las cuales se establecieron varios tributos, tarifas y cobros por servicios aplicados sobre operaciones económicas de pequeña monta, a los que se les suele llamar impuestos, arbitrios o tasas, por eventos o rentas. 

El Distrito Nacional

El Distrito Nacional es una de las entidades municipales que menos depende de los ingresos de la Liga Municipal Dominicana (Anexo). En 2006, el 40% de sus ingresos totales eran propios y esa fuente ha crecido en los últimos años, desde un 22% en 2002. Los ingresos propios por habitante en términos reales (a precios de 2002) se han multiplicado por 2.66 veces y en términos nominales por casi seis (Anexo).

La principal fuente de recursos propios en el Distrito Nacional son los ingresos por concepto de letreros, vallas, espectáculos, parqueos, drenajes pluviales, pozos, moteles, etc., que representan 70% del total. Le siguen los ingresos que capta la Dirección de Registro Civil (9%) (Anexo). Hay que señalar que la estructura de los ingresos del Distrito Nacional se ha modificado sustancialmente en apenas cinco años.
El resto de los municipios y distritos municipales

Para el resto de los municipios y distrito municipales del país, un análisis por tipo y fuente de ingreso indica lo pírrico, concentrado y obsoleto de las fuentes generadoras.

Ingresos propios

Los ingresos propios son los que resultan de cobrar algún impuesto, tasa o arbitrio que la ciudadanía debe pagar directamente. Entre 2002 y 2004 los ingresos propios de los municipios y distritos municipales representaban entre el 9% y el 10% de los ingresos totales, alcanzando el 0.49% de los ingresos ordinarios del gobierno central y el 0.08% del PIB. Esta fuente de ingresos es muy elástica al tamaño de la población, ya que por cada 1% de diferencia en el tamaño de la población entre los municipios se genera el 1.46% de diferencia de “ingresos propios” entre los mismos. Esto implica que hay un potencial de captación en los municipios grandes, no así en los pequeños.
Por municipios y distritos municipales, los ingresos propios han llegado a representar el 45% de los ingresos totales, como ocurre en Caberete. En Baní representan el 38%, en Higüey, el 29%, y en Santiago, el 23%, seguidos de Dajabón, El Rosario (Pueblo Viejo, Azua), Las Terrenas y Boca Chica.
El promedio no ponderado de la participación de los ingresos propios en los fondos totales por entidad municipal es de 4.2% y en la mitad de ellas esta proporción está por debajo de 2.3% (Anexo). Clasificados por tipo de ingresos, la mitad de los ingresos propios de los ayuntamientos provienen de rentas diversas, seguidos de ingresos por tasas y establecimientos y proventos. 
Las diez principales fuentes de estos ingresos representan el 65% de los ingresos propios, siendo la principal la recogida de basura, que representa el 18%, seguido de licencias para construcciones y salinas (Anexo). 

Los “otros ingresos especiales y diversos” 

Existe una categoría de ingresos productos de circunstancias especiales como: préstamos, productos de subastas, ventas de bienes inmuebles, remedición y subdivisión de solares, transferencia de fondos, superávit del año anterior, etc. Durante el período 2002-2004 representaban alrededor del 7% de los ingresos totales de las entidades municipales, alcanzando el 0.38% del ingreso ordinario del gobierno central y el 0.06% del PIB.

Los municipios que más han utilizado esta fuente, proporcionalmente a sus ingresos totales, son Santiago, San Rafael del Yuma y Bahoruco. En general, el promedio simple de lo que representa esta fuente en los ingresos municipales es de 5.1% y en la mitad de los municipios esta fuente representa menos del 4.7% del total (Anexo).

Hay que notar que una sola fuente, los “empréstitos” explican el 67% de los ingresos, seguida de los “reintegros” (20%). Ambas justifican el 87% de este tipo de ingreso.
Las subvenciones y donaciones

Son los ingresos que provienen de la Ley 166-03 de los subsidios a los municipios menos favorecidos, subsidios extraordinarios y donaciones del Estado, los cuales representan alrededor del 83% de los ingresos totales.

Los 20 municipios con más ingresos propios

La estructura de ingresos de los 20 municipios y distritos municipales con mayor ponderación de los ingresos indica que la principal fuente es la recogida de basura, sobre todo para los ayuntamientos de Cabarete (9.8% de sus ingresos totales) y Santiago (11.5%)
.

Las licencias para construir y la tasa del 5% sobre terrenos no urbanizados son también importantes, en particular para los municipios con elevado flujo turístico (Cabarete, Higüey, Las Terrenas, Boca Chica, Sosúa y Puerto Plata). La ubicación geográfica de la entidad municipal explica la preponderancia de ciertos tipos de ingresos propios. Es el caso de Baní, donde las salinas generan el 25.8% del total de sus ingresos propios, y de Dajabón y Comendador, dos municipios fronterizos donde los mercados y hospedajes (relacionados al comercio domínico-haitiano) generan el 13% y el 11.2%, respectivamente, del total de sus ingresos municipales.

Otras fuentes importantes son el rodaje y transporte de materiales (12.1% de los ingresos de San Gregorio de Nigua) y la matanza y expendio de carnes (20% de El Rosario). Del análisis de las fuentes de ingresos propios para estos 20 municipios y distritos municipales, se concluye que no hay un patrón definido del origen de los recursos.

¿De dónde captar recursos?

El financiamiento por medio de ingresos tributarios propios en el presupuesto municipal se ha reducido en términos relativos. En la década de 1960 financiaban la mayor parte de los gastos municipales, pero ya en 1995 eran de alrededor del 38%. En 2001 habían bajado a menos de una sexta parte (16%) y para el trienio 2002-2004 estaban en un 9%. Esto conlleva el peligro de que el esfuerzo por recaudar desaparezca en gran parte de los municipios pequeños y medianos, tomando en cuenta el escaso rendimiento de las figuras tributarias que deben explotar.

Este informe entiende que para lograr el desarrollo humano la forma de financiar los municipios debe considerar tres elementos: auto-financiamiento, equidad y eficiencia. El primero contribuye a mejorar la capacidad de agencia, la autonomía, la autogestión y el empoderamiento de las comunidades.

Fortalece la fiscalización ciudadana en el gobierno local, la exigencia de rendición de cuentas y la democracia. La equidad garantiza el equilibrio entre la capacidad de autofinanciamiento de los municipios y las transferencias necesarias gubernamentales para lograr producir bienes y servicios públicos en todos los municipios. Es decir, el Estado debe garantizar que toda la ciudadanía tenga acceso a la igualdad de oportunidades.

Finalmente, la eficiencia se refiere a la relación entre resultado y esfuerzo, a la armonía en materia de política macroeconómica y eficaz administración tributaria.
¿Qué propone la nueva Ley de Municipios?
La Ley 176-07 establece diez tipos de tributos que incluyen los arbitrios, derechos y contribuciones, ingresos de patrimonio, impuestos y tasas, participaciones en los ingresos del Estado, subvenciones especiales, venta de productos y servicios, crédito y otras. También establece que los arbitrios deben respetar los principios de que no se superpongan a los impuestos nacionales y no afecten ninguna actividad situada fuera del territorio. Además, la ley eliminó la restricción que existía de que los tributos debían someterse al Consejo Nacional de Desarrollo a través del Secretario Técnico de la Presidencia. También se establece la colaboración entre la Administración Tributaria.
Las fuentes de ingresos propios en los municipios son pírricas, concentradas y obsoletas. Son incompetentes los ayuntamientos en todos los órdenes de gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos municipales.

El gran desafío

El desarrollo municipal necesita recursos y estos tienen que estar debidamente fiscalizados por la población y la administración central. La actual estructura de ingresos municipales poco ayuda al empoderamiento de los ayuntamientos. En la mitad de ellos los ingresos propios apenas representan el 2.3% de los ingresos totales. A estos montos pírricos se suma la naturaleza de los ingresos, cuyo tipo y fuente (basura, fiestas, juegos) denotan un severo atraso institucional que no encaja con los propósitos de generar desarrollo humano y satisfacer las nuevas competencias contemplada en la Ley 176-07.

Algunas de las medidas que se pueden tomar son:

1. Modificar la forma de asignación de la transferencia pública, tomando en consideración diferentes criterios además del de población. Hay que disponer de un sistema objetivo sobre la base de logros, competencias por los recursos y transparencia. Ello exige una fórmula objetiva y conocida con criterios claros. En el II Foro de Desarrollo Humano, un documento publicado en 2007 que complementa este informe, se detallan las diferentes formas de asignación de recursos en 12 países de América Latina, donde se incluyen elementos como valor agregado, distribución del ingreso, niveles de pobreza y metas alcanzadas.
2. Mejorar la capacidad técnica recaudadora de los impuestos de carácter local, como el impuesto a los rodamientos y a la propiedad.
3. Mejorar la coordinación entre las entidades recaudadoras a nivel nacional y local.

En resumen

Las principales conclusiones que podemos extraer sobre los tipos y fuentes de ingresos de los municipios son: La situación financiera de los municipios ha sido poco estudiada y la información existente es en general de mala calidad, por lo que se hace imposible armar series en el tiempo. Los ingresos de los municipios proceden de leyes antiguas y se pueden dividir en tres grupos: ingresos circunstanciales, propios y subsidios del gobierno central.

Las transferencias del gobierno central a los municipios se han multiplicado por 12 veces, en términos reales, en once años. Los ingresos de los municipios nunca han alcanzado la meta del 10% de los ingresos ordinarios establecido por ley. El año de mayor transferencia fue 2006 con casi 7%.

En el Distrito Nacional los ingresos propios crecen en términos absolutos y relativos. Han llegado a financiar casi el 40% del presupuesto total. Las principales fuentes de recursos propios en el Distrito Nacional son los ingresos por concepto de letreros, vallas, espectáculos, parqueos, drenajes pluviales, pozos, moteles, etc.

Para el resto de los municipios del país, un análisis por tipo y fuente de ingreso indica lo pírrico, concentrado y obsoleto de la fuente que genera ingresos municipales. Los ingresos propios de los municipios representan entre el 9% y el 10% de las recaudaciones totales. Por municipios esta fuente representa en promedio el 4.2% de las entradas y en la mitad de los municipios esta fuente representa menos del 2.3% de los ingresos, mostrando una relación positiva con el tamaño del municipio. Entre los 20 municipios en los que esta fuente registra un mayor peso hay una notable presencia de municipios con actividad turística. Además, la principal fuente por este concepto es la recogida de basura.

El desarrollo municipal necesita recursos y estos tienen que estar debidamente fiscalizados por la población y la administración central. Los ingresos especiales representan alrededor del 7% de los ingresos totales y la principal fuente son los empréstitos. Las subvenciones y donaciones representan alrededor del 83% de los ingresos totales de los municipios, sin incluir al Distrito Nacional, el cual se analizara de manera independiente.
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3.1  DESCRIPCION
Describir las políticas públicas para el desarrollo, tipologías, clasificación, reformas y modernización del estado para generación de empleo y desarrollo humano.
3.2  CONCEPTUALIZACION
Se definen “políticas públicas” como la disciplina de la Ciencia Política que tiene por estudio la acción de las autoridades públicas en el seno de la sociedad.
 
Las áreas de análisis social sobre el cual actúan las políticas públicas son:

· La economía, la infraestructura carretera y expansión de las vías generales de comunicación, las telecomunicaciones, desarrollo social, la salud y la seguridad pública, entre otras;

· Los Tratados internacionales y las Declaraciones de principios de los Estados individuales o unidos en agrupaciones regionales: Naciones Unidas, América latina, Unión Europea, etc. con énfasis en la Cohesión social y la Gobernabilidad para desarrollos integrales (o totales);

· El Desarrollo Social;

· Los presupuestos anuales de los Estados y las Administraciones autonómicas y municipales.;

· Los planes de desarrollo anuales, quinquenales, etcétera; 

· La Administración pública o sistema burocrático y sus planificaciones. 

Asimismo, se entiende por “políticas públicas” el conjunto de objetivos, decisiones y acciones Conjunto de objetivos, decisiones y acciones que lleva a cabo un gobierno que lleva a cabo un gobierno para solucionar los problemas para solucionar los problemas que en un momento determinado que en un momento determinado los ciudadanos y el propio gobierno los ciudadanos y el propio gobierno consideran prioritarios. Tanto la política como las políticas públicas tienen que ver con el poder social. Pero mientras la política es un concepto amplio, relativo al poder en general, las políticas públicas corresponden a soluciones específicas de cómo manejar los asuntos públicos. El idioma inglés recoge con claridad esta distinción entre política y policías.

Las políticas públicas son un factor común de la política y de las decisiones del gobierno y de la oposición. Así, la política puede ser analizada como la búsqueda de establecer políticas públicas sobre determinados temas, o de influir en ellas. A su vez, parte fundamental del quehacer del gobierno se refiere al diseño, gestión y evaluación de las políticas públicas.


En su acepción más amplia, la política es la ciencia que tiende a conformar, tanto las propuestas de políticas públicas, como aquellas que se concretan. Quien quiere el gobierno, quiere políticas públicas.

Las políticas públicas resultan útiles para estudiar diversos aspectos de la política, tales como la discusión de la agenda pública por toda la sociedad, las elecciones entre candidatos y sus programas, las actividades del gobierno, las actividades de la oposición, los esfuerzos analíticos sobre estos temas En torno a políticas públicas se puede: definir el contenido de las discusiones políticas; diferenciar problemas y soluciones de manera específica o  plantear esfuerzos compartidos

Sin embargo, la política y las políticas públicas pueden no encontrarse al interior de un sistema político dado, o encontrarse de maneras muy diversas. Por una parte, puede haber política sin propuestas de políticas públicas y entonces se tiene un sistema político concentrado en la distribución del poder entre los agentes políticos y sociales. La política sin políticas públicas es más demagógica, menos moderna. Y, por la otra, puede haber políticas públicas que desconsideren la política, lo que debilita la gobernabilidad social. Las políticas públicas sin política tienen un problema de diseño.

Dicho de otro modo, dentro del gobierno no se puede olvidar la política y fuera del gobierno no se pueden olvidar las políticas públicas. Si no, se trata de actividades que emprenden una larga marcha por el desierto.

Política Pública de Excelencia. Características

Una política pública de excelencia corresponde a aquellos cursos de acción y flujos de información relacionados con un objetivo político definido en forma democrática; los que son desarrollados por el sector público y, frecuentemente, con la participación de la comunidad y el sector privado. Una política pública de calidad incluirá orientaciones o contenidos, instrumentos o mecanismos, definiciones o modificaciones institucionales, y la previsión de sus resultados. 

Lo principal es la idea, el punto de vista, o el objetivo desde el cual plantear o analizar normas o disposiciones. Así es posible considerar a una norma o decisión o a varias (como el "programa" de Estados Unidos).
- Características De Una Política Pública De Excelencia
a) Fundamentación amplia y no sólo específica (¿cuál es la idea?, ¿a dónde vamos?)

b) Estimación de costos y de alternativas de financiamiento

c) Factores para una evaluación de costo-beneficio social

d) Beneficio social marginal comparado con el de otras políticas (¿qué es prioritario?)

e) Consistencia interna y agregada (¿a qué se agrega?, o ¿qué inicia?)

f) De apoyos y críticas probables (políticas, corporativas, académicas)

g) Oportunidad política

h) Lugar en la secuencia de medidas pertinentes (¿qué es primero?, ¿qué condiciona qué?)

i) Claridad de objetivos

j) Funcionalidad de los instrumentos

k) Indicadores (costo unitario, economía, eficacia, eficiencia)
BIENESTAR ECONÓMICO 

La medida del bienestar económico ha sido objeto de intenso debate debido a la dificultad de definir qué debe entenderse por bienestar. Convencionalmente se ha optado por tomar, como medida del bienestar, la cantidad de bienes materiales y servicios útiles producidos por un país, dividido entre el número de sus habitantes (lo que se conoce con el nombre de PIB per cápita) o alguna medida directamente relacionada con ésta. Aun así, existen otras medidas alternativas que se discuten más adelante
.

Para rentas nacionales bajas la Renta per cápita es mucho mejor indicador del bienestar social. Una de las razones es que la esperanza de vida está positivamente correlacionada con el PIB per cápita cuando éste se sitúa entre 0 y $4000 dólares, pero a partir de $10000 dólares apenas existe correlación entre ambos, por ejemplo. Otros factores que contribuyen al nivel de vida material de una población son: 

El desempleo, en particular el desempleo o subempleo crónico está asociado a la marginalidad, la pobreza y cierto tipo de disfunciones sociales. 

La distribución de la renta, se considera que beneficia a la sociedad una renta que esté distribuida de manera más uniforme entre los miembros de un país, a que ésta presente fuertes contrastes entre ricos y pobres.
PIB PER CÁPITA 

El PIB per cápita es la cantidad de bienes y servicios útiles disponibles para una persona dentro de un país, medido a precios de mercado. Los tres factores que más contribuyen al incremento del PIB per cápita son:

· La productividad, medida normalmente por el valor monetario de la cantidad de bienes y servicios que produce un trabajador/a en una hora. 

· El ratio de empleados por población o porcentaje de la población total que tiene un trabajo remunerado. 

· El número de horas trabajadas por cada empleado/a al año. 

Debido a las fuertes críticas que ha sufrido el PIB per cápita como indicador del bienestar social, otros indicadores o medidas del bienestar social han sido creados. Son un ejemplo:

El Índice de Desarrollo Humano (IDH) 

El Índice de Pobreza Humana (IPH) 
3.2.1 SISTEMA POLÍTICO DOMINICANO
El sistema político dominicano es resultado del avance en el proceso de democratización del país y de la interacción de la dinámica socio-económica e institucional, así como de la manera en que los cambios internacionales han influido en ese orden interno. En ese sentido hay varios elementos que lo caracterizan:

a) La centralización presidencial.

b) Estabilidad del sistema.

c) Debilidad de las instituciones.

d) Participación política de la población.

e) La lógica del poder por el poder.

f) Degradación de la política.

La centralización presidencial

La centralización del poder en la figura presidencial ha sido una práctica profundamente arraigada en el quehacer institucional del país. El origen de esa concentración no está en el artículo 55 de la Constitución, sino en la existencia de un conjunto de leyes que le dan poder al presidente. En efecto, al decirndel presidente Fernández, el artículo 55 de la Constitución “…es más o menos análogo al de cualquier constitución (…) La parte que tiene que ver con esos poderes extraordinarios surge de leyes adjetivas, propias de una época dictatorial, donde había una concentración absoluta del poder y el que ejercía el poder necesitaba tener el dominio y el conocimiento más detallado de cada acto, de cada acción que se movía a su alrededor”5. Las circunstancias han cambiado y el país se ha democratizado, más no así un conjunto de leyes que se vienen arrastrando desde épocas de gobiernos autoritarios.

La estabilidad del sistema

Desde 1961, cuando finalizó la dictadura de Trujillo, en el país no ha habido un gobierno encabezado por militares. Sin embargo, República Dominicana ha vivido 30 años de gobiernos repetidos desde que se instauró la democracia: 22 años de gobiernos autoritarios del Dr. Joaquín Balaguer y ocho de gobierno democrático del Dr. Leonel Fernández, quien ha gobernado en dos períodos no consecutivos y tiene aspiraciones a extenderlos cuatro años más. 

Los gobernantes que sólo rigieron un período fue porque no pudieron reelegirse, no porque dejaran de intentarlo. Esta circunstancia evidenciaría que la relativa estabilidad del sistema ha estado basada en una alternancia muy limitada del poder central y en una permanente continuidad del sistema, que no se ha correspondido con la necesidad de fortalecimiento de las instituciones políticas ni con la ampliación de los valores fundamentales de la democracia, como la participación, el estado de derecho y el desarrollo humano.

Debilidad de las instituciones

El sistema ha sido capaz de consolidar la democracia política, pero no ha sido capaz de disminuir las desigualdades sociales ni ha creado institucionalidad. Los progresos políticos en la democracia formal son importantes, pero no suficientes para mejorar las condiciones de vida de las personas y crear ciudadanía, lo que explica el retraso relativo del progreso social del país, a pesar del ritmo del crecimiento económico. 

Se han superado los sobresaltos y tensiones en los procesos electorales, pero se mantienen los desencuentros que evitan que los partidos políticos firmen un pacto para modernizar las instituciones básicas del sistema o para lograr un mínimo de reglas que normen la vida interna de las organizaciones, limiten el clientelismo y sellen un compromiso con el desarrollo humano a largo plazo.

Participación política

En el capítulo II se mostró que apenas el 7% de la población consideraba que los partidos políticos defendían los intereses de todos los grupos de la sociedad y el 89% entendía que los partidos protegen los intereses de “sólo algunos grupos o personas” (43%) o “sólo de los políticos” (46%). Esto junto al hecho de que el 36% de la población registra algún nivel de clientelismo y de que cerca del 58.7%6 de la población piensa que los partidos sólo sirven para participar en elecciones, evidencia que la participación política partidaria es una forma de “buscársela” en la sociedad dominicana. En cierta forma, como se discutió en el capítulo I, la ineficiencia del Estado se convierte en un medio de movilidad social que compensa el carácter excluyente del modelo económico e institucional.

La lógica del poder por el poder

La democracia dominicana tiene el desafío de superar los aspectos formales de su discurrir y convertirse en una democracia sustantiva, que sea socialmente incluyente.

Para ello, se tiene que transformar la cultura política, en particular el círculo perverso del sistema político, donde el poder se usa básicamente para acumular más poder y se ejerce en forma centralizada
.

Esta lógica del poder por el poder conduce a una apropiación del Estado en manos de los partidos políticos, que cada cuatro años se reparten el “botín”, sustituyendo una parte importante de los y las empleados públicos en función de la “partidocracia” y deteriorando la capacidad del Estado de generar desarrollo humano.

Así se crea una estructura de lealtades entre quienes trabajan en el “servicio público” y quienes trabajan en la política, que deteriora la gestión estatal en detrimento de la profesionalidad y del sistema de méritos y recompensas.
La degradación política

Otra consecuencia es que la política electoral dominicana se ha vaciado de contenidos y de propósitos de desarrollo. El debate político se centra en la cuestión de la continuidad del mando que dirige y en el ejercicio mismo del poder, más que en mejorar los niveles de vida de la población.

La experiencia reciente de las elecciones de 2006 ha mostrado que existen liderazgos locales capaces de modificar la cultura de centralización, porque han sustentado su éxito en una buena gestión, aún enfrentando a la cúpula de sus propios partidos. Este resultado fortalece el sistema político y el Estado en la medida en que la población “premia” con el voto gestiones locales exitosas y reafirma la posibilidad de que una comunidad ejerza su derecho a elegir libremente. La falta de reglas efectivas que normen la actividad política constituye uno de los factores que determinan que el sistema de partidos sea en realidad un sistema de agencia de las facciones partidarias para reproducirse en el poder, más que un sistema de mediación para que la comunidad participe en los poderes del Estado. La lógica de funcionamiento de los partidos políticos parece operar al margen de cualquier proyecto de sociedad orientado hacia la inclusión social y la creación de libertades reales para que las personas puedan alcanzar lo que valoran en la vida.

Es decir, se crea una partidocracia que se apropia y monopoliza la mediación entre el Estado y la sociedad, sin ningún mecanismo de control. Los partidos se independizan de las exigencias y necesidades de la sociedad, constituyendo un universo propio. Mientras un grupo de dirigentes controla el partido, ejercen una hegemonía sobre la sociedad por vías espurias, aprovechando que las reglas lo permiten, pero degradando el quehacer político7.
Clientelismo

La degradación de la política partidista ha llegado a niveles que se mueven entre lo trágico y lo cómico. A mediados de 2007, el Senado de la República debatía sobre el “barrilito” o el “cofrecito”, que consiste en una asignación mensual a los senadores que fluctúa entre 420 mil pesos a 900 mil pesos para un monto de 19.1 millones de pesos mensuales, con el propósito de “asistencia social” y el argumento de que las y los senadores tienen compromisos que cumplir con su electorado. Siguiendo esta lógica, el Estado tendrá que proporcionarle millones de pesos a las y los síndicos, diputados y regidores, violentando la ley.

Según la Constitución dominicana, el Poder Legislativo tiene como función aprobar leyes, y nada hay que, justifique funciones de asis- La partidocracia monopoliza la mediación entre el Estado y la sociedad, sin ningún mecanismo de control tencia social. Ésta es una forma graciosa de repartir dinero del erario público que deslegitima el pago de impuestos de la ciudadanía, pues al final estos recursos sirven para pagar el clientelismo de los partidos políticos. Otro ejemplo es la disputa que se presentó a mediados de 2007 por el control de los Distritos Municipales. En la Ley 176-07 se introdujo un párrafo transitorio que establece que las y los directores y vocales de los distritos municipales existentes al momento de promulgarse la Ley de Municipios permanecerán en sus cargos hasta el 16 de agosto de 2010 (Artículos 80-81). 
Esto desató una lucha entre los tres partidos políticos mayoritarios por controlar los distritos municipales, que se ha traducido en violencia y asalto a locales, con despliegue de armas de fuego en 44 distritos municipales. Esta lucha se explica por el control de los recursos que van a los distritos y ha ido acompañada de denuncias sobre la venta8 en “pública subasta” de los distritos municipales por parte de síndicos y regidores.

Los partidos políticos no cuentan con mecanismos internos de persuasión o sanción para sofocar la rebelión de las salas capitulares insubordinadas contra la dirección partidarios, lo cual ha llevado a que los secretarios generales de los tres partidos mayoritarios le soliciten a la Liga Municipal Dominicana (LMD), la Tesorería Nacional y la Secretaría de Interior y Policía que desconozca a las autoridades que pasaron a dirigir los distritos municipales, además de la anulación de las actas de las asambleas en que se produjeron esas designaciones10, bajo el argumento de que han violentado la ley y la voluntad de los partidos políticos.
En resumen

El sistema político ha dado muestras de gran estabilidad a través del tiempo, caracterizándose por poca alternabilidad, incapacidad de enfrentar la desigualdad y de crear instituciones sólidas. A largo plazo, ha creado una partidocracia que monopoliza las relaciones entre el Estado y la sociedad, le resta capacidad de mediación al sistema, que se reproduce sin propuestas de solución y degrada la política.
3.2.2 POLÍTICAS PÚBLICAS DE DESARROLLO
En el enfoque de desarrollo humano, la libertad individual tiene que coexistir con las libertades de las demás personas, de manera que el límite de la libertad propia es la libertad ajena. Así, el desarrollo humano implica un proceso que hace a todas las personas igualmente libres. O sea, que la lógica de la libertad implica la lógica de la equidad, aunque ser iguales en un sentido implica ser desiguales en otros. Por ejemplo, la equidad en el acceso a las oportunidades tiene resultados diferentes en las personas.

En este sentido, las políticas públicas deben establecer los límites de las libertades individuales cuando se trate de garantizar el bienestar y la calidad de vida de las mayorías en el presente o para futuras generaciones.

Por ejemplo, deben impedir el abuso de poder de una empresa que contamine y regular el uso del territorio para evitar que sea más vulnerable a la amenaza de fenómenos naturales. Este tipo de decisiones constituyen la base de la política ambiental en una sociedad dada y se concretizan en los arreglos institucionales e instrumentos de gestión de dicha política.

El Estado debe garantizar la equidad en el acceso a las oportunidades y al capital natural que no se encuentre en todas las regiones; debe regular las actividades productivas, en función de las potencialidades biofísicas y de las necesidades de la población, y debe legislar y fiscalizar los arreglos institucionales.

En el ámbito local, la acción descentralizada del Estado debe preservar la coherencia en la gestión de un territorio (o región), a fin de preservar la integridad de una política de desarrollo. El compromiso es político y deliberado en la medida en que implica la asunción de la eficiencia, la equidad, el empoderamiento y la libertad como modus operandi fundamentales de las estrategias productivas y de desarrollo.
Asimismo, se entiende por “políticas públicas” el conjunto de objetivos, decisiones y acciones Conjunto de objetivos, decisiones y acciones que lleva a cabo un gobierno que lleva a cabo un gobierno para solucionar los problemas para solucionar los problemas que en un momento determinado que en un momento determinado los ciudadanos y el propio gobierno los ciudadanos y el propio gobierno consideran prioritarios. Tanto la política como las políticas públicas tienen que ver con el poder social. Pero mientras la política es un concepto amplio, relativo al poder en general, las políticas públicas corresponden a soluciones específicas de cómo manejar los asuntos públicos. El idioma inglés recoge con claridad esta distinción entre politics y policies
.
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Formas de participación no electiva
La sociedad puede influir políticamente en la determinación de las políticas públicas de manera más específica, continuada y decisiva que a través de los partidos políticos y las elecciones. La “sociedad civil” no puede esperar que los individuos formen grandes asociaciones voluntarias para fomentar temas de interés público, a menos que existan condiciones especiales para ello.

Los procesos de concertación suponen la existencia de una serie de factores, tales como la participación de los agentes sociales en la elaboración y toma de decisiones de políticas públicas; su responsabilidad respecto a normas de la negociación y su voluntad de cooperación. Para que la concertación sea percibida como un ejercicio legítimo y conveniente, ella debe atender a los diversos intereses y partes. 

Por otra parte, el consenso representa una observación en un continuo. Es poco frecuente y poco duradero, salvo excepciones.

En el análisis político suele asumirse muy estrictamente una racionalidad de las expectativas. Para evaluar sus ganancias con un cambio de política los agentes deben entender completamente como los afectaría tal cambio, incluyendo sus efectos generales de equilibrio. Mediante la participación de personas o grupos ellos pueden influir, hacerse presentes, en la agenda pública y también en la formulación, ejecución y evaluación de las políticas públicas. Esto puede favorecer el tratamiento de los temas públicos, al haber menos temas “no atribuibles” a algún grupo social:

- Ella permite una distribución más equitativa del poder y una mayor visibilidad de los problemas sociales; con frecuencia puede ser la base de capacidades determinadas en los grupos beneficiarios, además de aumentar la efectividad y la eficacia de las políticas.


- La participación es un modo privilegiado en que los ciudadanos y las organizaciones que los agrupan puedan hacer valer sus opiniones en el período que va entre un acto eleccionario y otro.


- Representa un complemento indispensable de la burocratización de los actos gubernativos, otorga mayor transparencia al sistema político y agiliza la consideración de los problemas sociales más relevantes; es también fundamental si se desea transferir más poder a la ciudadanía.

- La participación es también un modo privilegiado de expresar la participación social; de hacer presente a los diferentes grupos, tanto en sus demandas específicas, como en su visión del mundo. Es una manera en la que la sociedad se reconoce a sí misma. 

Comunidad y creación de políticas públicas para el desarrollo 
Un conjunto de prácticas y políticas atrasadas sigue alimentando el círculo vicioso de la fragmentación en la participación ciudadana y en la gestión gubernamental, impidiendo la consolidación del desarrollo sustentable, que apueste a unificar esfuerzos hacia un desarrollo que beneficie a toda la comunidad nacional. Ello reclama una cultura para el cambio que debe estar apoyada en una voluntad política que instaure una agenda política hacia un desarrollo sustentable para el mediano y largo plazo, sin por ello renunciar a la inmediatez de problemas que reclaman medidas de urgencia. Esta cultura para el cambio debe impulsarse tanto desde el gobierno nacional como desde los gobiernos locales pero debe ser redescubierto desde la iniciativa de las comunidades, municipios, provincias y organizaciones regionales o locales que participen en el diseño y ejecución de políticas de desarrollo.
Condiciones básicas del desarrollo sustentable

· El desarrollo solo es sustentable si es “integral”;

· Lo integral es posible si se posibilitan los mecanismos sociales, económicos y político democráticos a mediano y largo plazo organizados a favor del bien común (social) y del manejo sustentable de los recursos;

· La “transversalidad” implica la combinación de la iniciativa y participación ciudadana con una gestión gubernamental (local y nacional) dispuesta a democratizar los procesos de accesibilidad participación, a construir instrumentos y mecanismos que favorezcan el control social y ambiental de la comunidad en las políticas públicas;

· Lo ambiental como una dimensión constitutiva del desarrollo es responsabilidad de los gobiernos y también de la comunidad organizada, del ciudadano individual y de las organizaciones sociales, económicas y políticas de representación;

· El desarrollo, como fenómeno complejo, reclama de la construcción constante de un espacio público que maneje las crisis sociales y ecológicas en una forma que no se siga profundizando la depredación y la exclusión.

Poder local versus gobernabilidad
CALAME y TALMANT
 plantean que la forma en que se desarrolla la gobernabilidad de una comunidad humana en un territorio concreto, manifiesta las formas de desarrollo integral o no. Para ello oponen la visión que privilegia el centralismo y la visión de “subsidiariedad” (que privilegia la diversidad, la descentralización y la autonomía local por si misma) para plantear la “subsidiariedad activa”. 

Esa visión busca mediar en el conflicto que impide articular las energías e iniciativas locales con la articulación a nivel nacional y regional para un desarrollo compartido y abierto. El problema fundamental está en como la contradicción de delegar poder (de lo local a lo nacional o de lo nacional a lo local) puede hacerse sin afectar la gobernabilidad
.

El conflicto entre lo local y lo nacional, las formas de la descentralización y las políticas de estado no han encontrado aún el sistema de responsabilidad compartida que lo haga viable y sustentable. Una agenda basada en esas pretensiones debería tomar en cuenta lo siguiente:
· La reforma del Estado debería asumir formas que pongan a la burocracia y las estructuras del estado (barrial, local, municipal o nacional) como facilitadores articulados a favor de la comunidad, y no a la inversa. Se reclama profundizar una reforma administrativa y de gestión centrada en la ciudadanía y el desarrollo de la comunidad en una forma sustentable más que en los procedimientos burocráticos como hoy;

· Fortalecer la organización, iniciativa y responsabilidad ciudadana no solo a través de proyectos aislados y descoordinados sino en función de programas a mediano y largo plazo que busquen consolidar la ampliación de la participación y no solo la articulación entre los responsables de lo gubernamental, lo no gubernamental, las Universidades y las empresas, que habilite a un control social y ciudadano efectivo del tema ambiental.
· Las estrategias de comunicación pública deben articularse con los procesos ambientales locales donde los vecinos y ciudadanos no se sientan ajenos sino participes de un proyecto de desarrollo. 

La gobernabilidad en el desarrollo de sociedades sustentables requiere de un poder público que impulsa a la sociedad civil y a los particulares a asumir la iniciativa y la gestión de lo público desde una perspectiva acorde con el interés social y ambiental y no solamente individual y posesivo. Este proceso en la sociedad implica que las instituciones democráticas generen amplios consensos en la opinión pública para acometer medidas que favorezcan, no solo al cuerpo social sino también al medio en que se desarrollan. Un ejemplo es el cuidado y preservación de plazas públicas, predios forestales autóctonos o el reciclado de la basura que se plantea desde las comunas conjuntamente con la comunidad local.
Las prácticas económicas y sociales guiadas por un criterio de interés general a largo plazo, basadas en la justicia y el equilibrio social permiten un desarrollo integral y sustentable. Parece necesario jerarquizar la vida sobre la lógica de la racionalidad actual en todos sus ámbitos. Aunque ello parezca una tarea titánica y utópica, es la única vía posible para no hipotecar el futuro de las generaciones venideras. Tanto la lógica económica como la social tendrán que irse sumiendo a una lógica ecológica, no por la imposición del más fuerte sino por la necesidad de una sobrevivencia que no admite islas que se salven de una catástrofe ambiental. Aunque los organismos de carácter internacional no han tenido gran capacidad de implementar ni la paz ni la justicia, parece oportuno encontrar mecanismos de autoridad en lo medioambiental que faciliten una negociación a favor de todos los pueblos que permitan una convivencia integrada en las posibilidades y límites de los ecosistemas regionales.
3.2.2.1 TIPOLOGÍAS Y CLASIFICACIÓN
Diferentes autores han establecido tipologías de política públicas con la intención de ofrecer elementos explicativos de las dinámicas de interacción generadas en los procesos de formulación e implementación. Así Lindblom  reconoce que el efecto del fenómeno denominado incrementalismo tiene mucha fuerza en cuestiones rutinarias, y que pierde intensidad cuando se trata de explicar la formulación de políticas en el caso de problemas clave de la sociedad. A su vez, y desde la hipótesis de que existen factores que estructuran dinámicas de interacción parecida en un mismo ámbito sectorial, Lowi  plantea una tipología de políticas públicas en las que se interrelacionan actores, procesos decisorios y centros institucionales. Esta tipología distingue entre políticas distributivas, políticas redistributivas, políticas regulativas y políticas constitutivas
. 
Para el estudio del papel del estado en el diseño e implementación de las políticas sociolaborales, es muy útil partir de esta clasificación, ya que permite introducirse en el análisis de los elementos clave en los procesos regulativos sociolaborales. La regulación y el fomento son las dos formas clásicas de intervenciones por parte de los poderes públicos en el tejido social. En esta línea, Lowi clasifica las políticas públicas mediante la combinación de los dos criterios siguientes:

· La estructura de coerción utilizada por el poder público.

· El efecto que sobre los individuos tiene la intervención realizada.

Las políticas redistributivas transfieren recursos de unos grupos de individuos, regiones o países a otros; es decir, otorgan beneficios a unos grupos sociales repercutiendo los costes correspondientes sobre otros grupos. Incluyen también la provisión de determinados bienes que el gobierno insta a consumir, como la educación elemental o la salud pública. Las políticas distributivas no imponen obligaciones a los individuos, sino que establecen privilegios a partir de conductas individualizadas.
	
	Políticas con efectos directos sobre la conducta de los individuos
	Políticas con efectos indirectos sobre la conducta de los individuos

	Política que imponen obligaciones
	· Políticas regulativas: las reglas imponen obligaciones a los individuos.

Ejemplos: el poder policial la intervención gubernamental en la economía, la legislación en materia de salud pública o de seguridad industrial.
	· Políticas redistributivas: las reglas imponen clasificaciones o estatus.

Ejemplos: la política fiscal (impuesto de la renta progresivo), el sistema de la seguridad social.

	Políticas que establecen poderes o privilegios
	· Políticas distributivas: las reglas confieren facilidades o privilegios a grupos concretos de la población.

Ejemplos: subsidios, subvenciones hacia determinadas actividades.
	· Políticas constitutivas: las reglas confieren poder y autoridad.

Ejemplos: normativa que establece la separación de poderes en un estado.


Las políticas constitutivas son las que establecen las reglas de la distribución de poderes en un entorno social, generando los procedimientos para la adoptacion de las decisiones públicas. Son las llamadas reglas sobre las reglas. Las políticas regulativas son aquellas políticas formuladas por una autoridad pública con la intención de influir en la conducta de los ciudadanos, individual o colectivamente, mediante el uso de acciones punitivas positivas o negativas, imponiendo obligaciones y generando sanciones en caso de transgresión de las normas vigentes. Seguidamente se verán, en el ámbito de las políticas públicas socio laboral, ejemplos de acciones públicas que se insertan dentro de las categorías de actuación que acaban de repasarse
3.2.2.2 DESARROLLO SOSTENIBLE
El término desarrollo sostenible, perdurable o sustentable se aplica al desarrollo socio-económico y fue formalizado por primera vez en el documento conocido como Informe Brundtland (1987), fruto de los trabajos de la Comisión Mundial de Medio Ambiente y Desarrollo de Naciones Unidas, creada en Asamblea de las Naciones Unidas en 1983. Dicha definición se asumiría en el Principio 3.º de la Declaración de Río (1992): “Satisfacer las necesidades de las generaciones presentes sin comprometer las posibilidades de las del futuro para atender sus propias necesidades”.
El ámbito del desarrollo sostenible puede dividirse conceptualmente en tres partes: ambiental, económica y social. Se considera el aspecto social por la relación entre el bienestar social con el medio ambiente y la bonanza económica.

Deben satisfacerse las necesidades de la sociedad como alimentación, ropa, vivienda y trabajo, pues si la pobreza es habitual, el mundo estará encaminado a catástrofes de varios tipos, incluidas las ecológicas. Asimismo, el desarrollo y el bienestar social, están limitados por el nivel tecnológico, los recursos del medio ambiente y la capacidad del medio ambiente para absorber los efectos de la actividad humana.

Ante esta situación, se plantea la posibilidad de mejorar la tecnología y la organización social de forma que el medio ambiente pueda recuperarse al mismo ritmo que es afectado por la actividad humana.

El desarrollo sostenible no se centra exclusivamente en las cuestiones ambientales. En términos más generales, las políticas de desarrollo sostenible afectan a tres áreas: económica, ambiental y social. En apoyo a esto, varios textos de las Naciones Unidas, incluyendo el Documento Final de la Cumbre Mundial de 2005, se refieren a los tres componentes del desarrollo sostenible, que son el desarrollo económico, el desarrollo social y la protección del medio ambiente, como "pilares interdependientes que se refuerzan mutuamente".

La Declaración Universal sobre la Diversidad Cultural (UNESCO, 2001) profundiza aún más en el concepto al afirmar que "... la diversidad cultural es tan necesaria para el género humano como la diversidad biológica para los organismos vivos"; Se convierte en "una de las raíces del desarrollo entendido no sólo en términos de crecimiento económico, sino también como un medio para lograr un balance más satisfactorio intelectual, afectivo, moral y espiritual". En esta visión, la diversidad cultural es el cuarto ámbito de la política de desarrollo sostenible. 
El "desarrollo verde" generalmente es diferenciado del desarrollo sostenible en que el desarrollo verde puede ser visto en el sentido de dar prioridad a lo que algunos pueden considerar "sostenibilidad ambiental" sobre la "sostenibilidad económica y cultural". Sin embargo, el enfoque del "desarrollo verde" puede pretender objetivos a largo plazo inalcanzables Por ejemplo, una planta de tratamiento de última tecnología con gastos de mantenimiento sumamente altos no puede ser sostenible en las regiones del mundo con menos recursos financieros. Una planta de última tecnología "respetuosa con el medio ambiente" con altos gastos de operación es menos sostenible que una planta rudimentaria, incluso si es más eficaz desde un punto de vista ambiental. Algunas investigaciones parten de esta definición para argumentar que el medio ambiente es una combinación de naturaleza y cultura. El sitio "Desarrollo sostenible en un mundo diverso" trabaja en esta dirección integrando capacidades multidisciplinarias e interpretando la diversidad cultural como un elemento clave de una nueva estrategia para el desarrollo sostenible. 
El desarrollo sostenible es un cambio progresivo de una economía hacia mejores niveles de vida en un futuro y atendiendo las necesidades presentes. Por eso decimos que el desarrollo sostenible integra la economía, la sociedad y el ambiente (ecología).

 El término "desarrollo sostenible" se encuentra en numerosos discursos políticos, pero su aplicación es muy diversa y en ocasiones perversa.

Las ideologías liberales hacen énfasis en la posibilidad de compatibilizar el crecimiento económico con la preservación ambiental mediante el aumento de la productividad (producir más, consumiendo menos recursos y generando menos residuos) y con la equidad social para la mejora general de las condiciones de vida (lo que no siempre es inmediato).

Algunas ideologías ecologistas más radicales hacen énfasis en las opciones de crecimiento cero y aplicación estricta del principio de precaución, que consiste en dejar de realizar determinadas actividades productivas mientras no se demuestre que no son dañinas. Otros ecologistas defienden el decrecimiento económico. Éstos últimos creen que el respeto al medio ambiente no es posible sin reducir la producción económica, ya que actualmente estamos por encima de la capacidad de regeneración natural del planeta, tal y como demuestran las diferentes estimaciones de huella ecológica. Además, también cuestiona la capacidad del modelo de vida moderno para producir bienestar. El reto estaría en vivir mejor con menos
. 

El eco socialismo argumenta que el capitalismo, al estar basado en el crecimiento y la acumulación constante de bienes incrementando el ritmo de crecimiento, es ecológicamente insostenible.
La justificación del desarrollo sostenible proviene tanto del hecho de tener unos recursos naturales limitados (nutrientes en el suelo, agua potable, minerales, etc.), susceptibles de agotarse, como del hecho de que una creciente actividad económica sin más criterio que el económico produce, tanto a escala local como planetaria, graves problemas medioambientales que pueden llegar a ser irreversibles.
El desarrollo sostenible se refiere a la totalidad de las actividades humanas. Sin embargo, los retos de la sostenibilidad, son diferentes para cada tipo de sector económico.
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 Esquema de los tres pilares del desarrollo sostenible.

3.2.2.3 LAS POLÍTICAS DE DESARROLLO.
El objetivo es gestionar un modelo de investigación con enfoque el desarrollo endógeno, que abarca desde la generación de conocimientos, hasta los procesos de innovación tecnológica.

Asume el desarrollo educativo para la formación del talento humano necesario en los procesos de empoderamiento y adopción de tecnologías industrial.
Garantiza la generación de tecnologías que contribuyan con la seguridad y la soberanía productiva nacional. Se compromete, en todos sus procesos de investigación, con el desarrollo regional, la dimensión ambiental, el equilibrio territorial y el aprovechamiento de las potencialidades naturales de los recursos.

Estimula la actividad industrial, mediante la negociación con los ejes estratégicos del sector privado y los niveles políticos y sociales decisorios a escala local, regional y nacional, coadyuvando en la construcción del nuevo sistema económico. Impulsa la gestión del cambio institucional, asumiendo modelos novedosos de gerencia pública basados en la participación ciudadana, el control social y la satisfacción de los usuarios.

Las Directrices Estratégicas

Contribución con el logro de un estado de seguridad y soberanía de bienestar social, generando los conocimientos requeridos y desarrollando tecnologías que privilegien a los grupos más vulnerables, bajo el enfoque de investigación integral continúa.
Formación de talento humano como entes multiplicadores de capacidades científicos tecnológicos, mediante la ejecución de programas de educación y desarrollo Apoyo en el despliegue de oportunidades a los diferentes actores de las cadenas proactivas, para una producción con equidad, autonomía y competitividad. Contribución con la recuperación y protección de los ecosistemas, como vía necesaria para el desarrollo sostenible. Participación en el fortalecimiento del desarrollo territorial, el aprovechamiento óptimo de los recursos naturales y el desarrollo endógeno local.

Adopción de nuevos modelos de gestión orientados al fortalecimiento de capacidades gerenciales, técnicas, organizativas, administrativas y de articulación con el entorno. La materialización de tales directrices de largo plazo, se sustenta en dos grandes enfoques estratégicos: 
1) Investigación y desarrollo 

1.1) Desarrollo de un modelo de gestión del conocimiento, 

1.2) Intervención y fortalecimiento del sistema productivo, 

1.3) Diseño de los sistemas forestales  

1.4) Ejecución de programas especiales de índole regional. 

 2) Funcionamiento del modelo institucional, fundamentales, para el desarrollo y cabal cumplimiento de las políticas y directrices estrategias descritas. 
2.1) Desarrollo permanente del Sistema INIA de Planificación (SIP)  
2.2) Gestión del cambio institucional. 
3.3  REFORMA DEL ESTADO DE 1990
3.3.1 Causas y Origen
Frente a su débil legitimidad post-electoral, Balaguer llamó y firmó con el empresariado un Pacto de Solidaridad Económica en agosto de 1990. Lo mismo hizo con los sindicatos en septiembre. En ambos el gobierno se comprometía a prohijar una nueva política y reformas socioeconómicas reclamadas por el empresariado, unas, y por los sindicatos, otras. La nueva política económica respondía también, en buena parte, a las presiones de actores externos (Estados Unidos, países europeos, organismos internacionales como el Banco Mundial, el FMI, el BID y la AID). 
Desde 1990 el presidente Balaguer venía denunciando que los organismos internacionales buscaban «estrangular» al país si éste no pagaba su deuda externa, de la cual su gobierno había acumulado atrasos en el orden de unos US$ 1.555 millones a inicios de 1991. Como parte de esta «nueva política económica», el gobierno reinició el pago de la deuda externa, renegoció con el Club de París, contrajo la emisión monetaria redujo el déficit del gobierno central y creó un leve superávit, inició negociaciones para un acuerdo con el FMI y para un «acuerdo marco» para el libre comercio con los Estados Unidos, y restableció la «armonía» con los organismos financieros internacionales. Todo ello en un contexto de estabilización del mercado de divisas y de reducción de las tasas de interés debido a los efectos del ajuste económico.

La «nueva política económica» gubernamental, por lo pronto, redundó en 1991 en la reducción de la tasa de inflación a menos del 5% (en 1990 fue de 103%) y la estabilidad de la tasa de cambio. También en la mejoría en el abastecimiento de combustibles precario debido a los efectos de la guerra del Golfo - y del servicio energético durante el primer semestre de 1991.

La promoción de algunas reformas económicas y sociales por parte del gobierno.

A partir de la experiencia y los pactos de 1990, las autoridades oficiales asumen un paquete de reformas que incluye los sistemas de educación, salud, trabajo y las más significativas en sentido estratégico - los sistemas arancelario y tributario. Estas últimas eran ansiadas desde hacía tiempo por el empresariado. Ambas sirvieron, colateralmente para trasladar la confrontación empresarios-gobierno, muy presente hasta 1990, hacia la propia escena empresarial. Esta se dividió entre proteccionistas y aperturistas de las fronteras comerciales.

A partir de estos proyectos de reformas, el tema de las implicaciones del «libre comercio »se introduce con toda fuerza en el debate nacional, en el marco de la tendencia mundial a la formación de bloques económicos, de la Iniciativa de Las Américas y de una nueva discusión, en el congreso de EEUU, en torno a la prolongación de la Iniciativa para la Cuenca del Caribe.

La principal organización empresarial, el Consejo Nacional de Hombres de Empresa, se dividió a consecuencia del debate, surgiendo una nueva entidad, la Unión Nacional de Empresarios. Simultáneamente surgían nuevas instancias de cobertura regional, como el Consejo Regional de Empresarios del Norte, agrupando a un amplio sector. El empresariado también pugna, pues, por definir el acontecer económico de acuerdo a las perspectivas más favorables para su crecimiento como fuerza económica y social, pero sin la agresividad anterior al Pacto de Solidaridad Económica.

En 1991 el gobierno logró el debilitamiento de las fuerzas opositoras a través de conflictos entre unas y otras (affaire entre peledeístas y perredeístas por sus respectivas tácticas políticas), e incluso al interior de ellas mismas (disputa en el IV Congreso Nacional del Partido de la Liberación Dominicana-PLD, provocando la renuncia de Bosch a la presidencia del mismo, retirada posteriormente. Un año después de este conflicto, dicha agrupación fue afectada, por la renuncia de un núcleo importante de dirigentes y legisladores, quienes constituyeron en el mes de julio siguiente la Alianza por la Democracia). 
Adicionalmente, el Ejecutivo seguiría su acercamiento al empresariado con la creación del Consejo Nacional de Reestructuración Industrial, cuyo objetivo es colocar la industria nacional a tono con los cambios que en el ámbito económico están en proceso en el mundo, especialmente en el renglón de la competitividad internacional. Pero la nueva política económica y las reformas respondían a la presión de actores extra gubernamentales más que propiamente a la disposición de los gobernantes. En 1991 estaba pendiente de definirse el alcance de la mayoría de las reformas, lo cual dependía, en buena parte, del grado de participación de las fuerzas económicas y sociales: de la fuerza con que pudieran actuar al interior del proceso de reformas, siendo el contenido y alcance de éstas un terreno de confrontación.

La modificación de las circunstancias económicas y políticas reformula las actitudes y estrategias políticas de corto y mediano plazo. Las fuerzas políticas y movimientos sociales se han inclinado por buscar la conquista de espacios, condiciones y posiciones más adecuados para asumir el protagonismo que las circunstancias hasta ahora no les han permitido. La apertura de un amplio debate público ha copado la agenda nacional - en torno a las reformas económicas y políticas que la sociedad reclama, es la primera expresión de esta reorientación. El contexto político dominicano se ordena ya alrededor de este debate.

La disputa se ha reforzado por indicios dudosos de Balaguer y Bosch respecto de su presencia como candidatos en los próximos comicios, provocando preocupaciones acerca del futuro dominicano cuando ya no estén ambos líderes, ya casi nonagenarios.

Las estrategias políticas se formulan tomando como referencia la posibilidad de recambio en 1994 y previendo la salida del escenario de estos liderazgos, cuya presencia ha dominado el panorama nacional en las tres últimas décadas. Lo que se debate ya no es tanto la necesidad de las reformas, sino sus ámbitos, alcances, metodologías, los momentos para aplicarlas y, subrepticiamente, quién comandará el proceso de cambios.

Amén de las reformas en proceso - las económicas y las de los sistemas de servicios sociales -, está sobre el tapete la discusión alrededor de las reformas de carácter político: las propuestas giran en torno a las ideas de modificación de la Constitución de la República o una nueva Constituyente, la reforma de los poderes municipal, legislativo y judicial, la modificación de la mecánica electoral y de los partidos, la creación de sendos tribunales histórico y de garantías constitucionales, entre otras propuestas.

La reforma política ha sido planteada por lo menos en dos dimensiones: como una reforma estatal, ésta abarcaría sólo el aparato o conjunto de aparatos que es el Estado, cubriendo por ejemplo al poder ejecutivo, el poder judicial, el tribunal y los procesos electorales; como reforma del Estado y la sociedad, trascendería al Estado y extendería los cambios hasta una reforma social, en las conductas ciudadanas y toda la cultura social, están vinculadas al paisaje político y particularmente a lo que acontece en el Estado, en el cual cristaliza esa cultura.

Se procura en esta segunda dimensión una superación no sólo en el Estado, sino también en la sociedad, en la cual persisten ideas y conductas políticas en las que el Estado y los gobernantes se apoyan para justificar sus errores, su incapacidad y sus ineficiencias: las irregularidades de costumbre, la concentración y personalización del mando, el favoritismo, la hipertrofia burocrática, el verticalismo excesivo y la exclusión social, etc.
Un aspecto crucial en la reforma al Estado a emprender, es definir claramente los objetivos que se persiguen con la misma. Así, podemos resumir como los objetivos generales de la reforma del Estado en la República Dominicana, los siguientes:

1) Inducir una nueva cultura política y social dirigida a superar el autoritarismo, el centralismo, la ineficiencia burocrática y la corrupción que aun se manifiestan en la vida política y la administración del Estado.

2) Definir y formular políticas claras, globales, sectoriales y sub-nacionales sobre la reforma del Estado.

3) Contribuir a establecer una nueva Constitución política, que distribuya racionalmente las competencias y deberes entre las diferentes instancias del poder público y los distintos sectores y demarcaciones territoriales de la sociedad.

4) Crear mecanismos institucionales que hagan efectivo el libre ejercicio de los derechos políticos, económicos y sociales de todos los ciudadanos por igual.

5) Perfeccionar el sistema electoral para que los dirigentes políticos sean cada vez más la fiel representación de la voluntad de la nación.

6) Garantizar la progresiva democratización, capacitación y transparencia de los partidos y agrupaciones políticas.

7) Conformar un verdadero estado de derecho para toda la población.

8) Reducir la macrocefalia y la dispersión organizacional que prevalecen en el gobierno central.

9) Descentralizar progresivamente la función pública, transfiriendo más recursos y atribuciones a los niveles subnacionales de autoridad y a la sociedad civil.

10) Reorganizar, simplificar y hacer más eficaz y transparente la administración pública, con la ayuda de las ciencias de la administración y de las modernas tecnologías informáticas.
3.3.2 REFORMAS IMPLEMENTADAS
A partir de esos objetivos generales, el Consejo Nacional de Reforma del Estado ha definido como metas específicas a alcanzar durante la presente administración 2000-2004, las siguientes:
A. Las reformas políticas
a) La Reforma Constitucional

b) La Reforma en los Partidos y Agrupaciones Políticas VII Congreso Internacional del CLAD sobre la Reforma del Estado y de la Administración Pública, Lisboa, Portugal, 8-11 Oct. 2002

c) Las Reformas Político-Electorales

d) Las Reformas Legislativas

e) Las Reformas en el Congreso Nacional

f) Las Reformas en la Justicia

g) La Reforma y Modernización Policial

h) Las Reformas en las Relaciones Exteriores

B. La descentralización del estado
C. Las reformas de la administración pública

D. Las reformas económicas
a) La Reforma Financiera

b) La Reforma en la Agropecuaria

c) La Reformulación de la Política Minera

E. Las reformas sociales
a) Las Reformas en la Salud

b) Las Reformas en el Sistema de Seguridad Social

c) Las Reformas en la Educación

d) Las Reformas del Sector Cultural

e) El Desarrollo de la Protección de los Recursos Naturales y Medio Ambiente

f)  Las Reformas en el Régimen de Agua

g) La Reforma en la Política hacia la Comunidad

h) Estrategias de Desarrollo Urbano

i) La Reforma en el Sector Transporte

3.4  MODERNIZACIÓN DEL ESTADO
De acuerdo a Kingdon (1995), para que un problema social se transforme en una política pública debe abrirse una “ventana de oportunidad”, en la cual confluyan tres corrientes, la de los problemas (percepciones sociales de la ciudadanía y actores sociales relevantes), la de la política (correlaciones de poder), y la de las políticas públicas (soluciones tecno-burocráticas a las problemáticas planteadas)
. 

En la República Dominicana, durante el periodo 2004-2008 se verificó un ambicioso proceso de reforma del marco legal que norma los principales sistemas transversales de gestión financiera, presupuestación, planificación y recursos humanos del Gobierno Dominicano. En total se han modificado o aprobado unas 12 leyes, con sus respectivos reglamentos operativos, a saber: 

a. Ley Orgánica de la Secretaría de Economía, Planificación y Desarrollo. 

b. Ley Orgánica de la Secretaría de Hacienda. 

c. Ley que regula el sistema nacional de planificación e inversión publica. 

d. Ley Orgánica de Presupuesto. 

e. Ley de Compras y Contrataciones. 

f. Ley de Crédito Público. 

g. Ley de Tesorería. 

h. Ley de Control Interno. 

i. Ley del Sistema Integrado de Administración Financiera del Estado. 

j. Ley de la Función Pública y de la Secretaría de Administración Pública. 

k. Ley de Autonomía de la Dirección General de Aduanas. 

l. Ley de Autonomía de la Dirección General de Impuestos Internos. 


La respuesta a la crisis financiera del 2002-2004 fue encabezada por la nueva administración del Presidente Fernández, quien asume el gobierno en agosto del 2004. La respuesta fue doble, por un lado mejorar las finanzas públicas mediante dos reformas tributarias. Por otro lado, recuperar la confianza perdida de los agentes económicos a través de la firma de un acuerdo stand-by con el Fondo Monetario Internacional, el cual incluía condicionalidades de desempeño macroeconómico y de índole institucional. Dentro de las últimas se incluía la modificación del marco legal de la gestión presupuestaria, financiera y de planificación. (BCRD 2005) El 75% del paquete legislativo anteriormente mencionado estaba incluido dentro de las condicionalidades del acuerdo con el FMI como criterios de desempeño estructural, y el gobierno dominicano debía dar cuenta periódica de los avances alcanzados. Si nos concentramos en las modificaciones de los sistemas transversales de gestión pública (recursos humanos, administración financiera, planificación, presupuestación y control) dicho porcentaje se eleva a 90% (BCRD 2007)

La implementación y sostenibilidad de las reformas 
Los modelos tradicionales de política pública asumen la etapa anterior de toma de decisión como el núcleo del ciclo de políticas, relegando la etapa de implementación a una dimensión meramente logística o administrativa que puede delegarse en personal jerárquico de segundo nivel.
Un aspecto fundamental en esta fase es la distinción entre reformas que se desarrollan primordialmente en la esfera pública, y aquellas que lo hacen en la esfera burocrática intra-gubernamental.

Los cambios institucionales describen las características siguientes: 

a) No se tiene un impacto directo en amplios segmentos poblacionales. 
b) Los efectos de la reforma no son fácilmente percibidos por el público, sino por los actores internos gubernamentales. 
c) Los riesgos y potenciales beneficios son más bajos que si la reforma se efectuase en la arena pública. No se pone en juego la legitimidad o estabilidad del régimen, ni la gobernabilidad. 
d) Los costos y beneficios se concentran en actores y organismos intra-gubernamentales, generando importantes transferencias de poder dentro de la burocracia. 
e) Requieren alto experticio técnico y administrativo. 
f) El marco temporal es relativamente largo, lo cual genera retos gerenciales y abre la posibilidad para acciones de oposición activa, resistencia pasiva y sabotaje clandestino. 

3.5  GENERACION DE EMPLEOS
Probablemente la más importante de las capacidades humanas es la de generación de ingresos propios. La libertad humana no puede ser compatible con una situación en la que las personas no sean capaces de satisfacer sus necesidades fundamentales o cuando para satisfacerlas quedan en una situación de dependencia, bien sea de la asistencia pública o de las relaciones sociales primarias. Por lo tanto, para la población en edad y en condiciones de trabajar, el empleo es el creador de capacidades por excelencia.

Al igual que otras capacidades, tener un empleo que permita ampliar las libertades de una persona depende tanto de las condiciones personales de quien busca trabajo como de sus niveles de educación y salud, así como de factores externos (lugar en que se nace, nivel de actividad económica, etc.)

 El Distrito Nacional, Santo Domingo Oeste, Santo Domingo Norte y Boca Chica tenían un desempleo promedio durante 2006 superior a la media nacional (16.2%), mientras que Santo Domingo Este y Santiago tienen un desempleo inferior a la media. 
En todos los municipios, el desempleo femenino supera más del doble el desempleo masculino, con excepción de Santo Domingo Norte, que es 3.10 veces. 
Las Zonas Francas 
El Censo 2002 registraba 163 mil personas que trabajaban en zonas francas y para el mismo año el Consejo Nacional de Zonas Francas de Exportación (CNZFE) reportó 170 mil, cifras de magnitudes similares.

Según el Censo 2002, un 5.2% de las personas que trabajaban estaban ocupados en las zonas francas del país. De ese total, un 35% estaba en Santiago, un 14.3% en el Distrito Nacional; entre un 10% y un 11%, en San Pedro de Macorís y San Cristóbal, y alrededor de un 7% en La Romana y La Vega. Estas seis provincias absorbían el 85% del empleo total de zonas francas del país.

El peso del empleo directo de zonas francas al interior de la provincia era diferente. En Santiago, San Pedro de Macorís y La Romana era superior al 14%; es decir, el empleo de zonas francas tenía una incidencia que era casi tres veces más importante que el promedio nacional. En San Cristóbal y La Vega, el empleo de zonas francas era un 60% superior al promedio del país, y en el Distrito Nacional era menos de la mitad, aunque en términos absolutos estaba en segundo lugar, después de Santiago.

Entre el año 2000 y 2006, el empleo de zonas francas pasó de casi 197 mil a poco más de 148 mil, lo que significó pasar de 6.5 ocupados en zonas francas por cada 100, en el 2000, a 4.3, en 2006. Se perdieron en total 48,500 empleos. El 80% de la pérdida se concentró en cuatro provincias:

• Santiago, que acumuló el 28% de la pérdida total en los seis años, lo cual significó más de 13 mil empleos menos, llevando el nivel de empleos directos de las zonas francas en 2006 a un 22% por debajo del que tenía en 2000. El registro de las pérdidas de empleos indica que los años de mayor intensidad de pérdidas fueron 2001, 2005 y 2006, según el Consejo Nacional de Zonas Francas de Exportación (CNZFE).

Las estadísticas de empleo y desempleo que recoge el Banco Central en la Encuesta de Fuerza de Trabajo muestran que la tasa de desempleo del municipio de Santiago en 2006 era de un 13.3%, más baja que el promedio nacional de ese año de 16.2%. Según estas cifras, la fuerza de trabajo total del municipio ronda las 300 mil personas, de las cuales casi 40 mil estaban desempleadas y de ellas, 23 mil eran cesantes. Durante el año 2006, el desempleo aumentó un 0.7% entre abril y octubre, lo que significó una pérdida de 3,500 empleos, en términos absolutos, en esos seis meses.

En síntesis, las cifras del CNZFE y del Banco Central, si bien reportan un aumento del desempleo no reflejan las magnitudes que se han venido denunciando públicamente de 30, 40 y hasta 50 mil empleos. Aquí cabrían dos hipótesis: que los instrumentos estadísticos del Banco Central y el CNZFE son deficientes y no captan la magnitud del desempleo en toda su intensidad o que estamos en presencia de un problema real, acrecentado por el capital social de la región Norte del país. Sin embargo, la respuesta a esta disyuntiva requiere más investigación que escapa a los límites de este informe.

• La Romana perdió más de 10 mil empleos en total, que representa el 21% de las pérdidas totales, lo que significó bajar el nivel de empleos durante 2006 al 40% del que tenía la provincia en el año 2000
.

En términos relativos, la pérdida de empleos de zonas francas en esta provincia ha sido mucho más intensa que en Santiago; sin embargo, la capacidad de movilización social ha sido menor.

• En San Pedro de Macorís las pérdidas fueron ligeramente más bajas en términos absolutos, lo que implicó bajar el nivel de empleos al 60% del que se tenía en 2000. 

• La Vega fue el cuarto gran perdedor de empleos: casi la mitad de lo que tenía en el año 2000. Finalmente, otro grupo de provincias registró pérdidas marginales de empleos. Por su parte, el Distrito Nacional, Montecristi, Hato Mayor registraron una leve ganancia de puestos de trabajo.

Las provincias del turismo

En 2006, República Dominicana contaba con 63.3 mil habitaciones y 695 hoteles repartidos en toda la geografía nacional. Sin embargo, el 72% de los hoteles y el 68% de las habitaciones estaban concentrados en dos provincias: La Altagracia y Puerto Plata.

Entre 2002 y 2006, el número de habitaciones aumentó en 8.6 mil. La provincia La Altagracia concentró el 76.5% de las habitaciones nuevas y Puerto Plata, el 12.4%. En el mismo período San Pedro de Macorís perdió el 8.3% de sus habitaciones y Samaná ganó el 7.9%. Es decir, las dos primeras se consolidan como los principales polos de desarrollo turístico, mientras que Samaná se convirtió en un polo emergente y San Pedro de Macorís en uno que se desvanece.

Para los fines de este informe solamente consideraremos a La Altagracia y Puerto Plata como provincias turísticas. Éstas ocupan una extensión equivalente al 10% del territorio nacional, con una población que representa el 5.8%, siendo La Altagracia la segunda provincia en extensión del país, con un territorio 62% más grande que el de Puerto Plata; pero con una población menor, equivalente al 58% de esta última.

ACCIONES GENERALES PARA LA CREACIÓN DE EMPLEO
Acciones positivas
· Hacia los principios comunes de la flexiguridad 

· Promover la solidaridad entre las generaciones 

· Asociación para el crecimiento y el empleo: programa comunitario de Lisboa 

· Programa comunitario para el empleo y la solidaridad social (PROGRESS) 

· Programa para el aprendizaje mutuo 

· Política de cohesión en apoyo del crecimiento y el empleo 

· Fondo Social Europeo (FSE): 2000-2006, 2007-2013 

· Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER): 2000-2006, 2007-2013 

Lucha contra el desempleo y el trabajo no declarado
· Intensificar la lucha contra el trabajo no declarado 

· Modernizar los servicios públicos de empleo 

· El trabajo no declarado 

· Inmigración, integración y empleo 

· Modernización de los sistemas de protección social para hacer que el trabajo sea rentable 

· Reestructuraciones y empleo 

PROMOCIÓN SECTORIAL DE LA CREACIÓN DE EMPLEO
Creación de empleo a través de la política de empresa
· Acceso de las empresas a la financiación 

· Acompañar los cambios estructurales: una política industrial para la Europa ampliada 
3.5.1 RIQUEZAS Y BIENESTAR
Riqueza 

En líneas anteriores hemos denominado a la totalidad de los bienes de que dispone una persona su posesión de bienes y hemos designado a la totalidad de los bienes económicos de que dispone un sujeto económico como su riqueza. Por consiguiente, no pueden considerarse como partes de su riqueza los bienes no económicos de que dispone un sujeto o agente económico, ya que no son objeto de sus actividades.

Hemos visto también que bienes económicos son aquellos cuya cantidad disponible es menor que la necesidad que se tienen de los mismos. Así pues, la riqueza podría también definirse como "la totalidad de aquellos bienes de que dispone un sujeto económico, cuya cantidad es menor que la necesidad de los mismos. Por consiguiente, es una sociedad en la que pueda disponerse de todo tipo de bienes en cantidades siempre superiores a su necesidad no habría ni bienes económicos ni "riqueza". La riqueza es, pues, una medida para el grado de plenitud con que una persona que desarrolla su actividad económica en igualdad de situación con otras puede satisfacer sus necesidades. Pero no es una medida absoluta, porque el supremo bienestar de todos los individuos de una sociedad se alcanzaría cuando las cantidades de bienes disponibles de esta sociedad fueran tan grandes que nadie necesitara poseer riquezas.

Estas observaciones podrían contribuir a la solución de un problema que, en razón de las aparentes antinomias de que adolece, es muy adecuado para suscitar desconfianza sobre la exactitud de los principios básicos de nuevas ciencia. Ya se ha aludido antes al hecho de que una continua multiplicación de los bienes puestos a disposición de los agentes económicos acabaría por despojarlos de su carácter económico, de modo que las partes constitutivas de la riqueza tendrían que ir disminuyendo continuamente. Surgiría entonces la auténtica contradicción de que una continuada multiplicación de los objetivos-riqueza tendría como consecuencia inevitable la disminución de estos mismos objetos.
Bienestar 

El PBI no es la única forma de medir el bienestar en una sociedad. Veamos dos medidas que pueden servir como indicadores de bienestar en una economía:

· Nivel de empleo y reducción del desempleo
· Distribución uniforme del ingreso y reducción de la pobreza
· Cada una de estos indicadores tiene un significado especial.

Reducción del desempleo

La reducción del desempleo es una cuestión de difícil solución. Si vemos que la tecnología en muchas sociedades lleva a la eficiencia de la maquinaria y equipo, reduciendo los requerimientos de la participación humana en los procesos productivos, esto ya señala un ambiente favorable al incremento del desempleo. 

La reducción del desempleo no depende en forma directamente proporcional del nivel del PBI. Por el contrario, los eventos que llevan a incrementar el PBI pueden estar asociados al incremento del desempleo. El economista norteamericano John Kenneth Galbraith llama la atención sobre esta importante cuestión. Galbraith también resalta la idea de que el mayor consumo no genera bienestar en forma proporcional, por lo que sugiere el diseño de nuevos estilos de consumo que sean menos veloces, pero más cuidadosos. Indica galbraith que los nuevos estilos de consumo pueden servir para reducir el problema de desempleo. Para ello, no obstante, se requiere la fundamental participación del Estado.

Bienestar  es el sentir de una persona al ver satisfechas todas sus necesidades en materia fisiológica, psicológica y físico-psicológica, en el presente, así como contar con expectativas alentadoras le sustenten en su componente aspiracional. Los anhelos a futuro, y la posibilidad de poderlo realizar en el inmediato, corto y mediano plazo, son de vital importancia en dicho sentir.

Bienestar social -visto lo anterior-, se traduce en la saciedad que experimentan los individuos que componen una comunidad en materia de sus necesidades –desde las más vitales, hasta las más superfluas-, así como la prospectiva aspiracional y su factibilidad de realización al menos en un lapso que les es admisible.

El bienestar social, parte del bienestar económico el cual tiene que ver con la forma en que se ha dado el reparto económico en una comunidad, y la retribución o remuneración tanto al trabajo realizado, como a los riesgos que toda empresa económica involucra. Así, el bienestar económico suple las necesidades patrimoniales de los individuos y es garante de la perpetuidad del “confort” de los mismos en el ámbito de la herencia del mismo, y las mejorías que implican los anhelos de estos.

No se debe confundir la acepción de “bienestar socio-económico” con el de “confort”. El bienestar económico, es con base al “sentir” de las personas en relación a su situación patrimonial, remuneración laboral, expectativas de vida, apreciación de justicia e impunidad (estado de derecho), accesibilidad a servicios públicos, condición social, entre otros aspectos. El confort sólo es la comodidad que brinda la sola situación patrimonial. La comodidad doméstica (conformidad)
.

Tradicionalmente los economistas han querido medir el bienestar económico a través de la manera justa o injusta en que se da la distribución del ingreso. El reparto económico está en íntima relación con la distribución de la riqueza. Por lo mismo, más que de la distribución del ingreso, se debe hablar del reparto económico, como un aspecto relevante para medir el bienestar económico, y con ello, en parte el bienestar social.

“Bienestar Social” es un término del bagaje económico que denota algo más que la abundancia de bienes y servicios a la que tiene acceso una comunidad. El aspecto más relevante que debe ser considerado con relación a esto, es el aspecto de la justicia y justeza distributiva (esta última entiéndase como la manera adecuada de la distribución), en materia de la riqueza económica existente. Por lo mismo, este término denota una situación que tiene que ver tanto con aspectos patrimoniales, como de interacción social y estado de derecho.

3.5.2 CRECIMIENTO ECONÓMICO
Es un concepto relativamente nuevo dentro de la historia humana. El crecimiento del PIB por años fue muy bajo por lo que no se tomo a consideración en los pensadores de la época. Fue hasta después de 1800 que el PIB per capita podía cambiar el nivel de vida en tan solo una o dos generaciones.

Las tasas de crecimiento difieren entre naciones y una variación en la misma en el periodo de un año tiene gran impacto sobre el nivel de ingreso per capita en un periodo prolongado.

Cuando un país tiene una tasa de crecimiento en su PIB de X% anual toma 70/X años duplicar el ingreso.

El crecimiento de los ingresos se puede dividir en dos categorías principales: crecimiento por aumento de las rentas (capital, trabajo) y aumentos de productividad (las nuevas tecnologías). A largo plazo, el progreso tecnológico es necesario a fin de mejorar los niveles de vida, ya que no es posible aumentar las rentas indefinidamente mediante el trabajo, y el intento de añadir capital al proceso de producción constantemente topará necesariamente con amortizaciones marginales en disminución (véase fundamentos de teoría de la producción).

El ritmo o tipo de crecimiento económico puede tener importantes consecuencias para el medio ambiente (el clima y el capital natural de los ecosistemas). La preocupación por los posibles efectos negativos del crecimiento sobre el medio ambiente y la sociedad ha llevado a ciertos sectores científicos a defender niveles de crecimiento menores, de donde viene la idea del crecimiento económico y los partidos verdes, que piensan que las economías nacionales son parte de una sociedad mundial y de un sistema ecológico global, por lo que no pueden explotar su capacidad de crecimiento natural sin dañarlos.

El científico canadiense David Suzuki afirmó en los años 90 que los ecosistemas sólo pueden soportar un crecimiento anual de entre un 1,5 y un 3 % anual, y que por lo tanto cualquier intento de conseguir mayor rendimiento por parte de la agricultura o los bosques necesariamente acabará por canibalizar el capital natural del suelo o los bosques. Hay quien piensa que este argumento se puede aplicar incluso a las economías más desarrolladas. Los economistas convencionales opinan que las economías avanzan gracias a los avances tecnológicos, por ejemplo: ahora tenemos ordenadores más rápidos que hace un año, pero no necesariamente un número mayor de ordenadores. Quizá nos hayamos librado de las limitaciones físicas apostando más por el conocimiento que por la producción física.

Por otra parte es un hecho histórico que en los últimos dos siglos el crecimiento económico ha presentado fluctuaciones y crisis cíclicas en todos y cada uno de los países y en el ámbito internacional. Todo auge económico conduce finalmente a la recesión y la crisis, la cual termina por abrir las condiciones para la reactivación, que a su vez despeja el camino para un nuevo auge. El ciclo económico estudiado por Clemente Juglar, Karl Marx, Wesley Mitchell, Josepf Schumpeter, Nikolai Kondratieff y otros notables economistas, es una realidad sin tener en cuenta la cual es imposible cualquier estimación seria sobre el crecimiento económico.

La medida del crecimiento económico es usualmente utilizada para medir los resultados económicos de un país en un período de tiempo. Implícitamente, se supone que un elevado crecimiento económico es beneficioso para el bienestar de la población, es decir que un elevado crecimiento económico sería un resultado deseado por las autoridades políticas y por la población de un país.

La utilización de la medida de crecimiento económico como medida del incremento del bienestar arrastra todos los problemas que surgen de considerar al producto interno bruto como medida del bienestar. El producto bruto interno es el valor real de los bienes y servicios finales producidos en una economía. En términos per cápita, (ver: producto interno bruto per cápita) es considerado como una medida de bienestar. Sin embargo, esta medida es limitada, por un lado, por problemas de medición, ya que, por ejemplo, no incluye algunas actividades como el trabajo en el hogar o el trabajo en negro. La magnitud de estas actividades que no son capturadas por la medida del producto bruto interno varía período a período y entre países, por lo tanto las comparaciones inter-temporales e interregionales del crecimiento económico se ven ligeramente distorsionadas cuando estas actividades alcanzan magnitudes considerables. Por otra parte, la medida del producto bruto interno como medida de bienestar adolece de serias deficiencias conceptuales.
Brevemente se puede mencionar que:

No tiene en cuenta los efectos negativos en el bienestar de muchas actividades que aumentan el producto interno bruto, como por ejemplo externalidades negativas (contaminación ambiental). 

No tiene en cuenta la totalidad de los efectos positivos de actividades que sí mejoran el bienestar (mejoras en la distribución del ingreso). 

No contabiliza aspectos inter-temporales, como por ejemplo el consumo acelerado de recursos naturales, la depreciación del capital o el endeudamiento de una economía, que puede implicar que la generación actual disfruta de un elevado crecimiento económico a costa de un menor producto para las generaciones futuras.

Por estas razones, un mayor crecimiento económico no representa necesariamente un aumento de bienestar para la mayoría de la población. 

3.5.3 POLÍTICA SOCIAL PARA EL DESARROLLO 
El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) ha promovido el concepto de desarrollo humano definido como el proceso de ampliación de las posibilidades de elegir de los individuos que tiene como objetivo expandir la gama de oportunidades abiertas a las personas para vivir una vida saludable, creativa y con los medios adecuados para desenvolverse en su entorno social. En México, El Consejo Nacional de Población (Conapo, 2001) retoma este concepto definiendo al desarrollo humano como un proceso continuo de ampliación de las capacidades y de las opciones de las personas para que puedan llevar a cabo el proyecto de vida que, por distintas razones, valoran. Este concepto enfatiza la noción de que el desarrollo no se explica únicamente con el ingreso de la población y que esta dimensión no representa la suma total de una vida humana (PNUD, 1990).

El PNUD desde 1990 ha publicado un informe anual sobre desarrollo humano que presenta la clasificación mundial de los países de acuerdo a la medición del índice de desarrollo humano (IDH). 

En las clasificaciones mundiales que se presentan en los Informes sobre Desarrollo Humano se observa que las posiciones de los países según el IDH no siempre corresponden con las posiciones que ocuparían según el PIB per capita, es decir que utilizar sólo el indicador de ingreso como reflejo del desarrollo posiciona de manera diferente a los países en relación a la incorporación de las otras dimensiones.

El enfoque de capacidades implica manejar una visión integral del desarrollo que incorpore acciones y avances simultáneos en los ámbitos de:

• La eficiencia y productividad en función del aumento de las libertades.

• La equidad, tanto intrageneracional como intergeneracional.

• El empoderamiento, el cual implica la capacidad y la decisión de actuar de las personas en forma individual o colectivamente.

Capacidades esenciales para el empoderamiento: educación, salud, protección y asistencia social El resultado combinado será una expansión de las libertades reales de la gente. En este enfoque no existe una distinción entre políticas económicas y políticas sociales, sino que todas las intervenciones del Estado orientadas a lograr una ampliación del bienestar de las personas son “políticas de desarrollo”. Las políticas de desarrollo pueden estar vinculadas directamente con el ámbito económico, social o institucional, pero todas comparten el mismo objetivo y deben plantearse de manera interrelacionada.

Esta concepción contribuye a pensar que el proceso de desarrollo de un país debe ser conducido a través de una visión unificada, dinámica, integrada y ajustada a la realidad concreta sobre cómo deberían articularse los agentes (las personas e instituciones), los diversos ámbitos (individual, macroeconómico, financiero, sectorial, local), los objetivos (generales y específicos en cada ámbito) y los instrumentos (políticas, normas), para impulsar la expansión de las libertades y el bienestar de las personas.

Propósitos de lo social 

Las intervenciones en el ámbito de “lo social” se conciben en base a varios propósitos:

a) Materializar los derechos que poseen las personas en virtud de su humanidad y que les permiten tener una vida digna.

b) Contribuir a crear ciudadanía integral en la medida de que “la ciudadanía de hoy debe acceder armoniosamente a sus derechos cívicos, sociales, económicos y culturales, y que todos ellos conforman un conjunto indivisible y articulado”.

c) Mejorar la eficiencia productiva y de generación de riqueza mediante la creación de capacidades humanas.

d) Realizar acciones directas y acciones afirmativas para los grupos más vulnerables.

e) Proteger contra riesgos y vulnerabilidades por situaciones circunstanciales, tales como las precariedades económicas, desempleo, enfermedades, discapacidad, muerte del o la proveedora principal, accidentes laborales, desastres naturales e inestabilidad macroeconómica, entre otros.

f) Fortalecer el empoderamiento, la participación y la institucionalidad, puesto que permiten mejorar la transparencia, la rendición de cuentas, el acceso a la información, la descentralización y la creación de capacidades a nivel local.

g) Contribuir a la distribución de poder y de las riquezas. 

En definitiva, la política social se entiende como aquellas acciones o intervenciones que sirven de fundamento para la reestructuración del proceso productivo en la creación de riqueza y que buscan materializar derechos universales, impulsar el bienestar, generar la cohesión e inclusión social de todas las personas en una sociedad determinada.
3.5.4 SOSTENIBILIDAD AMBIENTAL
En el capítulo I discutimos cómo a partir del concepto de desarrollo humano, entendido como la ampliación de las libertades reales de las personas para elegir lo que valoran en la vida, este informe desprende tres dimensiones:

a) La dimensión del poder.

b) La dimensión individual y colectiva de las capacidades y el empoderamiento.

c) La dimensión local del desarrollo humano.

La dimensión del poder se explica por la debilidad del estado de derecho, lo cual implica que el acceso a las oportunidades está determinado en gran medida por el poder personal. La dimensión individual y colectiva se refiere a las capacidades y el empoderamiento, las cuales se portan individualmente, pero se construyen socialmente. Finalmente, la dimensión local viene dada por el hecho de que quienes se desarrollan son las personas, que viven bajo circunstancias y espacios concretos.

La calidad ambiental es un factor que influye en las circunstancias cotidianas en que viven las personas. El medio ambiente no se reduce a los ecosistemas ni a la ecología, ya que es el entorno que caracteriza y limita el desarrollo de los sistemas humanos.

La relación entre medio ambiente y ecología es estrecha, pues los condicionantes biofísicos y las cadenas tróficas y de energía que los seres humanos comparten con las demás especies del planeta influyen directamente en la capacidad de carga del medio ambiente, convirtiéndolo en un condicionante del desarrollo.

Desde la perspectiva de la sostenibilidad como una condicionante para el desarrollo humano, este capítulo aborda la situación actual del medio ambiente y los recursos naturales en el territorio dominicano.

Para este informe, el territorio posee ciertas potencialidades de desarrollo cuyo aprovechamiento dependerá del modelo económico adoptado y de las fuerzas sociales que actúan en la zona. El manejo del medio ambiente puede aumentar o disminuir las potencialidades del territorio.

Desde una perspectiva local, el desarrollo humano implica entender el uso del territorio como resultado y condicionante de la construcción social del espacio. El medio ambiente condiciona la producción de alimentos, la salud y la sostenibilidad de la vida como la conocemos. Estas consideraciones ambientales son el preámbulo necesario para entender los desequilibrios regionales, el capital social como mecanismo de construcción de poder local, la institucionalidad democrática y su relación con dicho poder.
Algunas reflexiones sobre desarrollo humano y sostenibilidad

La sostenibilidad, entendida como un problema exclusivo de equidad entre generaciones, plantea dos cuestiones: primero, la pertinencia ética de privar a personas pobres del acceso a los recursos naturales que podrían resolver sus necesidades inmediatas.

Segundo, generaliza la percepción de que es un asunto exclusivamente de largo  plazo y que no beneficia a las generaciones presentes. Estos dos problemas tienen su origen, entre otros factores, en el desconocimiento de las complejas relaciones que existen en los ecosistemas, las cuales garantizan la vida como la conocemos hoy.

Por otra parte, la implicación política de plantear el tema de la sostenibilidad ambiental como un compromiso a futuro es una de las causas por las cuales hay poca identificación de la sociedad en cuanto a los beneficios inmediatos que ésta proporciona en materia productiva, de salud y de los servicios ambientales en general. Los daños ambientales afectan tanto a las generaciones futuras como a las presentes. Son un problema de hoy. La deforestación, la desertificación, la pérdida de fuentes de agua aptas para consumo humano, el daño de las playas, las muertes de los corales, etc., comprometen la capacidad de producir alimentos, ingresos, mejorar la salud y las condiciones de vida de la población en el presente.

Para este informe la sostenibilidad ambiental se concibe como un proceso continuo que debe ser trabajado tanto por y para las actuales generaciones como por y para las futuras, con énfasis en los arreglos institucionales y el papel de la participación de la ciudadanía en la gestión del medio ambiente y los recursos naturales.
Un antropocentrismo equivocado

El desconocimiento sobre las funciones y servicios que tienen los seres vivos en el medio ambiente ha dado lugar a un antropocentrismo equivocado, aunque hasta cierto punto inevitable. Esto responde a la tendencia del ser humano a considerarse el centro de todo, pero ésta es una visión incompleta de la realidad, que no entiende ni asume las interrelaciones que se dan entre las especies y los ecosistemas para conformar lo que llamamos medio ambiente.

Estas interrelaciones son complejas y probablemente todavía no se conocen cabalmente, pero es un hecho que la supervivencia de la vida humana está indisolublemente ligada al mantenimiento de condiciones de supervivencia para las otras especies que habitan en la tierra.
La falta de institucionalidad

El deterioro ambiental en el país ha sido resultado de patrones insostenibles de explotación de los recursos naturales que, si bien han proporcionado beneficios económicos de corto plazo, han comprometido las posibilidades de desarrollo de la población en el presente y el futuro.

Esta situación es consecuencia de la falta de institucionalidad, de la cultura política y de los procesos sociales (especialmente políticos y distributivos) que han sido complacientes con las violaciones de las normas, sin considerar las condiciones de vida de la gran mayoría de dominicanas y dominicanos
.

Para lograr el desarrollo humano, esto tiene que cambiar. En el mundo, la velocidad de los avances tecnológicos, el aumento de la productividad y de la población han hecho visibles más rápidamente los impactos ambientales. No hay que esperar generaciones para ver sus efectos en la calidad de vida de las personas: muchos recursos renovables se agotan y otros tienen tiempo de vida limitado.
El cambio climático, la degradación de la capa de ozono y el deshielo de los cascos polares son una responsabilidad directamente asociada a los niveles y estilos de consumo y producción de los llamados países desarrollados, lo cual reclama respuestas activas de gestión y cooperación internacional de estos países. Cabe indicar que los llamados países en desarrollo, si bien no son los principales responsables del deterioro ambiental, tienen una cuota de responsabilidad y como signatarios de muchas de las convenciones internacionales tienen responsabilidades compartidas, aunque diferenciadas con los países desarrollados.

Los altos niveles de consumo y producción provocan la necesidad de ubicar espacios naturales que sirvan de sumideros a los desechos generados por los actuales patrones  de consumo.

En República Dominicana, los desechos son manejados y dispuestos inadecuadamente; no se reciclan ni se incorporan como materias primas de otros procesos.

En el Informe Nacional de Desarrollo Humano 2005, se constató cómo el modelo de desarrollo del turismo es un ejemplo claro del manejo inadecuado de los desechos generados.

Apostar a la tecnología no resuelve

El desarrollo tecnológico tendría la capacidad de aliviar los problemas ambientales si pudiera generarse un capital más eficiente, que garantizara un bienestar per cápita igual o mayor con los mismos recursos.

Pese a esta posibilidad, la realidad es que las tecnologías se desarrollan en un marco social, económico e institucional de profunda inequidad, que cada día las hace más costosas e inaccesibles. Las normas de los derechos de propiedad intelectual dificultan utilizar la tecnología para aliviar los problemas ambientales, ya que crean una renta monopólica sobre el conocimiento.

Por lo tanto, existen relativamente pocas razones para ser optimistas ante las soluciones que ofrece la tecnología, puesto que el conocimiento es costoso y desigual en el mundo actual.

El control del impacto ambiental de las actividades humanas no es sólo una cuestión de acceso tecnológico. Está muy relacionado con la planificación de la política de desarrollo de una nación, desde infraestructuras hasta la promoción de determinadas actividades productivas adecuadas a las características y al potencial ambiental de una región. Pero va más allá: los impactos ambientales son acumulativos y, en algunos casos, globales.

La pregunta implícita es cómo fomentar una responsabilidad global con respecto a la sostenibilidad, que vaya más allá del consumo y que piense en la transferencia de conocimiento y tecnología como medios para perseguir el desarrollo. Los acuerdos multilaterales ambientales son un primer paso, pero no son suficientes, especialmente considerando las limitaciones que existen para fiscalizarlos.

En resumen, dadas las condiciones actuales de desigualdad social, económica e institucional, no hay bases para el “optimismo tecnológico” en los llamados países en desarrollo.
Las políticas públicas

En el enfoque de desarrollo humano, la libertad individual tiene que coexistir con las libertades de las demás personas, de manera que el límite de la libertad propia es la libertad ajena. Así, el desarrollo humano implica un proceso que hace a todas las personas igualmente libres. O sea, que la lógica de la libertad implica la lógica de la equidad, aunque ser iguales en un sentido implica ser desiguales en otros. Por ejemplo, la equidad en el acceso a las oportunidades tiene resultados diferentes en las personas.

En este sentido, las políticas públicas deben establecer los límites de las libertades individuales cuando se trate de garantizar el bienestar y la calidad de vida de las mayorías en el presente o para futuras generaciones. Por ejemplo, deben impedir el abuso de poder de una empresa que contamine y regular el uso del territorio para evitar que sea más vulnerable a la amenaza de fenómenos naturales. Este tipo de decisiones constituyen la base de la política ambiental en una sociedad dada y se concretizan en los arreglos institucionales e instrumentos de gestión de dicha política.

El Estado debe garantizar la equidad en el acceso a las oportunidades y al capital natural que no se encuentre en todas las regiones; debe regular las actividades productivas, en función de las potencialidades biofísicas y de las necesidades de la población, y debe legislar y fiscalizar los arreglos institucionales.

En el ámbito local, la acción descentralizada del Estado debe preservar la coherencia en la gestión de un territorio (o región), a fin de preservar la integridad de una política de desarrollo. El compromiso es político y deliberado en la medida en que implica la asunción de la eficiencia, la equidad, el empoderamiento y la libertad como modus operandi fundamentales de las estrategias productivas y de desarrollo.
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4.1 DESCRIPCION

Organizar un programa de gestión científica para la modernización del Gran Santo Domingo, tomando en cuenta el marketing de la ciudad y un desarrollo sostenible sustentado por un plan estratégico para la  capital dominicana.
4.2  CONCEPTUALIZACION DE MARKETING
Si bien la conceptualización de marketing es algo moderno y su difusión, legitimación y desarrollo es relativamente reciente, la relación entre esta técnica y las ciudades puede que sea de muy larga data, si se analiza teniendo a la vista el afán de aparentar, de demostrar opulencia (económica, cultural, estética, etcétera) y de colocarse por encima de las demás de su entorno, ha estado siempre, en mayor o menor medida, en el espíritu de las ciudades. Sin embargo, adoptar el marketing como un valor estratégico –con la correspondiente ingeniería en la estructura administrativa– para el desarrollo de las ciudades, constituye todavía una novedad real, en muchos países
.

El marketing es una herramienta, una técnica que se ha ido desarrollando notablemente con el paso de los años, hasta el punto de que no son pocos los que lo consideran una ciencia, y que es susceptible de ser aplicada en múltiples áreas. Como toda “herramienta” o técnica depende de la utilización que se le dé. 

En una época caracterizada por el consumo, el valor de la imagen, el desarrollo de las industrias de los medios para masas y el turismo, la influencia y transformaciones crecientes ejercidas por los flujos económicos y financieros, no debe sorprender la competencia establecida entre muchas ciudades. Una competencia que, como casi siempre, ha tenido a las principales urbes mundiales entre sus primeras participantes, y a la cual cada vez se van sumando más jugadores con ganas de pellizcar algo del pastel. La lucha por ver qué ciudad es escogida como organizadora de un evento de gran relevancia (Juegos Olímpicos, Mundiales de Fútbol, etcétera) o la pelea por atraer grandes inversiones para nuevos mercados, son un claro ejemplo de esto.

El marketing de ciudades (o “citymarketing”, en inglés) se puede definir como una política  activa integrada por un conjunto de actividades orientadas, por una parte, a  identificar y determinar las necesidades de sus diferentes públicos, reales y potenciales; y, por otra parte, a desarrollar una serie de productos y servicios en la ciudad para satisfacer dichas necesidades, creando y potenciando su demanda. La planificación estratégica implica un proceso de cuestionamiento y  renovación constante del funcionamiento de la ciudad, por parte de los  ciudadanos y de los agentes que la gestionan. La planificación estratégica tiene  que favorecer soluciones innovadoras, tensiones creativas y nuevas formas de  pensamiento, para conseguir el modelo urbano deseado. 

Un plan estratégico es un proyecto urbano global que tiene en cuenta los  aspectos económicos, sociales y territoriales; además, es un proceso continuo  de reflexión sobre la ciudad, sobre cómo es y cómo desean sus ciudadanos  que sea en el futuro. La planificación estratégica pretende conformar un modelo  deseado de urbe, a medio y largo plazo, que tenga en cuenta los sectores  clave de la misma: 

Proyecto económico: 


· Agricultura.        Comercio.     Construcción.       Industria.

· Servicios.          Turismo.        Empleo.

Proyecto social:

· Bienestar social.     Cooperación.     Cultura.     Deportes. 

· Educación.            Sanidad. 

Proyecto territorial:

· Arquitectura.        Infraestructuras.    Medio Ambiente.

· Urbanismo.         Vivienda.

La planificación estratégica supone un proceso de creatividad y aportación de ideas sobre la ciudad, por parte de los ciudadanos y de sus representantes, que genera un conjunto de objetivos, de asignación de recursos y de decisiones tácticas.  La planificación estratégica es un instrumento eficaz y eficiente para la dirección urbana, que se apoya en una serie de principios básicos: 

· La participación ciudadana 

· La colaboración y cooperación público-privada 

· El debate plural 

· El consenso 

· El compromiso en la acción 

· La unidad en la defensa de los temas clave 

En la gestión urbana se puede utilizar la planificación estratégica, teniendo su origen en una o varias causas que justifican la necesidad de su implementación: 

Una situación de crisis que afecta a la economía o sociedad local, que esté suponiendo un importante impacto negativo sobre la competitividad de la ciudad y sobre el bienestar y calidad de vida de los ciudadanos. La organización de un evento importante que puede tener un gran impacto urbano. Una situación de estancamiento en la ciudad que está frenando sus posibilidades de crecimiento económico y de desarrollo social. El desarrollo de un plan de calidad urbana, lo que supone tener en cuenta la definición y el desarrollo de las estrategias y políticas locales. 

Un planteamiento político de liderar un proceso de cambio en el modelo de ciudad, apoyado en la cooperación de los sectores público y privado. 

En este marco es que aparece la necesidad de la implementación del Marketing Urbano, como expresara Friedmann: "El Marketing Urbano es visto como una efectiva herramienta de gestión urbana, como instrumento fundamental en la estrategia de ciudades, de su competitividad. Únicamente las ciudades que utilicen las técnicas del Marketing Urbano como recurso podrán beneficiarse en esta competencia".

Entendiendo que la razón de ser del marketing es crear y distribuir valores se puede inferir que la implementación de planes de marketing aplicados al ámbito de la gestión de ciudad le permite aumentar el grado de satisfacción de los distintos públicos objetivos a través de una mejor oferta de satisfactores; Fortalecer su situación económica; Mejorar el nivel de vida de los ciudadanos; Atraer tanto a empresas como a nuevos residentes. Con la implementación de este tipo de planes también se logra favorecer al sector turístico, con el conocimiento de las necesidades y deseos de los posibles visitantes a los que se podría brindar lo mejor de cada ciudad; impulsar la esfera de negocios y eventos, llevándola no solamente a planos nacionales, sino de índole internacional. De esta forma la ciudad reuniría una serie de posibilidades reales para darse a conocer tanto, en su mercado interno, como en el externo.

4.2.1  DESARROLLO SOSTENIBLE
El término desarrollo sostenible, perdurable o sustentable se aplica al desarrollo socio-económico y fue formalizado por primera vez en el documento conocido como Informe Brundtland (1987), fruto de los trabajos de la Comisión Mundial de Medio Ambiente y Desarrollo de Naciones Unidas, creada en Asamblea de las Naciones Unidas en 1983. Dicha definición se asumiría en el Principio 3.º de la Declaración de Río (1992):

El ámbito del desarrollo sostenible puede dividirse conceptualmente en tres partes: ambiental, económica y social. Se considera el aspecto social por la relación entre el bienestar social con el medio ambiente y la bonanza económica.

Deben satisfacerse las necesidades de la sociedad como alimentación, ropa, vivienda y trabajo, pues si la pobreza es habitual, el mundo estará encaminado a catástrofes de varios tipos, incluidas las ecológicas. Asimismo, el desarrollo y el bienestar social, están limitados por el nivel tecnológico, los recursos del medio ambiente y la capacidad del medio ambiente para absorber los efectos de la actividad humana
.

Ante esta situación, se plantea la posibilidad de mejorar la tecnología y la organización social de forma que el medio ambiente pueda recuperarse al mismo ritmo que es afectado por la actividad humana.

El desarrollo sostenible es un cambio progresivo de una economía hacia mejores niveles de vida en un futuro y atendiendo las necesidades presentes. Por eso decimos que el desarrollo sostenible integra la economía, la sociedad y el ambiente (ecología).

La justificación del desarrollo sostenible proviene tanto del hecho de tener unos recursos naturales limitados (nutrientes en el suelo, agua potable, minerales, etc.), susceptibles de agotarse, como del hecho de que una creciente actividad económica sin más criterio que el económico produce, tanto a escala local como planetaria, graves problemas medioambientales que pueden llegar a ser irreversibles.

El desarrollo sostenible se refiere a la totalidad de las actividades humanas. Sin embargo, los retos de la sostenibilidad, son diferentes para cada tipo de sector económico.
4.2.2  GESTIÓN CIENTÍFICA MODERNA
La gestión del cambio institucional se basa en el desarrollo organizacional y el fortalecimiento directivo y ejecutorio. Para ello se debe instrumentar el trabajo en equipo, orientando la estructura organizacional a una forma más horizontal, descentralizada, autónoma y flexible, que permita la materialización de los nuevos sistemas de planificación, seguimiento y control de la gestión, para el establecimiento de un modelo de gestión adecuado y  único. Es necesaria la reconfiguración de la estructura organizativa y el diseño de documentos científicos, tecnológicos, jurídicos, legales y gerenciales de apoyo al nuevo modelo de gestión necesario, en el cual la innovación, la calidad y la planificación de los procesos y actividades, son y serán, los pilares fundamentales para la adecuación de las condiciones humanas y de infraestructura al cambio que requiere la institución. 
La dimensión de la nueva gestión institucional se enmarca en las exigencias de una compleja realidad nacional e internacional, más dinámica, sistémica, de mayor relación con el entorno y en el logro de la plena satisfacción de las demandas de los usuarios. 
El proceso de gestión del cambio institucional obedece a la disposición del Ejecutivo Nacional contenida en el decreto No. 1980, de fecha 18 de Septiembre de 2002, donde se crea y se asignan funciones a la Comisión Presidencial para la reforma y modernización del estado. Este marco de referencia da la pauta para el desarrollo del proceso de cambio institucional, sobre todo en lo relativo a la reforma y modernización del estado.

Desarrollando los dos enfoques estratégicos expuestos: Investigación & Desarrollo y Funcionamiento del Modelo Institucional, en los lineamientos que cada uno contiene, el PESD apunta hacia el logro progresivo de su imagen objetivo, su políticas y su directrices estratégicas para el largo plazo. Solo así, será posible la expresión real de los principios que orientan y rigen la función y el trabajo de la institución. Para ello, se hace necesario el diseño y la ejecución de seis planes estratégicos que cumplan con la Visión de Desarrollo planteada. 
Cada uno de estos definirá la estrategia que articule y coordine las acciones entre el mediano y el largo plazos. A continuación se presenta el diseño y la formulación estratégica para un periodo de 10 años de acción.

EL PLAN ESTRATÉGICO: HACIA EL AÑO 2020.

El PESD debe avanzar hacia su consolidación como una institución adaptada a las nuevas exigencias científicas, tecnológicas y gerenciales presentes en el mundo y florecientes en la ciudad de Santo Domingo, convirtiéndose en un ente moderno de la nueva gestión pública dominicana, con capacidad de dar respuesta rápida y eficaz a los retos que le impone la realidad agrícola nacional en la actualidad y en el futuro. Para ello, se requiere del diseño y la ejecución de objetivos estratégicos, estrategias y metas para el mediano plazo, en el sentido del cumplimiento progresivo de la Visión de Desarrollo a diez años.
4.3  PLAN ESTRATEGICO DE DESARROLLO
Es un verdadero plan de acción, elaborado de forma participativa, no como una utopía u horizonte alejado de las posibilidades reales, sino como una guía dinámica y flexible del trabajo, hacia el desarrollo integral de cada zona, para los próximos 10 años
.

Planificar el futuro de cada zona requiere:

· Conocer la realidad actual 

· Identificar los puntos débiles y puntos fuertes: los riesgos, conflictos y atractivos 

· Acordar un objetivo general de desarrollo para cada zona: hacia dónde se quiere llegar 

· Determinar las líneas estratégicas: los temas claves para pasar de la situación actual a la situación deseada. Serán las líneas de trabajo más relevantes que apunten directamente hacia el logro del objetivo general 

· Definir las acciones del Plan: se trata de las medidas o instrumentos concretos a implementar para modificar y solucionar las situaciones entendidas como problemáticas y potenciar los aspectos positivos. 

La participación, eje del proceso de elaboración de los Planes deberá ser un trabajo colectivo, donde los distintos actores opinen, hagan sugerencias y propuestas, discutan, acuerden y decidan sobre el futuro, según sus intereses y necesidades.

Participan las Juntas Locales, Los Concejos Vecinales, los funcionarios de los Comités de desarrollo., las organizaciones sociales y gremiales, los trabajadores, los comerciantes y empresarios, los productores y artesanos, los vecinos en general.

Los Planes se construyen a partir de una forma de planificación dinámica y flexible. No son algo rígido, que después de definidos no admiten modificaciones, sino que, deben interactuar con los cambios que se produzcan, hacia un proyecto de futuro compartido.
Las fases para la elaboración de planes estratégicos de desarrollo se desarrollarán básicamente en dos fases:

Revisión y actualización de los diagnósticos zonales. 

Formulación de los Planes estratégicos de desarrollo zonales. 

La primera fase, fundamental por ser el punto de partida, requiere un buen conocimiento de la realidad y un esfuerzo integrador por parte de quienes son sus principales protagonistas. Esto dará pie para la formulación de los diagnósticos zonales. Un mal diagnóstico, dará como resultado, planes que poco tengan que ver con la realidad.

Esta fase consiste en la identificación de las centralidades y de las unidades territoriales en que se dividirá cada zona para realizar el trabajo. En muchos casos, implicará la reafirmación de las ya existentes y en otros, podrá ser necesario, introducir cambios para readecuarlas a la situación actual. 

La recopilación de información acerca de cada unidad territorial. Mucha de esta información ya existe y posiblemente esté dispersa, por lo que se constituye en una buena oportunidad para agruparla y disponer de ella de forma ordenada. El resto se recogerá en base a formularios y según las necesidades y posibilidades de cada unidad territorial. 

La elaboración de diagnósticos zonales. Es necesario un esfuerzo por visualizar la zona en su conjunto, integrar los diferentes aspectos que conforman la realidad y las visiones de los distintos actores. 

La segunda fase implica proyectarse hacia el futuro, creando el eslogan que identifica este proceso "Para seguir construyendo la ciudad que queremos". 

Exige un esfuerzo de discutir y definir la Zona futura que queremos, a partir de una propuesta creíble y asumible de cara al horizonte del 2020. Al definir esto, quedaría formulado el objetivo general del Plan. Para acercarse a su concreción, es necesario definir líneas estratégicas en cada una de las siguientes áreas temáticas: dinámica departamental, calidad de vida y relacionamiento social e institucional.

Las líneas estratégicas deberán contemplar los distintos aspectos de la realidad, es decir los temas específicos. Estos son: disponibilidad y usos del suelo, infraestructura y servicios básicos, tránsito y transporte, actividades económicas, calidad ambiental, bienestar social, proyección cultural, participación social y desarrollo de los órganos de gobierno local, relacionamiento y cooperación público/privada.

Las líneas estratégicas deben oficiar de orientaciones para el desarrollo de cada zona. Proponemos que se definan un mínimo de 5 y un máximo de 9 líneas estratégicas.

Por último, se requiere de una definición de acciones que sean viables en términos de recursos, plazos y oportunidad, siendo luego necesaria su priorización en base al acuerdo y negociación entre los diferentes actores implicados. Debe tenerse en cuenta que muchas veces, una misma acción, sirve para el logro de más de un objetivo.

En base a estos elementos, se pretende formular Planes participativos, que fomenten la interacción entre los distintos actores, continuando un auténtico proceso de "aprendizaje social", que consolide una historia en primera persona del plural: "Para seguir construyendo, la ciudad que queremos".
4.3.1  DESARROLLO ECONÓMICO SOSTENIBLE
     La viabilidad del crecimiento económico se ve limitada por la posibilidad de conservar los recursos. Para esto es necesario el estudio de los umbrales máximo y mínimo, dentro de los cuales se pueden explotar un recurso sin afectar al equilibrio ecológico que le sostiene, y es responsable de su existencia. 

     La riqueza que puede suponer un recurso no viene, sólo, de la eventualidad de utilización inmediata, sino de su posibilidad de utilizarlo a largo plazo de forma sostenible y garantizando su permanencia. 

     Para ello se debe investigar cuál es la población mínima, o la cantidad del recurso mínimo, que asegura su regeneración como especie. Además, hay que determinar qué importancia tiene esa especie, o recurso, en el equilibrio del ecosistema y qué función cumple. Tan importante como asegurarse la renovación del recurso es garantizar la persistencia del ecosistema que le sostiene, ya que sin él el recurso desaparece. 

     El desarrollo económico viene, pues, de la posibilidad de utilizar un recurso asegurando su regeneración y su equilibrio ecológico, y la creación de una tecnología que haga menos agresiva la transformación de los recursos, de manera que se pierda menos peso en el proceso de transformación, utilizando menos energía o la energía liberada en el propio proceso de transformación. Cuanto mayor sea la eficacia del proceso de transformación, y menor el consumo de energía, mayores serán los beneficios económicos y ecológicos. 
     Existen numerosas industrias que, en el proceso de fabricación, generan calor, el cual podría aprovecharse para producir la electricidad necesaria. Es la cogeneración, en la cual, una planta puede producir la energía que consume e incluso más. 

     Además, sería necesario crear unas infraestructuras industriales y de transporte menos agresivas con el paisaje. Todo ello sin renunciar al desarrollo económico alcanzado. Pero no debemos olvidar que, si todo el mundo tuviese un grado de consumo similar al de los países desarrollados, el planeta no podría, con la tecnología actual, proporcionar recursos para todos. 

     Hay que tener en cuenta, que muchos de los productos generados por la industria son difícilmente degradables. Se debe evitar, en lo posible, que se conviertan en basura. Muchos de los productos utilizados por la industria, como el papel, el vidrio, las telas e incluso el plástico, son reciclables. Además, muchas de las basuras se generan porque los productos tienen un sólo uso. Cuanto más utilicemos productos de varios usos menos basuras generaremos. Es el caso de las bolsas de plástico utilizadas para la compra, cuando hasta no hace mucho se utilizaron bolsas de tela. La clave es reducir residuos, reutilizar productos y reciclar lo más posible, en suma, responsabilidad. 

     El mundo en el que vivimos forma un ecosistema muy complejo que debemos mantener en buen estado si queremos sobrevivir como especie. Cada vez está más claro que el comportamiento individual tiene un impacto decisivo en el medio y en el entorno.
4.3.2  BIENESTAR SOCIAL COMUNITARIO
El bienestar social se le llama al conjunto de factores que participan en la calidad de la vida de la persona y que hacen que su existencia posea todos aquellos elementos que dé lugar a la tranquilidad y satisfacción humana
.
 El bienestar social es una condición no observable directamente, sino que es a partir de formulaciones como se comprende y se puede comparar de un tiempo o espacio a otro. Aún así, el bienestar, como concepto abstracto que es, posee una importante carga de subjetividad propia al individuo, aunque también aparece correlacionado con algunos factores económicos objetivos.

Se refiere al nivel alcanzado en la satisfacción de las necesidades básicas fundamentales de la sociedad, que se expresan en los niveles de educación, salud, alimentación, seguridad social, vivienda, desarrollo urbano y medio ambiente. 
El bienestar social, en términos económicos se puede medir en función del incremento del producto per cápita real; el aumento en la participación del gasto social respecto al total de egresos, mejoría en la distribución del ingreso, aumento del empleo y fortalecimiento en la balanza de pagos; en el ámbito social se mediría por el incremento en los niveles de salud, educación, vivienda, alimentación y erradicación de la pobreza extrema; desde el aspecto ecológico a través del combate a la contaminación, reforestación de áreas verdes y fortalecimiento de la red hidráulica y su dosificación, entre otros.
4.4   DISTRITO NACIONAL

[image: image7.emf]
En los últimos 40 años, el área metropolitana de Santo Domingo ha sido intervenida por dos gobernantes constructores, cuyas influencias han ido modelando el perfil del área urbana: Joaquín Balaguer y, más recientemente, Leonel Fernández. En ambos, se aprecia una tendencia a hacer grandes obras.

En 1988, se realizaron a los desalojos en Villa Juana y Villa Francisca cuando se construía la Avenida V Centenario, para rodear la ciudad de la dignidad que necesitaba para que pudiera servir de escenario a la conmemoración del Quinto Centenario del Descubrimiento de América. La  aspiración es hacer sencillamente esta ciudad más hermosa, ya que no es posible hacerla más rica, como están hicieron otras capitales más poderosas en preparación del Quinto Centenario del Descubrimiento de América, que para eso llenaron sus capitales de obras de arte y edificaciones realmente monumentales”
.

La ciudad de Nueva York es maravillosa por sus enormes rascacielos, largos puentes, túneles subacuáticos, hermosos parques, tiendas lujosas, negocios exitosos, galerías de arte, museos fabulosos, grandes teatros, calles llenas de bullicio y energía, gente de todo el mundo, trenes subterráneos ruidosos y pizzas deliciosas. 

Esas son expresiones en donde la modernidad y el progreso de la ciudad se expresan a través de las cosas y no a través de mejorar las condiciones de su gente. Al mismo tiempo, son indicadores de las pautas y prioridades de gobernantes dominicanos que han venido tomando decisiones en su momento, sin planes explícitos; pero con una noción clara de la ciudad que ellos querían y en total ausencia de los gobiernos locales. El problema es que esa forma de intervenir en la ciudad es parte de una cultura política, donde el éxito se mide por grandes obras que muchas veces no recibe el mantenimiento adecuado, y en otras está ausente la población, que puede quedar segregada. En cierta manera, es una lógica incompleta en donde la dignificación de la población se da a través de las formas que ofrecen imágenes de modernidad, pero sin contenidos. Es una inclusión simbólica de la sociedad, mientras permanece social y económicamente excluida. No es malo mejorar las formas y construir edificios hermosos, el problema radica en una cultura para quien la modernidad se queda en los contornos, mientras se deteriora o no avanza lo suficiente lo sustantivo. 

Santo Domingo es, como han dicho algunos, una ciudad producto de inversiones en infraestructuras del Estado, del mercado, de la especulación inmobiliaria y con ausencia absoluta de planificación. Un ejemplo puede ilustrar esta falta de previsión en el desarrollo de la zona Metropolitana.

Según el Plan Indicativo de la Zona Metropolitana de Santo Domingo 2006, elaborado por el Consejo Nacional de Asuntos Urbanos (CONAU), hace unos 70 años se construyó el primer alcantarillado sanitario en la ciudad de Santo Domingo; sin embargo, al día de hoy el 73% de la población del conglomerado de Santo Domingo no dispone de alcantarillado sanitario, drenando sus aguas al subsuelo, utilizando el sistema de sépticos con filtrantes. El 27% de población restante (entre 700,000 y 900,000 habitantes) que goza de servicios, envía las aguas sin tratar a los cursos de los ríos Isabela, Ozama o Haina o al Mar Caribe. Según el Plan Indicativo, las plantas existentes (13 en toda el área Metropolitana) podrían dar servicio a una población no mayor a los 190 mil habitantes, todas funcionando a la vez, pero la mayor parte se encuentra fuera de servicio. 

Sólo un 10% de las aguas residuales recolectadas por el alcantarillado sanitario van a una planta de tratamiento, lo cual no asegura que éstas reciben una depuración adecuada, por lo que la calidad de las aguas vertidas a cuerpos receptores no cumple con los parámetros requeridos por las normas nacionales ni internacionales.

4.4.1  ASPECTOS GEOGRÁFICOS

El Distrito Nacional es una división político-administrativa especial donde se encuentra la capital de la República Dominicana y sede del Gobierno. Solamente tiene un municipio, el cual abarca toda la superficie del distrito, y su síndico actúa como gobernador provincial aunque es electo por los habitantes y no nombrado por el Poder Ejecutivo. Al igual que en todas las provincias, sus habitantes eligen a un senador. 

Fecha de creación de la provincia: La Provincia de Santo Domingo (no la actual Provincia de Santo Domingo) fue creada por la Constitución del 6 de noviembre de 1844. Pasó a ser Distrito Nacional en 1934. 
Historia de la provincia

La Constitución del 6 de noviembre de 1844 creó, junto con otras 4 provincias, la Provincia de Santo Domingo (no la actual Provincia de Santo Domingo) con las comunes (municipios) Santo Domingo, San Cristóbal, Baní, Los Llanos, Bayaguana, Monte Plata y Boyá. La Ley No. 355 del 5 de septiembre de 1854 sobre "Administración Provincial" le dió el nombre de Provincia de Santo Domingo de Guzmán, nombre que volvió a ser simplemente Provincia de Santo Domingo en las constituciones y leyes posteriores. 

Las posteriores divisiones territoriales del país fueron creando nuevas provincias, reduciendo el territorio de la provincia. Por la Ley No. 391 del 11 de noviembre de 1932 pasó a llamarse Provincia Nacional. 

El 7 de septiembre de 1934 se dispuso la creación del Distrito Nacional; la nueva demarcación quedó inaugurada el 1 de enero de 1935. Ya que el Distrito Nacional solamente tendría un municipio, las demás comunidades del territorio del distrito y que eran municipios, como San Antonio de Guerra, dejaron de serlo. 

El 15 de enero de 1936 fue promulgada la ley que le cambió el nombre a Distrito de Santo Domingo. Fue denominada definitivamente como Distrito Nacional por la Constitución del 1 de diciembre de 1955. 

El último cambio fue en el año 2001, cuando se creó la actual Provincia de Santo Domingo y el territorio del Distrito Nacional quedó reducido a la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. 

Superficie: 104.44 km².

Límites: Limita al norte, este y oeste con la provincia de Santo Domingo, y al sur con el Mar Caribe.

Región: Forma parte de la Región X - Ozama.

Población (2002): 913,540 personas: 430,698 hombres y 482,842 mujeres.3 

Densidad: 8,747.0 habitantes/km2. 
Porcentaje de población urbana: 100%.

Ciudades principales: (Solamente hay una ciudad)

Municipio cabecera: Santo Domingo de Guzmán, con 913,540 habitantes (toda la población es urbana); coordenadas: 18° 29' N - 69° 54' W.

Geografía
No hay montañas en el Distrito Nacional; solamente hay algunos desniveles de pocos metros 

Los únicos ríos importantes se encuentran en los límites del Distrito Nacional (y de la ciudad de Santo Domingo de Guzmán). El Río Ozama constituye el límite occidental de la ciudad mientras que el Río La Isabela constituye su límite norte. Las demás corrientes son pequeños arroyos afluentes de La Isabela, siendo los principales Arroyo Hondo y Arroyo Manzano. 

Clima 

El clima del Distrito Nacional es tropical lluvioso de sabana. La falta de lluvias se nota solamente en el invierno (febrero y marzo), constituyendo una temporada de sequía bien definida. Fuera de esta época, llueve regularmente durante el resto del año. 

La precipitación media anual es de 1,393.9 mm. La temperatura promedio anual en la misma ciudad es de 25.7 °C. 

4.4.2  SITUACIÓN ECONÓMICA

La principal actividad económica del Distrito Nacional es la comercial, aunque también es importante la industrial, de comunicaciones y portuaria (sobre todo turística). Al encontrarse en ella la capital del país, es muy importante la burocracia gubernamental. 

Turismo: El turismo, tanto nacional como internacional, es importante debido a que es la capital del país. La zona de mayor interés turístico es la denominada Zona Colonial
. 

El Distrito Nacional es una de las entidades municipales que menos depende de los ingresos de la Liga Municipal Dominicana. En 2006, el 40% de sus ingresos totales eran propios y esa fuente ha crecido en los últimos años, desde un 22% en 2002. Los ingresos propios por habitante en términos reales (a precios de 2002) se han multiplicado por 2.66 veces y en términos nominales por casi seis.

La principal fuente de recursos propios en el Distrito Nacional son los ingresos por concepto de letreros, vallas, espectáculos, parqueos, drenajes pluviales, pozos, moteles, etc., que representan 70% del total. Le siguen los ingresos que capta la Dirección de Registro Civil (9%). Hay que señalar que la estructura de los ingresos del Distrito Nacional se ha modificado sustancialmente en apenas cinco años.
4.4.3  EL ESPACIO LOCAL Y EL DESARROLLO HUMANO
Tomar en cuenta el espacio local en la definición de políticas que impulsen el desarrollo humano es primordial por diferentes motivos:

· Primero, el desarrollo humano es un proceso de la vida cotidiana de las personas. 

· Segundo, por la naturaleza de las relaciones sociales. La sociedad local tiene sus especificidades; los nexos entre actores políticos están marcados por la cultura, las tradiciones, los lugares de encuentro de la población, la cultura política y el parentesco. Esto determina un complejo de relaciones, formales e informales, entre las instancias de los poderes (ayuntamientos y dependencias de los gobiernos centrales) y las acciones e iniciativas de participación de las organizaciones de la sociedad civil, pasando por las relaciones de parentesco.

· Tercero, los límites del espacio son más tangibles, lo cual hace más evidente las circunstancias del desarrollo, existiendo la posibilidad para la potenciación del poder local participativo e inclusivo. La dimensión local permite atender determinadas condiciones de forma más eficiente para que las personas alcancen la vida que consideran más valiosa.

· Cuarto, el límite tangible del territorio es muchas veces el límite del poder político, lo cual facilita la posibilidad de exigir cuentas y determinar de manera más precisa las consecuencias del ejercicio político y gerencial de las autoridades locales.

Ahora bien, la dimensión local del desarrollo humano puede ser un factor positivo o negativo para el desarrollo. Puede contribuir a fortalecer o debilitar la integración y la identidad nacional y del Estado. Todo depende de la forma en cómo se articule la esfera local y de ésta con la nacional. 

4.5  PROVÍNCIAS SANTO DOMINGO
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La población urbana que vive en la provincia de Santo Domingo y el Distrito Nacional alcanzaba 2.1 millones en 2002. En 42 años se había multiplicado por 5.8 veces, mientras que la población total del país lo hizo por 2.8 veces.

En las últimas cuatro décadas, esta zona había sido la de mayor atracción de población.

En la década del 60, el 87% de la inmigración neta total del país se dirigió hacia Santo Domingo y el Distrito Nacional. Ese porcentaje se mantiene en la década de los 70, pero se reduce sustancialmente al 53.5% en la década de los 80 y más aún en la de los 90, hasta un 38.1%. Es decir, la zona Metropolitana de Santo Domingo dejó de ser un polo de atracción de la misma intensidad en que lo había sido en décadas anteriores
.

Estos flujos migratorios hacia Santo Domingo la han convertido en la zona de mayor concentración de población rural desde la década del 80.

4.5.1 ASPECTOS GEOGRÁFICOS

Fecha de creación de la provincia: Esta provincia fue separada del Distrito Nacional por ley del 16 de octubre de 2001. Nombrada por la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, capital del país. 

Superficie: 1,296.35 kilómetros cuadrados.

Límites: Limita al norte con la provincia Monte Plata, al este con la provincia San Pedro de Macorís, al sur con el Mar Caribe y al oeste con la provincia San Cristóbal. 

Región: Forma parte de la Región X - Ozama.

Población (2002): 1,817,754 personas: 887,437 hombres y 930,317 mujeres. 

Densidad: 1,402.2  habitantes/km2. 
Porcentaje de población urbana: 89.6%.

Ciudades principales:

Municipio cabecera: Santo Domingo Este, con 787,129 habitantes (480,749 urbana y 306,380 rural); coordenadas: 18° 29' N - 69° 54' W.

Otros municipios: Boca Chica, Los Alcarrizos, Pedro Brand, San Antonio de Guerra, Santo Domingo Norte, Santo Domingo Oeste.

Distritos Municipales: San Luis, La Caleta, Palmarejo-Villa Linda, Pantoja, La Cuaba, La Guáyiga, Hato Viejo y La Victoria.

Montañas: En el norte de la provincia se encuentra la Sierra Prieta, que forma parte de la Sierra de Yamasá. 

Hidrología: El principal río de la provincia es el Ozama, con sus grandes afluentes La Isabela y Yabacao. El Río Haina forma el límite con la provincia San Cristóbal mientras que el Brujuelas sirve de límite con la provincia San Pedro de Macorís. 
4.5.2  SITUACIÓN ECONÓMICA

Economía: Es la provincia de mayor actividad industrial y comercial, con varias zonas industriales. Además el Puerto de Haina (compartido con la provincia San Cristóbal) es el más importante del país. 

En agropecuaria, las principales producciones son de frutales (cítricos) y ganado vacuno tanto de leche como de carne. También la producción avícola es importante. 

Turismo: El turismo es importante solamente en la parte oriental, especialmente en Boca Chica, uno de los principales centros turísticos del país. 

La pobreza del área de Santo Domingo, es decir, la provincia de Santo Domingo y el Distrito Nacional, era de un 26% en 2002, mucho más baja del promedio nacional (43%), registrando en la provincia (28%) una intensidad de la pobreza superior al Distrito Nacional (21%). En algunos municipios de la  provincia de Santo Domingo, la pobreza alcanzaba el 64%, como ocurría en el municipio de Guerra; el 58% en La Victoria; el  52% en Pedro Brand; el 43% en Boca Chica. De cada 5 personas consideradas pobres del país vive en la provincia de Santo Domingo y el Distrito Nacional.

No obstante, el nivel de privaciones en el área de Santo Domingo es un 15% inferior al promedio nacional y es por lo menos 35% más bajo que en la mitad de las provincias del país. Es decir, la probabilidad combinada de no morir antes de los 40 años, de no ser analfabeto cuando se sea adulto, de estar sin acceso a agua potable y de estar desnutrido es cuando menos un 52% superior en la mitad de las provincias dominicanas en comparación con en el área de Santo Domingo.

4.5.3  DESARROLLO HUMANO

El enfoque de desarrollo humano y el enfoque de capacidades con la cuestión territorial son prácticamente inexistentes. Esto exige un esfuerzo adicional para tratar de entender como la literatura del desarrollo ha abordado la cuestión territorial y luego hacer el vínculo con el enfoque de capacidades.

La pregunta que se han hecho los estudiosos de la cuestión territorial es si ésta influye de alguna manera en los procesos de desarrollo. Las posturas más extremistas se preguntan si existe un potencial endógeno en los territorios que influye en el desarrollo. La intuición nos indica que la relación es más dialéctica: el uso del territorio es un hecho social determinado por ciertas potencialidades endógenas que a su vez crean externalidades positivas y negativas que refuerzan o diluyen las posibilidades de desarrollo humano en un determinado espacio. Esas fuerzas se ven acrecentadas o disminuidas por los niveles de vínculo con el proceso de globalización
.

No cabe duda que para el enfoque de desarrollo humano, cuyos ejes son la eficiencia, la equidad, el empoderamiento y la libertad, resulta central la cuestión territorial.

La eficiencia, que implica incrementar la base material sustentada en la ampliación de las capacidades humanas, se beneficia de las externalidades positivas que puedan generarse de la aglomeración económica. 

En el enfoque del desarrollo como libertad se establece una diferencia entre las circunstancias en que vive la población y la responsabilidad con que ella actúa: las personas deben igualarse en sus circunstancias teniendo acceso a similares oportunidades, pero son responsables de las consecuencias de sus decisiones, sus gustos y ambiciones, según aprovechen o no las oportunidades.

El Estado tiene la obligación de crear las condiciones que igualen las circunstancias y debe prevenir todas aquellas ocurrencias de las cuales los individuos no son responsables, pero que les perjudican. Por ejemplo, debe mejorar la calidad y el acceso a la educación, impedir la discriminación, crear un escenario favorable para que aumente el empleo o crear condiciones para que las personas participen en las decisiones que les afectan. La denegación de esas libertades es una expresión del fracaso de la responsabilidad del Estado. Sólo después de que se igualen las circunstancias, que las instituciones garanticen equidad en el acceso a las oportunidades y se eliminen las asimetrías de información, el mecanismo del mercado como institución puede funcionar eficientemente.

El empoderamiento de la población es una vía para garantizar la igualdad de oportunidades y ésta se logra en parte cuando se amplía el espacio de decisión de la ciudadanía.

Esto es el resultado de procesos simultáneos: el poder que se construye, el que se conquista y el que se redistribuye o transfiere mediante transformaciones más democráticas de la sociedad. Para que ese empoderamiento pueda ser sostenible debe ser responsable, coherente y eficaz, superando la improvisación, con un marco analítico de ideas factibles, calculadas y fundamentadas, que guíen las intervenciones públicas y que sirvan de referencia a las acciones privadas.

Así, por ejemplo, no se puede desestabilizar la macroeconomía ni violentar el equilibrio fiscal, pero sí se puede decidir cómo lograr el equilibrio fiscal (cortando gastos sociales o creando impuestos progresivos).

El enfoque de desarrollo humano provee el marco analítico, permite hacer las preguntas adecuadas y define los criterios para la formulación de políticas con estrategias que combinen diferentes instrumentos para ampliar las opciones humanas. La combinación de estos instrumentos puede variar de país a país y depende de las condiciones históricas, sociales, políticas, económicas e institucionales de cada uno.
CAPITULO V
Plan estratégico de desarrollo sostenible para la ciudad de Santo Domingo.
(Compatibilidad del desarrollo económico versus bienestar social)
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5.5  PLAN ESTRATEGICO DE DESARROLLO SOSTENIBLE PARA LA CIUDAD DE SANTO DOMINGO

5.1  DESCRIPCION

 Elaborar un plan estratégico de desarrollo sostenible para la ciudad de Santo Domingo, tomando como base esencial la compatibilidad del desarrollo económico versus el bienestar social y el desarrollo humano. Dejar establecida una propuesta esquemática de desarrollo en dicha ciudad, para que este modelo se pueda implementar en toda la República Dominicana.

5.2  PLAN ESTRATEGICO DE DESARROLLO
Son muy pocos los municipios que han realizado planes estratégicos y en la mayoría de los casos no ha habido continuidad cuando han cambiado las autoridades municipales
.

Un plan estratégico es una idea, una visión concretada en un conjunto de acciones, actividades y obras realizadas en un tiempo determinado que proyectan a la comunicad hacia el futuro. No es vinculante y su implementación depende de la voluntad concertada entre los diferentes actores políticos, empresariales y de la comunidad. En el país algunos planes  han sido el resultado de propuestas de organizaciones comunitarias o de agencias de cooperación internacional con la participación de las autoridades.

En general, el éxito de estos planes depende de varios factores, entre los que están:
 1) Capacidad social que los sustente; 
2) Un arreglo entre los partidos políticos locales para que haya continuidad; 
3)   Una apropiación real de las autoridades que lo ejecutarán; 
4) Un conocimiento preciso de los recursos territoriales y de la infraestructura disponible; 
5) Un marco institucional y legal que le dé sostenibilidad; 
6) Disponibilidad de los recursos que demanda el plan, y la relevancia de las intervenciones que mejoren las condiciones materiales de la población del municipio, así como también para sus necesidades e intereses.

Un plan de ordenamiento territorial es un instrumento legal vinculante sobre el uso del espacio, que ordena y racionaliza las intervenciones sobre el territorio y propicia su desarrollo y aprovechamiento sostenible. Quienes lo elaboran toman en cuenta las potencialidades y deficiencias de la zona, la equidad y el uso óptimo de los recursos naturales, económicos y humanos para lograr el desarrollo humano. Aunque hay algunos intentos, en el país no existe ningún municipio que tenga un plan de ordenamiento territorial vinculante.

5.2.1  ANTECEDENTES
El plan estratégico de Santo Domingo surge de la necesidad de integrar iniciativas y definir claramente los caminos del desarrollo de la ciudad de Santo Domingo de cara al 2020. Este instrumento se constituye en una herramienta fundamental para la toma de decisiones y la implementación de una política de inversión en los sectores públicos y privado, encaminada a dinamizar e impulsar el desarrollo de la ciudad en los próximos 10 años.
El plan estratégico sostenible se plantea como el resultado de la integración de los esfuerzos de los sectores público y privado para proponer un nuevo proyecto de ciudad. Se trata de una serie de acciones coordinadas conducentes a mejorar su habitabilidad y su competitividad económica. El plan, como instrumento, busca la implementación de estrategias caracterizadas por la comunicación, participación y el consenso de los capitaleños.

La iniciativa del plan surge en 2006 cuando El Consejo Nacional de Asuntos Urbanos (CONAU), elabora el plan indicativo de la zona metropolitana de Santo Domingo (PIMSD) a través del Centro de Estudios Urbanos, auspicio un proceso de concientización y capacitación de diversos sectores con incidencia sobre la dinámica urbana de la ciudad de Santo Domingo. El propósito de esta iniciativa era motivar a esos agentes a contribuir con el mejoramiento de la calidad de vida en la ciudad. De ahí nació la idea de auspiciar un sistema local de gestión ambiental urbana y municipal, dentro del cual se desarrollaran planes para la sustentabilidad de la ciudad y el municipio.
Mucho antes a este proceso, surge en 1993 en la ciudad de Barcelona, España, el centro Iberoamericano de Desarrollo Estratégico Urbano (CIDEU). Este organismo fue creado por los alcaldes de diferentes ciudades iberoamericanas, con el fin de difundir la metodología e instrumentos de la planificación estratégicas urbanas y para ofrecer asesoría a las ciudades que decidiesen elaborar planes estratégicos. Por iniciativas de la administración del CONAU en el año 2006, la cuidad se Santo Domingo se convirtió en uno de los nuevos miembros del CIDEU. Es a partir de esta incorporación cuando se decide seguir incentivando los diferentes sectores para el desarrollo de un plan estratégico de la ciudad
.
Esta responsabilidad estuvo a cargo del Consejo Nacional de Asuntos Urbanos (CONAU) hasta mayo 2007, a partir del cual debe crearse formalmente la Oficina Coordinadora del plan. El Ayuntamiento del municipio de Santo Domingo (ADN) y el CONAU canalizaran, a través de la Agencia Española de Cooperación Internacional (AECI), un primer aporte para crear la estructura organizativa y operativa, e iniciar el proceso de un plan estratégico de desarrollo para la ciudad de Santo Domingo.

5.2.2  ESTRUCTURA Y ORGANIGRAMA
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5.2.3  OBJETIVOS FUNDAMENTALES
El objetivo principal es establecer una estrategia a largo plazo que combine las políticas para el desarrollo sostenible desde el punto de vista medioambiental, económico y social, con el fin de mejorar de forma sostenible  el bienestar y las condiciones de vida de las generaciones presentes y futuras.

Integrar a los ciudadanos en la discusión de problemas comunes y en la búsqueda de soluciones.

Identificar las oportunidades, potencialidades, limitaciones y amenazas de la ciudad con miras a definir el futuro deseado, partiendo de posibilidades viables.
Elaborar una agenda de ciudad a partir de 2010 donde se defina la visión, las líneas estratégicas, programas y proyectos para lograr mayor habitabilidad y competitividad en la ciudad.

Desarrollar los mecanismos necesarios para la implantación de las decisiones priorizadas, evaluándola constantemente y mejorándolas según las oportunidades. Esto requiere la integración de los recursos organizativos, humanos y financieros de los agentes públicos y privados, para la consecución y sostenibilidad de acciones y proyectos necesarios para construir el modelo de ciudad deseado.

SÍNTESIS

Esta estrategia establece un marco político a escala de la ciudad de Santo Domingo para permitir el desarrollo sostenible, es decir, para responder a las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras a la hora de satisfacer sus propias necesidades. 

El desarrollo sostenible se basa en cuatro pilares: económico, social, medioambiental e internacional que deben reforzarse mutuamente. Las consecuencias económicas, sociales y medioambientales de todas las políticas deben examinarse de forma coordinada y tenerse en cuenta en el momento de su elaboración y adopción. Las autoridades gubernamentales deben asumir asimismo sus responsabilidades internacionales en materia de desarrollo sostenible: éste debe promoverse dentro y fuera de la ciudad capital, incluidos los aspectos relativos a la democracia, la paz, la seguridad y la libertad.

El objetivo es servir de catalizador ante la opinión pública y los responsables políticos para influir en el comportamiento del conjunto de la sociedad. Se basa en medidas sobre los principales desafíos identificados, así como en medidas transversales, financiación adecuada, la participación de todas las partes interesadas y una aplicación y seguimiento eficaces de las políticas.

Los principios básicos de la estrategia son los siguientes: promoción y protección de los derechos fundamentales, solidaridad intra e intergeneracional, garantía de una sociedad abierta y democrática, participación de los ciudadanos, empresas e interlocutores sociales, coherencia e integración de las políticas, explotación de los mejores conocimientos disponibles y principios de precaución y penalizando de manera rigurosa a quienes incumplan con estos propósitos.

Medidas para responder a los principales desafíos
La estrategia pone de manifiesto siete tendencias insostenibles que requieren una intervención: la exclusión social y el envejecimiento demográfico, el cambio climático y la energía, los transportes, el consumo y la producción, los recursos naturales, la salud y el fomento del desarrollo sostenible en el mundo. Esta estrategia enumera toda una serie de objetivos operativos y cuantificados, y medidas concretas a escala de la ciudad capital para alcanzarlos. 
El primer objetivo específico a largo plazo de la estrategia consiste en luchar contra el cambio climático y sus efectos, respetando los compromisos del protocolo de Kioto y limitando el aumento de la temperatura media mundial a 2 ºC respecto al nivel preindustrial. 
Para promover modos de producción y de consumo más sostenibles, conviene, en particular, romper el vínculo entre crecimiento económico y degradación ambiental y tener en cuenta la capacidad de carga de los ecosistemas. La Secretaria de Medio Ambiente  debe, entre otras cosas, fomentar la contratación pública ecológica, definir con las partes interesadas los objetivos de comportamiento ambiental y social de los productos, aumentar la difusión de innovaciones medioambientales y tecnologías ecológicas y desarrollar la información y el etiquetado adecuados de productos y servicios.

Otro de los objetivos es una gestión más sostenible de los recursos naturales. En efecto, debe evitarse su sobreexplotación, aumentar la eficiencia de su utilización, reconocer el valor de los servicios ecosistémicos y frenar la reducción de la diversidad biológica antes del año 2020. El estado dominicano debe esforzarse en materia de agricultura, pesca y gestión de los bosques, garantizar la realización del programa Quisqueya Verde, definir y aplicar medidas prioritarias en relación con la protección de la biodiversidad y velar por la integración de los aspectos relacionados con el mar y los océanos. Asimismo, debe apoyarse el reciclado y la reutilización.

La limitación de los riesgos para la salud pública es otro objetivo de la estrategia. Debe garantizarse la seguridad y la calidad de los productos a todos los niveles de la cadena alimentaria. Antes del año 2020 han de eliminarse los riesgos para la salud y el medio ambiente debido a los productos químicos y desarrollarse la investigación sobre los vínculos entre salud y contaminantes ambientales. Deben abordarse los problemas vinculados a las epidemias y a la resistencia a los antibióticos -especialmente para estar preparados ante una posible pandemia y para luchar contra el VIH/sida, así como los problemas relacionados con el estilo de vida. 
Medidas intersectoriales
La sociedad del conocimiento debe impulsar el desarrollo sostenible. Ha de hacerse especial hincapié en el ámbito de la educación y la formación del mayor número posible de ciudadanos, a fin de estimular un cambio de comportamiento y proporcionarles las competencias necesarias para alcanzar los objetivos fijados en la estrategia. Por otra parte, debe fomentarse la innovación científica y técnica, en particular mediante los programas marco de investigación y desarrollo, con la colaboración de las universidades, institutos de investigación, empresas y responsables públicos. 

Una mejor comunicación permite promover el compromiso de los ciudadanos y las empresas. Se subraya la importancia del diálogo sistemático con los consumidores y la consulta con terceros países a fin de movilizar los esfuerzos de todos los agentes. Deben crearse asociaciones entre las diferentes partes interesadas, entre las que se incluyen los poderes públicos, las empresas y los ciudadanos (incluidas las organizaciones no gubernamentales).
5.2.4  PROYECTOS Y EJECUCIÓN
Iniciativas estratégicas

Objetivos 

Recuperar la capacidad de gestión del territorio por parte del gobierno de la ciudad, a partir de intervenciones estratégicas que validen el ejercicio de la autoridad local.

Propuestas 

· Recuperación del frente marítimo de la ciudad.

· Recuperación y reciclaje de la avenida Duarte y su entorno.

· Renovación de la avenida México y su entorno. 

· Boulevard del estudiante.

Gestión y uso de los espacios públicos 

Objetivo


Establecer una política municipal que fomente el uso de la ciudad como espacio colectivo de interacción y equidad que incremente la calidad de vida.

Propuesta

· La estructuración de espacios públicos de nueva planta

· Regulación de la publicidad exterior.

· Revalorización de los espacios públicos existentes.

Gestión de la calidad ambiental

Objetivo

Mejorar los indicadores de calidad ambiental en el ámbito del Distrito Nacional, desde una perspectiva integral, y de acuerdo con sus características urbano-ambientales.

Propuestas 

· Monitoreo de la calidad ambiental a través de redes tecnológicas comunitarias.

· Estructuración del sistema de evaluación ambiental.

· Análisis y evaluación de riesgos ambientales.

· Gestión y manejo de los desechos y residuos urbanos

· Promoción y educación ambiental.
Cultura ciudadana y animación urbana

Objetivo

Recuperar el Distrito Nacional como espacio de desarrollo humano sobre la base de una cultura civista que promueva el incremento del capital social y la solidaridad ciudadana.

Propuestas 

· Programa Barrio Mío.

· Programa Malecón Libre.

· Programa de Educación Ciudadana.

· Arte y Ciudad.

Fortalecimiento y gobernabilidad

Objetivo

Generar un clima de gobernabilidad y desarrollo local fundamentado en el fortalecimiento del ADN, en la participación de los agentes sociales y la restitución de la confianza de los munícipes de la ciudad.

Propuestas 

· Modernización y eficientización de procesos internos y servicios públicos.

· Transparencia de la gestión pública.

· Participación comunitaria y presupuesto participativo.

Competitividad de la ciudad

Objetivo

Desarrollar una estrategia global de competitividad para la ciudad que potencie sus atributos culturales, económicos y geográficos en el marco de la capitalización de la ciudad.

Propuestas 

· Creación de una marca de ciudad.

· Incremento del Capital Fijo de la Ciudad.

· Creación del sistema de navegación e información urbana del Distrito Nacional.

· Promoción del Capital humano y social.

Renovación urbana y ordenamiento territorial

Objetivo

Reorientar el patrón urbano de la ciudad de Santo Domingo de Guzmán mediante la transformación institucional del planeamiento urbano estableciendo mecanismos de desarrollo urbano.

Propuestas 

· Sistema Municipal de Planeamiento Urbano. (SIMPLUR)•

· Formulación del Plan Regulador de la ciudad.

· Reformulación Plan Director Urbano. 

· Formulación programa proyectos urbanísticos estratégicos.
5.2.5. PRESUPUESTO MUNICIPAL PARTICIPATIVO (PMP)
La Ley 176-07 del Distrito Nacional y los Municipios abren un nuevo espacio de participación. La Ley determina que los ayuntamientos fomentarán la participación ciudadana en los procesos de toma de decisión de la gestión municipal, creando los mecanismos para tales fines y garantizando que las mujeres participen en, por lo menos, un 50%.

Para promover la participación de la sociedad civil se prevé la creación de un registro de organizaciones sin fines de lucro y la inclusión de una partida presupuestaria denominada Fondo Concursable de Asociaciones Sin Fines de Lucro. Para acceder al mismo, el Concejo Municipal debe reglamentar los requisitos, el procedimiento para su distribución y los criterios para justificar el uso dado a los recursos que reciban.

El artículo 230 de la ley define las vías de participación ciudadana, entre las cuales están:

· El derecho de petición. Es el derecho de la ciudadanía a presentar ante los órganos de gobierno municipal solicitudes, peticiones, reclamos y propuestas de carácter normativo sobre asuntos del interés y competencia del municipio.

· El referéndum municipal. Es un mecanismo mediante el cual el ayuntamiento convoca a la comunidad para que se pronuncie sobre una propuesta de normativa de aplicación municipal u otros temas de interés de los munícipes y organizaciones locales. No se pueden someter a referéndum leyes nacionales o la división política administrativa del territorio. Para ser solicitado se debe contar con el apoyo de por lo menos el 5% de la población del registro electoral del municipio y debe ser convocado por el presidente del ayuntamiento o por quien delegue el Concejo de Regidores/as, y su resultado es vinculante.

· El plebiscito local. Es el mecanismo institucional de consulta a la ciudadanía sobre lineamientos generales de medio ambiente, proyectos de infraestructura o de ordenamiento territorial, siempre que no modifiquen la actual división política administrativa. Al igual que el referéndum, su convocatoria requiere del apoyo del 5% de la población con registro electoral en el municipio. Adicionalmente, puede ser solicitada por la sindicatura o por la mayoría absoluta del Concejo de Regidores/as. Su resultado obliga a las autoridades competentes a adoptar las decisiones que correspondan para cumplir con la voluntad expresada.

· Cabildo abierto. Es la reunión del Concejo Municipal con los habitantes del municipio o de una de sus divisiones territoriales, en la que éstos pueden participar directamente y debatir asuntos de interés para la comunidad. Las organizaciones sociales del municipio podrán solicitar su celebración, teniendo el síndico/a la obligación de asistir a todos los cabildos abiertos que se convoquen. Puede hacerse representar por el vice síndico/a o un funcionario/a.

La Ley de Municipios de julio de 2007 instituye de manera obligatoria el sistema de Presupuesto Municipal Participativo (PMP).

Este establece los mecanismos de participación ciudadana en la discusión, elaboración y seguimiento al uso del 40% de los fondos del presupuesto nacional que se transfiere a los municipios y que debe destinarse a gastos de capital e inversión. También contempla la participación para decidir sobre los ingresos del cabildo que se destinen a lo mismo. El PMP debe garantizar a la población: representación, acceso, participación en las decisiones, información y equidad de género.

Los PMP se deben organizar en tres etapas: en la primera, las autoridades y las organizaciones se ponen de acuerdo sobre cómo realizarán el proceso de participación y el monto de dinero a gastar; planificarán las obras y proyectos, garantizando la equidad territorial. La segunda etapa es la consulta con la población mediante asambleas comunitarias en parajes o comunidades de más de 30 familias, asambleas seccionales de barrios y el cabildo abierto, tomando en cuenta la representatividad territorial y poblacional. La tercera etapa es la transparencia y el seguimiento al plan de inversiones municipales. Se ejecuta a lo largo del año según un calendario de obras y proyectos. Para tal fin, las comunidades eligen un comité de obras o de auditoría social para darle seguimiento a cada una de las obras y, eventualmente, éste se convierte en comité de mantenimiento.

La nueva Ley determina que los servidores públicos de los municipios están obligados a rendir cuentas por su trabajo y deben difundir de forma periódica la evolución del gasto municipal, especialmente de la inversión, a través de boletines, de páginas web y de cualquier otro medio. Además, es de obligatorio cumplimiento incluir en el presupuesto municipal anual el plan de inversión municipal decidido por el Cabildo abierto, especializar a técnicos y proveer medios para llevar a cabo el presupuesto participativo.

Asimismo, las sectoriales del gobierno central deberán participar en las actividades del Presupuesto Municipal Participativo (PMP).

¿Cuántos municipios y distritos municipales tienen presupuestos participativos? 

El proceso de presupuesto participativo empezó en 2003 con cinco municipios; en 2004 se elevaron a 30, y en 2005, a 58. Para el período 2006-2007, 128 municipios están en alguna de las fases del proceso. Con la nueva Ley de Organización Municipal todos los ayuntamientos del país tendrán que realizar presupuestos participativos
.

En términos de recursos se planificaron inversiones por 750 millones de pesos para 2005, alrededor de 1,000 millones de pesos para 2006, y casi 2,000 millones de pesos para 2007. Se ha estimado que alrededor del 35% de la población del país vive en municipios donde se hace PMP.

De los 128 municipios que están en proceso, el 44% ya tiene experiencia en esta materia de años anteriores y 56% empezaron en 2006. Además, unos 104 ya cuentan con un Plan de Inversiones Municipales. Hay varios elementos importantes que se deben rescatar y potenciar en la experiencia de los Presupuestos Participativos. Primero, la participación de las mujeres, que tiende a ser creciente. El informe sobre las experiencias de Presupuesto Participativo de los meses de septiembre-diciembre de 2004, afirma que 8,004 personas participaron en las asambleas de trece municipios y de ese total el 55% eran mujeres.

Segundo, en general no hay inversiones en actividades productivas y la gran mayoría de los proyectos son pequeñas obras de infraestructura relacionadas con la vialidad, agua (micro acueductos, pozos, malacates), electricidad, construcción y reparaciones de escuelas, centros comunales, letrinas, saneamiento de cañadas, instalaciones deportivas, iglesias, pequeños puentes, viviendas, dispensarios médicos, centros comunitarios, parques, etc.

Tercero, la experiencia histórica indica que los ayuntamientos que participan el PMP invierten aproximadamente el 60% del 40% establecido por ley. Para el presupuesto del 2007 se estima que alrededor de 2,000 millones de pesos están comprometidos para realizar obras y hay unos 208 técnicos/as y síndicos capacitados en el Sistema de Transparencia y Seguimiento a la ejecución de obras y funcionamiento de los sistemas de seguimiento y Comités de Obras.

Cuarto, durante 2006 el porcentaje de síndicos/as reelectos/as fue mayor entre los que practicaron presupuesto participativo que entre los que no lo hicieron. El 73% de los que hicieron presupuesto participativo fueron reelectos mientras que el promedio nacional fue de 50%. Inclusive entre los más votados figuran los síndicos/as de municipios que aplican el Presupuesto Participativo, en algunos casos con más de 59% de los votos de sus respectivos munícipes. No obstante los avances que significa el Presupuesto Participativo, el proceso no está exento de riesgos:

· Ningún ayuntamiento tiene un plan maestro para organizar su territorio y establecer la normativa de uso de suelo. En tal sentido, el PMP carece de ese referente y las inversiones que realicen, aunque respondan a las demandas de la población, pueden ir en cualquier dirección, sin criterios de ordenamiento territorial.
· La fascinación por el instrumento es un riesgo. Se podría actuar como si el PMP fuera un fin en sí mismo y no un medio para crear ciudadanía, mejorar la transparencia y crear empoderamiento.
· Una parte importante del presupuesto ejecutado por los ayuntamientos no está sometido al escrutinio público. ¿Qué pasa con el otro 60% u 80% del gasto de los municipios que no está en PMP? Se debe garantizar que los ayuntamientos rindan cuentas por lo que está fuera de los PMP.
· Los síndicos están expuestos a la cultura del monumentalismo que caracteriza mucho del gasto público del gobierno central; es decir, la construcción por la construcción, soslayando el hecho de que la inversión en infraestructura de por sí no significa desarrollo.
· Podría generarse clientelismo entre las sindicaturas y los liderazgos comunitarios.
· Puede surgir descoordinación entre las sectoriales del gobierno central y los municipios. Hay que buscar la forma de lograr mayor coordinación entre los ayuntamientos y las secretarías de Educación, Salud, Medio Ambiente, Obras Públicas e instituciones como INAPA, entre otros.
· Existe el riesgo de pequeñas obras que, aunque reflejen las aspiraciones de la población, no acumulen capital físico a largo plazo para la comunidad.

Finalmente, lo que hace la diferencia en los PMP no es tener o no el instrumento, sino el grado de empoderamiento y ciudadanía que alcance la comunidad.

Para el éxito de los PMP es crucial el grado de empoderamiento de la sociedad. El resultado a largo plazo dependerá de las capacidades sociales de la comunidad.
5.3  GENERACIÓN Y APLICACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS
Las políticas públicas deben establecer los límites de las libertades individuales cuando se trate de garantizar el bienestar y la calidad de vida de las mayorías en el presente o para futuras generaciones.

Por  ejemplo, deben impedir el abuso de poder de una empresa que contamine y regular el uso del territorio para evitar que sea más vulnerable a la amenaza de fenómenos naturales. Este tipo de decisiones constituyen la base de la política ambiental en una sociedad dada y se concretizan en los arreglos institucionales e instrumentos de gestión de dicha política
.

El Estado debe garantizar  la equidad en el acceso a las oportunidades y al capital natural que no se encuentre en todas las regiones; debe regular las actividades productivas, en función de las potencialidades biofísicas y de las necesidades de la población, y debe legislar y fiscalizar los arreglos institucionales.

En el ámbito local, la acción descentralizada del Estado debe preservar la coherencia en la gestión de un territorio (o región), a fin de preservar la integridad de una política de desarrollo. El compromiso es político y deliberado en la medida en que implica la asunción de la eficiencia, la equidad, el empoderamiento y la libertad como modus operandi fundamentales de las estrategias productivas y de desarrollo.
Elaboración de políticas y seguimiento de los progresos
Los Estados miembros han de elaborar estrategias nacionales y dar cuenta, periódicamente, de los avances registrados. Deben recurrir a las evaluaciones de impacto antes de adoptar sus políticas o de comprometer fondos públicos.

Tienen que utilizarse todos los instrumentos a disposición de los poderes públicos para contribuir al desarrollo sostenible: no se trata tan sólo de las medidas reglamentarias, sino también de incentivos e instrumentos basados en el mercado.

La Comisión debe realizar cada dos años una evaluación de la aplicación de la estrategia en función de los indicadores de desarrollo sostenible que ha adoptado y que reactualiza en caso necesario. Esa evaluación sirve de base a una evaluación realizada también cada dos años con ocasión del Consejo Europeo de diciembre. Otros órganos e instituciones examinan también los progresos realizados y, llegado el caso, actúan de enlace entre los Estados miembros y los ciudadanos. Asimismo, la estrategia debe revisarse completamente al principio de cada mandato de la Comisión.
Contexto
Las líneas principales de la estrategia propuesta en 2001 por la Comisión se incluyeron en las conclusiones del Consejo Europeo de Gotemburgo de junio de 2001 y formaron parte de los trabajos preparatorios de la Unión Europea para la Cumbre mundial de 2002 sobre el desarrollo sostenible (Río + 10) que se celebró en Johannesburgo. La Comisión presentó antes de esa Cumbre otra Comunicación sobre la posible contribución de la Unión al desarrollo sostenible en el mundo, cuyos elementos se integraron en la estrategia en el momento de la revisión.

Tras la entrada en funciones de la nueva Comisión, en el año 2004, se organizó una consulta pública sobre la estrategia de desarrollo sostenible. La Comisión presentó asimismo una visión de conjunto de los avances registrados merced a la estrategia de desarrollo sostenible, que incluía los principales resultados de esa consulta y las grandes orientaciones para la revisión de la estrategia. 

Por su parte, el Consejo Europeo de Bruselas de junio de 2005 reafirmó los objetivos clave del desarrollo sostenible y recordó los principios rectores que deben servir de base para la renovación de la estrategia.

En diciembre de 2005, la Comisión adoptó una Comunicación en la que:

· determina los principales ámbitos que requieren un nuevo impulso en los próximos años; recuerda que esos ámbitos son interdependientes e implican respuestas basadas en la cooperación y la solidaridad, la investigación y la innovación, y la educación de los ciudadanos; 

· propone que se tenga más en cuenta la incidencia de las políticas internas de Europa en el desarrollo sostenible mundial; 

· propone métodos para medir los avances registrados y reexaminar periódicamente las prioridades nacionales y comunitarias; 

· recomienda un diálogo permanente con las personas y las organizaciones (empresarios, poderes públicos regionales y locales, organizaciones no gubernamentales [ONG], etc.) comprometidas con el desarrollo sostenible.
5.3.1 COMPATIBILIDAD DEL DESARROLLO ECONÓMICO:
5.3.1.1  VERSUS EL BIENESTAR SOCIAL
El estudio del bienestar en el seno de la Psicología se remonta a la década de los sesenta, y en su transcurso ha dado lugar a dos grandes tradiciones (Keyes, Shmotkin y Ryff, 2002): la hedónica, representada por una sólida línea de investigación que se ha ocupado del estudio del bienestar subjetivo, y la tradición «eudaemónica », centrada en el bienestar psicológico. La literatura sobre el bienestar subjetivo trata de cómo y porqué la gente experimenta su vida de forma positiva, incluyendo tanto juicios cognitivos como reacciones afectivas. El bienestar subjetivo se inscribe, pues, dentro de un marco fundamentalmente emocional que ha tomado diversas denominaciones: felicidad, satisfacción con la vida, y afectos positivos o negativos que se desprenden de las condiciones en las que se desenvuelve nuestra existencia. A la postre, viene a ser el resultado de un “balance global” (nivel de satisfacción) que hace la persona de sus oportunidades vitales (recursos sociales, recursos personales y aptitudes individuales), del curso de los acontecimientos a los que se enfrenta (privación-opulencia, ataque-protección, soledad-compañía, etc.), y de la experiencia emocional derivada de ello: “la satisfacción con la vida es el grado en que una persona evalúa la calidad global de su vida en conjunto de forma positiva. En otras palabras, cuánto le gusta a una persona la vida que lleva” (Veenhoven, 1994, p. 91).

El bienestar psicológico es una tradición más reciente, y ha centrado su interés en el desarrollo personal, en el estilo y manera de afrontar los retos vitales, en el esfuerzo y el afán por conseguir nuestras metas. Seis han sido las dimensiones psicológicas propuestas originalmente por Ryff en 1989 y reiteradas con posterioridad (Ryff y Keyes, 1995): autonomía, objetivos vitales, autoaceptación, relaciones positivas con otros, dominio ambiental y crecimiento personal. 
5.3.1.2  VERSUS EL DESARROLLO HUMANO
El desarrollo humano es el proceso de ampliación de las opciones de la gente, aumentando las funciones y capacidades humanas. De esta manera el desarrollo humano refleja además los resultados de esas funciones y capacidades en cuanto se relacionan con los seres humanos. Representa un proceso a la vez que un fin.
En todos los niveles del desarrollo las tres capacidades esenciales consisten en que la gente viva una vida larga y saludable, tenga conocimientos y acceso a recursos necesarios para un nivel de vida decente. Pero el ámbito del desarrollo humano va mucho más allá: otras esferas de opciones que la gente considera en alta medida incluyen la participación, la seguridad, la sostenibilidad, las garantías de los derechos humanos, todas necesarias para gozar de respeto por sí mismo, potenciación y una sensación de pertenecer a una comunidad. En definitiva, el desarrollo humano es el desarrollo de la gente, para la gente y por la gente.
La utilización del índice de desarrollo humano como indicador del nivel de desarrollo de una población se basa en la idea, generalmente aceptada hoy en los medios políticos y académicos, de que si bien el crecimiento económico es una condición necesaria para explicar el grado de avance de un país, no constituye una condición suficiente. En otras palabras, se acepta la idea de que crecimiento y desarrollo son conceptos relacionados, pero distintos.

La implicación empírica de dicha posición no es trivial: los indicadores del producto per capita, utilizados por muchos años como medidas del desarrollo de los países, son incompletos y no proporcionan toda la información deseada. Es común ver en la literatura correspondiente ejemplos de países que tienen una posición relativamente aceptable si las comparaciones internacionales se realizan con base en su ingreso per capita, mientras que resultan en posiciones inferiores cuando se incorporan otros indicadores. Existen también los casos opuestos, países cuya política social ha sido exitosa y brinda a la población acceso a servicios sociales que están por encima de lo que su nivel de ingreso podría permitirles.

Conceptualmente, la discusión sobre el desarrollo económico fue redefinida a partir de las conferencias del profesor Amartya Sen tituladas “Equality of What?”. Sen retomó la discusión sobre la importancia de la igualdad económica planteando una pregunta central:

¿Cuál es la dimensión relevante para medir la desigualdad?. Los conceptos introducidos en dicho debate serían desarrollados posteriormente en los trabajos del profesor Sen y de otros filósofos y economistas del desarrollo, de entre los cuales destaca “Bienes y capacidades”

El desarrollo humano es un proceso en el cual se amplían las oportunidades del ser humano.

Significa crear un entorno en el que las personas puedan hacer plenamente realidad sus posibilidades y vivir en forma productiva y creadora de acuerdo con sus intereses.

5.3.2 EL CAPITAL HUMANO
¿Por qué el capital humano es Esencial para el crecimiento y El bienestar económico de un país? Para demostrar la relevancia del capital humano en la determinación de las posibilidades de crecimiento de los países, en primer término, se apelará a la notoria coincidencia de resultados que se da en los estudios que han tratado de dilucidar este asunto y, en segundo lugar, se realizará una investigación propia con el objeto de aportar nueva evidencia sobre el tema.

Razones teóricas y evidencia de estudios previos
El interés de los economistas por el conocimiento de los factores que determinan los niveles de crecimiento y bienestar económico de los países, y las razones de que éstos difieran entre unos y otros, data de fechas cuando menos tan remotas como la de la publicación de la obra de Adam Smith: Sobre la naturaleza y las causas de la riqueza de las naciones, en 1776. Asimismo, la idea de que la formación de la mano de obra —o, utilizando la denominación actual, el capital humano— es uno de los factores clave en la explicación de los niveles de desarrollo económico se ha sustentado desde antiguo.

Sin embargo, al igual que ha sucedido con muchas otras de las cuestiones esenciales y complejas que plantearon los economistas clásicos, la contribución del capital humano al crecimiento y bienestar económico es un asunto en torno al que subsisten muchos interrogantes que necesitan seguir siendo investigados. A este respecto, una de las razones que explica la complejidad del tema son los problemas que entraña la medición de la variable de «capital humano», lo que ha conllevado la utilización de un sinfín de indicadores que, aun cuando han mejorado a lo largo del tiempo, distan de ser idóneos, pues en el mejor de los casos sólo logran captar el componente del capital humano asociado a las inversiones en educación reglada'. De hecho, las diferencias que se dan entre los indicadores empleados para medir las dotaciones de capital humano en los estudios empíricos constituye uno de los motivos que explican que sus resultados no sean, en su conjunto, más precisos y concluyentes.

En todo caso, los estudios realizados en las últimas décadas, en especial a raíz del importante trabajo de Solow ( 1957), aportan una evidencia clara acerca de la influencia positiva y sustancial del capital humano en la productividad y, consiguientemente, en el crecimiento económico de los países.

Nótese que aunque éste sea sin duda el componente principal del capital humano existen otros como las numerosas vías de educación no reglada o el aprendizaje adquirido a través de la experiencia laboral (en otros términos: lo que Aitow denominara «learning-by-doing») que quedan marginados.

A este respecto. Levine y Renelt ( 1992) realizan un extenso número de estimaciones sobre los factores determinantes del crecimiento en las que introducen especificaciones diferentes de las variables explicativas, entre ellas la de capital humano, obteniendo una prueba elocuente de la gran sensibilidad de las conclusiones a los cambios en la medición de esta variable.

5.4  VENTAJAS Y DESVENTAJAS DEL PLAN

Ventajas
· Una visión global de la ciudad como territorio en un proceso de cambio permanente.

· El logro de un objetivo común de ciudad

· Una mejor asignación de los recursos escasos ante problemas de magnitud creciente.

· Una superación de costos de improvisación.

· Dotarla de elementos de competitividad que permitan asegurar el progreso económico y social de los ciudadanos

· Articula un proceso de participación ciudadana cohesionando los diferentes agentes urbanos.

· Está basada en el contrato social o consenso, regularmente asumido por las autoridades.

· Eleva la auto estima en  la población.

· Crea una cultura ciudadana

· Desarrolla una cultura a la negociación de conflictos.

· Define una estrategia integral de ciudad diferentes ámbitos (social, ambiental, económico, etc.) y no solo en lo físico-territorial como los planes urbanísticos o planes de ordenamiento territorial.

· Establece una visión clara de desarrollo con programas y proyectos viables e íntimamente relacionados.

· Se orienta a cuestiones criticas y a la acción para su resolución

· Promueve la reforma de la propia administración local articula la cooperación publica y privada.

· Organiza “lobbies ciudadanos” para reivindicar sus competencias, recursos o actuaciones favorables de los poderes del estado.

· Aumenta la imagen de la ciudad y su gobierno local.

Desventajas 

· Determinación de objetivos demasiado genéricos, no factibles a medio plazo.

· Escasa participación de los agentes de la ciudad con incidencia sobre el devenir económico y social.

· Escasa promoción del Plan como proceso de la ciudad y para la ciudad.

· La partidarización del Plan.

· Falta de garantía de financiación del plan.

5.5  PLAN ESTRATEGICO DE DESARROLLO SOSTENIBLE PARA LA CIUDAD DE SANTO DOMINGO.
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PLAN ESTRATEGICO DE DESARROLLO SOSTENIBLE 

PARA LA CIUDAD DE SANTO DOMINGO.

El abordaje teórico de los problemas relativos al desarrollo requiere sistematización y centralización estructural, en un entorno de recursos escasos, como forma inmediata de priorización y rutinización. Por tanto, la iidentificación de mecanismos y procedimientos mediante los cuales se puedan abordar los problemas estructurales de la pobreza y promover una estrategia deductiva apreciable requiere: a) la generación de políticas públicas para el desarrollo, como subproducto del diagnóstico local (provincial o municipal), b)  coordinación intersectorial para la optimización de las acciones en curso, c) realización de programas relacionados con las faltas apreciadas por los ciudadanos en su entorno y d) fomento de un compromiso de respaldo entre personas y entidades.
La erradicación de la pobreza es un objetivo central y rector de todos los esfuerzos nacionales en pro del desarrollo humano, tal como resulta de las ejecutorias gubernamentales actuales y del Plan de Gobierno 2008-2012.

Propiciar el desarrollo (o, puede decirse también, reducir la pobreza) puede hacerse de manera efectiva y eficaz abordando el problema con una amplia gama de políticas, dado que no se trata de una cuestión sectorial o un problema segregado y específico. 

Para ello es necesario fomentar oportunidades de crecimiento individual mediante la solidaridad social con atención prioritaria a los sectores más vulnerables, la creación de más y mejores empleos y programas especiales de apoyo y fortalecimiento de la micro y pequeña empresa.

Se considera esencial mejorar los programas universales, con el fin de disminuir y prevenir las condiciones que llevan a las familias a caer bajo la línea de pobreza. Esta tarea se llevará a cabo mediante programas inclusivos de mejora en salud, vivienda, nutrición y educación, como también los económicos referidos a la capacitación laboral, entre otros. Estos programas serán complementados con acciones sociales compensatorias enmarcadas en la reorientación de recursos ya aplicados (como la celebración de campañas de vacunación y operativos médicos locales prorrateados, de conformidad con los objetivos del Gobierno Central),  La política generadora de oportunidades de esta Administración está basada en mejorar la situación económica y social del país, con el fin de que todos puedan tener un crecimiento acorde con ella.

El problema institucional
A partir de un análisis exhaustivo de la institucionalidad social del país se encontraron una serie de factores que restan efectividad a la acción social. De estos se pueden señalar los siguientes:

a. Las políticas y programas hasta ahora predominantes no aseguran la atención a los grupos más pobres. Se han desarrollado con éxito políticas de carácter universal, pero muchos de los grupos con mayores niveles de pobreza no encuentran respuesta efectiva a sus necesidades y se sienten desprotegidos, de ahí la validez de ciertas consignas propagandísticas que realzan la importancia de “la gente”. Para atender de forma efectiva la pobreza, a partir de la situación actual, se hace necesario complementar las políticas universales con políticas y programas selectivos hacia la población objetivo; 

b. La falta de diagnóstico local de problemas vinculados con la pobreza. Se tienen estudios importantes a nivel macro, pero son las personas que padecen los problemas quienes tienen el deber de contribuir a su identificación y solución;

c. La atomización de programas sin articulación. Esto genera duplicidad de gastos, encarecimiento de acciones y dispersión de recursos dirigidos hacia la misma población. Estos programas en su mayoría no responden efectivamente a los factores estructurales de la pobreza, y algunos han tenido horizontes de realización irreales, careciendo de una orientación adecuada para el logro de los resultados esperados. El Comité de Desarrollo articula las diferentes acciones, tanto generando como contribuyendo con políticas de desarrollo local; 

c. La ausencia de coordinación en la ejecución de programas impide enfrentar la pobreza de manera integral con respaldo poblacional. Es normal que se atiendan las necesidades en forma separada, y que no se faciliten las condiciones de promoción humana tendientes a generar situaciones de bienestar sostenible para la familia o el individuo sujeto de la acción social. En Costa Rica, los pobres perciben soluciones parciales y separadas de un conjunto institucional sin coordinación; 

d. Desarticulación entre la oferta de soluciones y la población objetivo. Son los pobres precisamente las personas menos organizadas y con menor capacidad de gestión ante organizaciones oferentes de servicios. En algunos casos, son otros sectores sociales quienes se ven beneficiados al percibir la ayuda del Gobierno. Corresponde entonces al Gobierno asumir de manera especial la representación de los sectores más desposeídos, mostrándoles el camino del progreso por la organización consciente de recursos escasos. También es necesario incluir en agenda gubernamental, acciones que se vinculen directamente con la atención de estos grupos de población, con el fin de asegurar que esos recursos sean utilizados en la atención de la población objetivo y se facilite la retroalimentación; 

UN NUEVO ENFOQUE: Comité de Desarrollo Humano Provincial
Pudiendo vincularse con organismos superiores a nivel de Secretaría de Estado de Desarrollo Humano-Social, hemos propuesto la formación de un Comité de Desarrollo Humano basado en la estructura provincial, que incluso puede funcionar como estudio piloto para la implementación nacional.

Misión 
La misión del Comité de Desarrollo Provincial es generar, seguir y consensuar  programas y políticas de desarrollo humano. Define su papel como herramienta de planificación, supervisión y evaluación de los programas que se desarrollan para la atención focalizada de las políticas públicas para el desarrollo local.

Objetivos Generales
· Potenciar el uso de los recursos del sector público mediante la articulación de las políticas, eliminando las duplicidades y los traslapes programáticas.

· Fortalecer la participación ciudadana mediante la creación de espacios a mujeres y hombres en la toma de decisiones en sus diferentes niveles de planificación, gestión, administración y ejecución de iniciativas para el desarrollo humano. 

· Generar una nueva concepción de gobierno, en el que las personas que laboran en el sector público trabajen desde la perspectiva de la demanda mediante un contacto directo con las comunidades y con las personas que conforman los gobiernos locales. 

· Mejorar la expectativa de vida, la longevidad, el nivel de conocimiento, el alfabetismo, el promedio de años de escolaridad, el acceso a los recursos y a niveles decentes de vida;

· Organizar la participación ciudadana local, por grupos etéreos, en un compromiso personal e institucional de desarrollo, en términos de aceptación, colaboración y autogestión;

· Impulsar la evaluación permanente en los diferentes procesos de implementación y ejecución de la Estrategia de Desarrollo Nacional, de manera que permita tomar decisiones certeras y oportunas, basadas en resultados de la información y seguimiento sistemático

Actores

Las personas, organizaciones, empresas, ayuntamientos y otras entidades públicas que asuman la nueva herramienta de desarrollo integrada en el Comité de Desarrollo Humano Provincial. 

Comunidades. Representadas por personas, organizaciones de la sociedad civil, empresas y todo grupo comunal propio del lugar que busca el desarrollo local. Participan en la determinación de las prioridades locales, presentan iniciativas y proyectos propios para su ponderación y consulta; participan mediante convenios, contratos y otros mecanismos. 

Instituciones Públicas. El papel que juegan las instituciones públicas esta íntimamente ligado a un proceso de desconcentración, que permita dotar a las entidades provinciales del Gobierno Central y las instituciones autónomas de herramientas administrativas y financieras flexibles y eficientes para que sus programas respondan de manera efectiva a las demandas y requerimientos locales.

Implica la delegación de funciones y atribuciones a órganos subalternos municipales que puedan programar, formular, ejecutar y evaluar sus propias acciones con mayor independencia. Aspecto que está íntimamente vinculado a los procesos de modernización institucional y perfeccionamiento del modelo de gestión pública.

Paralelo a ello se promueve la descentralización, entendida como el reconocimiento de la autonomía del Gobierno Local y el poder que se le desea proveer a la organización civil para que sean gestores de su propio desarrollo. Ello comprende el otorgamiento a las y los representantes regionales una mayor autonomía para definir las estrategias mediante las cuales, los grandes lineamientos de política nacional o sectorial, se ponen en práctica, en concordancia con las características y prioridades locales.  

Pasos del proceso
El proceso comprende la promoción para la participación de las comunidades hasta la identificación, formulación, gestión, ejecución, control y evaluación de proyectos, de manera concertada, coordinada, complementaria y solidaria entre las personas, familias, comunidades, organizaciones, gobiernos locales e instituciones del gubernamentales.  

Asimismo, Financiamiento Mixto.

Demarcación Geográfica
Se define como unidad geográfica esencial la provincia. Se hace un sondeo de su composición política y organizativa (instituciones gubernamentales y planes en operación o proyecto) para dar inicio a la coordinación y organización de fuerzas para la consecución de recursos humanos y materiales para integrarse al proceso de trabajo. 

Coordinación 
Se cuenta con un Directorio integrado por delegados de los representantes políticos principales, con los que se mantiene comunicación sistemática y se llevan a cabo reuniones de coordinación del ámbito local. 

Para el trabajo específico de cada municipio, se designa y promueve la incorporación de representantes del nivel municipal. 

Una vez integrado el Consejo Directivo, la Secretaría convoca a reunión de enlaces para información con respecto a las organizaciones que a nivel provincial y municipal tienen alguna vinculación con la institución (mapeo social previo).

En el mismo acto se prevén los recursos necesarios para generar, consensar y apoyar programas y proyectos en cada uno de los municipios, y además se les invita para que acompañen el proceso de convocatoria en cada una de sus localidades. 

Mapeo Social Integrado
Consiste en la identificación de las organizaciones e instituciones públicas y privadas que funcionan en la comunidad, utilizando como referencia la información brindada por los enlaces. Se realiza un levantamiento de información con los nombres de los representantes organizacionales. Representa una labor de suma importancia, dadas las implicaciones que tiene para el futuro del proceso, por su transparencia y amplitud de participación en la convocatoria abierta a todas aquellas personas, que de forma voluntaria y democrática, asisten a las Asambleas Vecinales para escoger a los representantes por cada sector de la sociedad civil y elegir representantes ante el Consejo Directivo del Comité.

Coordinación con Representantes Claves 

Durante el recorrido por la comunidad se identifican los líderes comunales a quienes se les motiva para las acciones sucesivas y éstos a su vez se convierten en colaboradores del proceso  

Diagnóstico sectorial

La Dirección de Planificación y Desarrollo, a través del Departamento de Información Primaria, identifica los problemas demográficos, medio-ambientales y productivos de la provincia; los recursos y potencialidades y las desventajas o inconvenientes.

Para hacerlo, previa convocatoria de representantes comunales identificados en la forma que se indicará más adelante, operacionaliza un diagnóstico zonal en los términos subsiguientemente:

I. Diagnóstico Provincial

_ De los Aspectos Demográficos 

_ De los Aspectos Sociales 

_ De los Aspectos Económicos 

_ De los Aspectos Urbanos 

_ De los Aspectos Ambientales 

_ De los Aspectos de Finanzas Públicas 

De los Aspectos Organizacionales e Institucionales 

II. Identificación de Necesidades Comunitarias 

_ Dinámica Económica y Competitividad 

_ Desarrollo Humano y Calidad de Vida 

_ Evaluación de Mejoras Urbanas 

_ Necesidades en el Sector Agropecuario 

_ Requerimientos Medioambientales 

_ Evaluación de Prioridades 

III. Escenarios de Desarrollo Municipal 

_ Escenarios de Cambio Demográfico y Desarrollo Humano 

_ Escenarios de Organización Territorial y Urbanización 

_ Escenarios de Comportamiento de la Economía Municipal 

_ Escenarios de Procesos Sociales en el Municipio 

_ Escenarios de Dotación de Infraestructura 

_ Escenarios de Participación Pública 

_ Escenarios de Financiamiento Público 

IV. Programas 

_ Desarrollo Humano y Política Social 

_ Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial 

_ Desarrollo Rural Sustentable 

_ Desarrollo Turístico, Cultura y Deporte 

_ Promoción Económica Municipal 

_ Seguridad Pública 

  V. Mecanismos de Evaluación 


_ Mecanismos de Evaluación y Retroalimentación (Encuesta ISE).

Conclusión Parcial: análisis de fortalezas y debilidades de la provincia.

Asamblea de Vecinos 
Se lleva a cabo a nivel municipal, en un lugar que reuna las condiciones de espacio y mobiliario adecuadas. 

De forma paralela se preparan las actas para cada una de las asambleas y un formulario de acreditación para cada una de las personas que son electas como representantes de sectores y miembros de las contralorías cuidadanas. 

Mesa de Negociación 

Es el mecanismo mediante el cual el Comité, representado por su Consejo Directivo en pleno, acuerda con la comunidad y representantes delegados de instituciones gubernamentales la implementación de acciones conjuntas en el corto plazo.

Participantes 

1. Comunidades y organizaciones sociales de cada Distrito: Tres miembros electos en las Asambleas de las Comisiones de Desarrollo Distrital y Contraloría Ciudadana 
2. Municipalidades: El Consejo Municipal con sus regidores y regidoras propietarios (as) y el o la Alcalde 
3. Instituciones: Participan aquellas personas designadas por los Jerarcas que tienen conocimiento de la Institución y están autorizadas (os) para comprometer recursos, puede ser por representación Nacional o Regional. 

Procedimiento:

La Secretaría convoca a la Mesa de Negociación Cantonal en el lugar, hora y fecha indicada, actuando como facilitador del proceso, con voz pero sin voto.

Con la presencia de las partes, se abre el proceso de negociación por temas, es decir, los representantes comunales de cada distrito van presentando sus propuestas y las Instituciones y Municipalidad hacen sus ofertas programáticas, discutiendo la viabilidad de los planes previamente consensados por los representantes comunales con el Comité de Desarrollo.

Toma de acuerdos:

Los acuerdos serán tomados por las partes según el tema en discusión y en caso de controversias  se busca el mejor acuerdo, mediante la búsqueda de consenso. 

Firma de cartas de compromiso 

Para el acto de firma de la carta de compromiso se convoca a la asamblea distrital, dirigentes comunales, autoridades locales, representantes institucionales y observadores.

Se define como el logro más importante en el marco del Triángulo, pues se concreta en un documento formal los compromisos de cada una de las partes, de común acuerdo con la mesa de negociación cantonal.

Los compromisos se firman por

· Representantes de Instituciones gubernamentales, de acuerdo con los compromisos adquiridos por sectores. 

· Representantes de Empresas Privadas locales;

· Representantes municipales; 

· Representantes Comunales, uno por cada sector predefinido en razón de la extensión geográfica considerada;

Seguimiento y control permanente 

Un delegado técnico del Comité, en coordinación con los representantes institucionales, brindará el monitoreo del proceso de implementación y ejecución de los proyectos locales. 

Sistematización y evaluación 
Los procesos de sistematización se realizarán en forma permanente, de manera que se ofrezca una memoria de cada una de las actividades realizadas. Como insumo para la evaluación se utiliza, al finalizar el Taller de Planificación Estratégica, una guía en la que brindan información cada uno de los participantes.

El establecimiento de un Sistema de Información Seguimiento y Evaluación por parte del Departamento de Informática permitirá a las comunidades, autoridades municipales, institucionales y a las autoridades correspondientes contar con información oportuna y desagregada para: 

1. Orientar la toma de decisiones; 

2. Retroalimentar a las distintas instancias que participan en Programas, Proyectos y Actividades de Desarrollo Social sobre la evolución y resultados; 

3. Vincular la asignación de recursos en concordancia con las prioridades que se identifiquen en el nivel local;

4. Evaluar los resultados en función de la eficiencia y eficacia de los programas, proyectos y actividades, con énfasis en los acuerdos de las cartas de compromiso; 

5. Exigir cuentas a las instancias ejecutoras en el marco de funcionamiento de las contralorías ciudadanas;

6. Informar a la opinión pública; 

7. Formular programas y proyectos de cooperación técnica internacional;

8. Elaborar planes de desarrollo a mediano y largo plazo;

9. Desarrollar evaluaciones de impacto basadas en los índices de desarrollo humano. 

Mecanismos de control: Indicador de Satisfacción Estándar (ISE)
Es un sistema integrado que busca mejorar el control interno, la calidad del servicio al beneficiario y la eficiencia administrativa. Es el principal instrumento para asegurar que la inversión social sea dirigida efectivamente a la población en condiciones de pobreza. El ISE consiste en una encuesta estándar aplicada a munícipes con déficit en la satisfacción de sus necesidades básicas. La información obtenida se introducirá en un sistema computarizado administrativo creado específicamente a esos fines por el Comité de Desarrollo Humano en su Departamento Informático. A esta población censada, se le aplican criterios estándar de selección de beneficiarios para los diferentes programas de incentivos. La información es compartida mediante una red de cómputo interinstitucional, si es necesario, donde se registre cada vez que se apruebe un servicio o satisfaga una necesidad. 
Prioridades

· Definición de Local Operativo, Implementos y Equipos, Presupuesto 

· Integración del Equipo de Información Primaria y Datos Cualitativos, a partir de profesionales identificados.

· Realización del Diagnóstico Provincial y Tareas Primarias en salud y provectos.

CUADRO ENUNCIATIVO DE ACCIONES

Por Eje, Sector o Grupo
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EJEMPLOS DE INTERVENCION

SOCIAL - COMUNITARIA

	TEMAS
	ACCIONES

	. Diseñar y ejecutar un programa integral de mejoramiento de vialidades (calles y avenidas).


	a) Arreglar (pavimento y empedrado) y dar mantenimiento a las calles y vialidades de  la ciudad 

b) Creación de vías alternas para camiones de carga pesada. 

c) Pintar señalamientos de un solo carril.

d) Poner asfalto en las avenidas principales de los municipios y provincias.



	Desarrollar un programa para el mejoramiento integral del transporte público.


	a) Eliminación de unidades inadecuadas de transporte público (contaminación y mala condición de unidades).

b) Permitir la participación de otras empresas en el sector transporte.

c) Supervisión y capacitación del personal d  transporte público.

d) Programación y cumplimiento de horarios de trabajo de las rutas urbanas de la ciudad.

	Promover más honestidad, capacitación, y mayor capacidad de vigilancia de los cuerpos de policía y tránsito.


	a) Formulación de programas de capacitación constante y aumento de sueldos.

b) Formalizar y mejorar la calidad del servicio del cuerpo policíaco y de tránsito de la ciudad, mediante el aumento en las rutinas de patrullaje y mejora en su comunicación interna para dar respuesta oportuna a llamadas de emergencia.

	Desarrollar vialidades necesarias para darle funcionalidad y eficiencia a la estructura urbana.


	a) Respeto de las autoridades de obras públicas en reglamentos y planes ya existentes.

b) Construcción de puente peatonal y paso a desnivel.

c) Desarrollar vialidades alternativas en la ciudad para el transporte pesado.

d) Reparación de calles y avenidas principales de acceso a los municipios y provincias. 

e) Continuidad a los programas de vialidades.

f) Fomentar la educación vial en la población.

	Realizar acciones para prevenir VIH SIDA, dengue, enfermedades gastro-intestinales y otras enfermedades tropicales y garantizar servicios de atención a quienes las padecen.


	a) Sensibilizar e informar a la población sobre la problemática mediante la creación de programas eficaces como campañas de salud informativas y de servicios médicos por lo menos cada 2 meses para detectar y atender los problemas de enfermedades en las  comunidades.

b) Control de salud por las instancias correspondientes a través de vigilancia epidemiológica como atención a problemas del dengue, malaria, etc-.

c) Construcción de clínicas de servicios médicos abiertos a la población en general. 

e) Evitar encharcamientos en la ciudad.

	Dar solución integral al problema de basura.


	a) Establecimiento de multas 

b) Dar mantenimiento al vertedero y constancia al aseo público mediante la concientización de los ciudadanos.

c) Establecimiento de horarios fijos para el servicio de recolección de basura.

d) Implementación de programa de separación de basura.

	Invertir recursos en un programa integral de saneamiento que incluye dotación de drenaje, tratamiento de agua y recolección de basura.


	a) Extensión y continuidad de programas ya existentes destinados a zonas urbanas de pobreza extrema.

b) Aumento del parque vehicular y del personal del servicio de recolección de basura.

c) Incremento del aseo público en la ciudad (el servicio debe pasar casa por casa).

 d) Formalización de programas de drenaje para su operación en colonias que lo necesitan 

e) Limpieza de terrenos baldios.

	Realizar esfuerzos y cooperar con las entidades correspondientes para garantizar el acceso a educación primaria y universal y a materiales y equipos que permitan a todos los niños aprovechar cabalmente las ventajas que ofrecen las tecnologías de información.


	a) Actualización educativa de maestros en las escuelas para mejorar la calidad de la educación.

b) Aprovechamiento de espacios para construcción de escuelas (preescolares, primarias, secundarias y preparatorias).

c) Proveer de equipo y necesario a las escuelas para su buen funcionamiento.

	Emprender saneamiento y control de la contaminación en río, arroyos y cuerpos de agua.


	a) Implementación de controles para el cuidado de la ecología.

b) Construcción de una red de drenaje municipal.

c) Saneamientos de drenajes.

d) Elaborar y fomentar programas de cultura de limpieza en la ciudad.

e) Vigilar que no se tire basura en las riveras y canales de la ciudad y establecer sanciones a las personas que lo hagan.

	Desarrollar acciones para reducir las condiciones de pobreza extrema y mejorar los niveles de nutrición  municipal a través de alternativas de desarrollo que permitan a la población mejorar la calidad de vida.


	a) Creación de programas de asistencia social periódica a través de apoyos que se hagan llegar directamente a las familias que los necesitan (gente de la tercera edad, desayunos escolares gratuitos, otorgamiento de becas económicas y despensas ) .

b) Dar seguimiento a los programas de gobierno y ampliar su aplicación.

c) Dar apoyo a las asociaciones de beneficencia.

	Combate al narcomenudeo.


	a) Realización de cateos sorpresivos en negocios

b) Control efectivo policiaco.

	Regulación de permisos para el

establecimiento de colmadones


	


Conclusiones
El plan estratégico de desarrollo sostenible para la ciudad de Santo Domingo debe ser el resultado de la integración de los esfuerzos de los sectores públicos y privado para proponer un escenario futuro a la ciudad, que contemple acciones y proyectos que conduzcan a mejorar la habitabilidad, convivencia, armonía y competitividad económica de la misma.

Como instrumento de desarrollo, el plan estratégico, busca la canalización de un proceso caracterizado por la comunicación, participación y el consenso de los munícipes tanto del distrito nacional, como de la provincia de Santo Domingo. Es un plan complejo, integrado por varios proyectos que a su vez tienen el potencial de crear un impacto directo en la población, ya que representa el 30% de la población dominicana, así como un impacto indirecto en todo el país.
Las autoridades municipales de la capital dominicana han tratado de gestar en varias oportunidades un proyecto para el desarrollo sostenible del gran Santo Domingo y a la fecha no se ha podido elaborar, como se está planteando en este trabajo de investigación, con un análisis FODA, mapas y cuadros con estadística de la ciudad, la visión y las líneas estratégicas de desarrollo con sus programas y proyectos.

El problema, en consecuencia, se basa en encontrar un sistema de descentralización de las políticas públicas para el desarrollo, capaz de aprovechar las estructuras existente en la provincia, creando organismos capaces de generar y de aplicar políticas para el desarrollo, con un diagnostico provincial previo.

 El análisis del entorno ha permitido la identificación de las amenazas y las oportunidades que puede incidir en la ciudad, así como el reconocimiento de sus debilidades y fortalezas, para la determinación de una dirección y gestión estratégica por parte de los diferentes agentes urbanos, que se plantea la creación y sostenimiento de ventajas competitiva respecto a otras urbes, tomando como modelo la ciudad deseada y el marketing de la ciudad para su conocimiento y difusión.
El plan estratégico de santo domingo, debe relacionarse con la estrategia general de desarrollo nacional, es decir, analizarse y presentarse de forma tal que pueda ser un instrumento para desarrollo sostenible no de la ciudad capital, sino de todo el país, ya que los objetivos planteados son de vital importancia para el desarrollo humano y el bienestar social de todos los habitantes de la República Dominicana.
La Nueva Gestión Pública es una respuesta a la necesidad de adaptación de la Administración Pública al entorno socioeconómico reciente, puesto que el Modelo Tradicional de gestión pública no responde a los cambios que se van produciendo en los distintos países. Esta nueva forma de gestión origina un cambio de orientación y de cultura dentro de la organización, dirigida hacia el ciudadano como cliente y está basada principalmente en el ahorro y reducción de costes, en la evolución de las tecnologías y en la mejora de la cantidad y calidad de los servicios públicos.
Recomendaciones
Este informe entiende que la descentralización real es la transferencia de decisiones y recursos a los diferentes niveles de gobierno y entidades territoriales. Es el complemento del empoderamiento, en la medida en que la descentralización sin empoderamiento genera caciquismo y el empoderamiento sin descentralización puede generar violencia y desorden.

En el orden político e institucional, la descentralización del poder descansa en la actitud que sobre ésta tengan los partidos políticos y los principales actores sociales y económicos para lograr necesarios niveles de gobernabilidad. La nueva Ley Municipal 176-07 abre una oportunidad, pero puede ser la fuente de una mayúscula frustración ciudadana; puede ser una aventura, un peligro o una carta de ruta de certeza para la modernidad y el progreso social.

Para darle certeza, la descentralización y el empoderamiento deben constituirse en una forma de hacer y entender la política, que va más allá de su carácter instrumental para mejorar la eficiencia. Es una forma de hacer la democracia; pero, además, la descentralización debe implicar la creación de capacidades en la población y el empoderamiento para que resulte en un ejercicio efectivo de la democracia.
Las formas de empoderamiento social, entendiéndolas como el resultado del grado de solidez del tejido social, de la solidaridad recíproca entre las personas que integran el colectivo y del capital social acumulado por la población en su ámbito local o nacional. Nos refiere a la participación, a la confianza interpersonal, a la confianza en las instituciones, al sentido de pertenencia al grupo, al nivel de movilización, a la inclusión social, a la interrelación entre personas e instituciones de cara a un fin común.

Todos estos aspectos son parte integral del bienestar de las personas, las cuales se realizan en el ámbito individual, pero necesariamente a través de las capacidades colectivas, porque garantizan la existencia de bien- es públicos y la creación y fortalecimiento de capacidades individuales.

El empoderamiento es la posibilidad de que las personas puedan actuar e incidir en los procesos y decisiones que les afectan y la dimensión social de éste es una garantía del acceso a las oportunidades en sociedades con un deficiente estado de derecho.

Este capítulo mostró que si bien no hay una receta única para lograr empoderamiento social, hay por lo menos cuatro elementos que han estado presentes en las experiencias exitosas a nivel internacional. Estos factores que refuerzan al capital social son: el acceso a la información, la inclusión y participación, la rendición de cuentas y la capacidad organizacional de interés común.

También se hizo evidente que la acción del Estado fortalece o diluye el empoderamiento social en la medida en que actúa en función de la colectividad o en función de intereses particulares.

La medición del empoderamiento social ha sido tarea difícil. Existen en la cultura dominicana factores que diluyen la formación del capital social de apropiación colectiva, como son: el pesimismo, el complejo del gancho, el doble pensar, el exteriorismo y el clientelismo político; así como hay factores positivos, tales como: el convite y otras prácticas de solidaridad en las zonas más pobres. 

Sin embargo, el hecho de que más de la mitad de los dominicanos y dominicanas quiera marcharse del país y no crea en la posibilidad de cambio, está evidenciando un gran desencanto sobre la viabilidad que ofrece la sociedad dominicana a sus miembros. En todo caso, hay que hacer más investigación para conocer mejor sobre cómo estos elementos culturales han afectado la construcción del capital social.

La medición a través de un índice señala que la región del país con mayor empoderamiento social es el Norte, seguido por el Sur, la región Metropolitana y, finalmente, el Este. La evidencia empírica ofrecida es una guía de las debilidades y fortalezas de las regiones del país, lo cual puede orientar el diseño de políticas públicas.

Finalmente, las cuatro experiencias analizadas de empoderamiento social; es decir, Villa González, Salcedo, San José de Ocoa y Puerto Plata, ponen en evidencia la necesidad de crear instituciones que sobrepasen a los liderazgos personales, acumular capital social, promoción de la asocioactividad e independencia del partidismo y la competencia política.
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ADN propios 1MD Donaciones

2002 681.7

2003 4839 658
2004 7517 1,096

2005 1,0260 1,764

2006 5 1,2904 4 2,230

Fuente: Ayuntamiento del Distrito Nacional
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Ingresos Ingresos
propios por | propios reales
habitantes (2002)
nominales | por habitante

Ingresos propios | Propio ADN | LMD Propio ADN
ADN /ingresos | /ingresos | ingresos | /ingresos
LMD totales totales | ordinarios

2002 28.6% % 029% 1399 1399
2003 36.1% 5% 73.5% 0.22% 15.80 1240
2004 39.7% 5% 69.1% 0.24% 27.46 1423
2005 69.4% 40.4% 582% 045% 6495 32.29
2006 68.6% 39.7% 57.9% 0.47% 8073 37.31

Nota: a suma de los ingresos propios de ADN y de la LMD en porciento de los ingresos otales no es 100% porgue fatan donaciones.
Fuente: Ayuntaniento del Distrito Nacional, Secretafa de Finanzas y Banco Central de Reptblica Dominicana
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Como % del ingreso Como % de los ingresos

=D total de los municipios | propios de los municipios

Arbitrio sobre recogida de basura
Licencias para construcciones
Salinas

Mercados y hospedajes

Anuncios, muestras y carteles
Venta de terrenos en el cementerio
Registro civl y judicial

Rodaje y transporte de materiales
5% sobre terrenos no urbanizados
Contratos de ventas condicionales
Total

Fuente: ODH/PNUD en base a Contraloria General de fa Repblica.
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